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Editorial
 

18 de julio. Día Internacional de Nelson Mandela 

Porque ser libre no es solamente romper las propias cadenas, sino vivir 
de una forma que fortalezca y respete la libertad de los demás. 

Nelson Mandela 

En noviembre de 2009, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó el 18 
de julio Día Internacional de Nelson Mandela, en reconocimiento a la contribución 
aportada por el ex Presidente de Sudáfrica a la cultura de la paz y la libertad. 

En la Resolución 64/13 de la Asamblea General se reconocen los valores de Nelson Man­
dela y su dedicación al servicio de la humanidad a través de su labor humanitaria en los 
ámbitos de la solución de conflictos, las relaciones interraciales, la promoción y protección 
de los Derechos Humanos, la reconciliación, la igualdad entre los géneros, los derechos de 
los niños y otros grupos vulnerables, y la defensa de las comunidades pobres y subdesa­
rrolladas. Se reconoce también su contribución a la lucha por la democracia a nivel inter­
nacional y a la promoción de una cultura de paz en todo el mundo.1 

En su mensaje, Ban Ki­Moon, Secretario General de Naciones Unidas, dijo que Nelson Man­
dela es una figura imponente, representa los valores más elevados de la humanidad y de 
las Naciones Unidas. Su vida, su fortaleza y su dignidad son un ejemplo para todos no­
sotros. Luchó contra sus opresores durante años, y luego los perdonó. 

Ése es sólo uno de los motivos por los que Nelson Mandela constituye una fuente de ins­
piración para millones de personas. No contó con el respaldo del dinero ni del poder. Como 
nos recuerda constantemente, es un hombre normal. Pero ha conseguido cosas extraor­
dinarias. 

Los logros de Nelson Mandela tuvieron un precio enorme para él y para su familia. Su sa­
crificio sirvió no sólo a la gente de su propio país, Sudáfrica, sino que hizo del mundo un 
lugar mejor para todas las personas, en todos los lugares. Por eso, en el Día Internacional 
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de Nelson Mandela, le agradecemos todo lo que ha hecho por la libertad, la justicia y 
la democracia. 

Él nos enseñó el camino, cambió el mundo y le estamos profundamente agradecidos.2 

En 2011 se conmemora el lanzamiento del Día Internacional de Nelson Mandela de las 
oficinas de la Fundación en Houghton, en Johannesburgo. Es un llamado a la acción para 
todas las personas a asumir la responsabilidad de hacer del mundo un lugar mejor, un 
pequeño paso a la vez, al igual que Nelson Mandela.3 

2 http://www.un.org/es/events/mandeladay/sg_message.shtml 
3 http://www.un.org/es/comun/docs/?path=http://www.un.org/en/events/mandeladay/gapres_messa­

ge.shtml 

http://www.un.org/es/events/mandeladay/sg_message.shtml
http://www.un.org/es/comun/docs/?path=http://www.un.org/en/events/mandeladay/gapres_message.shtml
http://www.un.org/es/comun/docs/?path=http://www.un.org/en/events/mandeladay/gapres_message.shtml
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Expedientes de Queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

Cuarta Visitaduría 

Número total de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

305 

153 
137 

53 
39 

687 

B. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al

 

13 
C N D H  
1990/2011 

Número total de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

3,788 

1,344 

1,212 

588 
369 

275 



orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 176 

29 97 22     23   5 

inta 
uría 

Primera Segunda Tercera Cuarta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Qu
Visitad

Solución de la queja durante su tramitación: 118 

45 21 26 18     8 

Primera 
Visitaduría 

Segunda 
Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Vi
Qu  inta 

sitaduría 

C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría 

Total de expedientes 
concluidos 

orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 

Solución de la queja 
durante su tramitación 

Por no existir materia 

Falta de interés del quejoso 

Desistimiento del quejoso 

Acumulación de expedientes 

Recomendación del Programa de Quejas 

393 

176 

118 

61 

18 

6 

11 

2 No competencia de la CNDH 
1 
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Por no existir materia: 61 

51          3      4 3

Segunda
 Tercera Visitaduría 
Visitaduría
 Cuarta 

Visitaduría 
Quinta 

Visitaduría 

Falta de interés del quejoso: 18 

    1 16     1 

Primera Segunda
 Cuarta 
Visitaduría Visitaduría
 Visitaduría 

Acumulación de expedientes: 11 

3 7   1

Segunda Tercera
  Quinta 
Visitaduría Visitaduría
 Visitaduría 

Desistimiento del quejoso: 6 

6 

Segunda 

Visitaduría
 

No competencia de la CNDH: 2 

2 

Quinta
 
Visitaduría
 

Recomendación del Programa de Quejas: 1 

1 

Primera
 
Visitaduría
 



1,203 1,275  359             267 567 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 117 

   9 69 10 8 21

Primera Segunda Cuarta Quinta
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría

Tercera
 
Visitaduría
 

b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

1,620Total de expedientes en trámite 

3,671 

117 

Presunta violación 

Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

3,788 

Presunta violación: 3,671 
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Expedientes Expedientes 
Expedientes Expedientes 

concluidos de concluidos de
Mes registrados en concluidos en 

los registrados los registrados 
el periodo el ejercicio 

en el mes en meses anteriores 

Enero 688 545 111 434
 

Febrero 697 606 104 502
 

Marzo 1,234 765 286 479
 

Abril 814 741 206 535
 

Mayo 1,169 914 320 594
 

Junio 1,119 865 263 602
 

Julio 687 393 31 362 

D. Expedientes de queja concluidos de los registrados 
en el periodo 

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 

31 

16Primera Visitaduría 

Segunda Visitaduría 11 

Tercera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

1 

1 

2 

E. Expedientes de queja registrados y concluidos 
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F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones, 
respecto de las quejas en trámite 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al

 

18 
GACETA 
JUL/2011 

Núm. de 
quejas 

Profeco 11 

PGJEH 12 

SSPEo 12 

Cefereso Núm. 5 13 

PGJDF 13 

PGJECH 13 

PGJEo 13 

CRTT 14 

PGJETA 14 

SFP 14 

Sagarpa 16 

SS 16 

SSPF 17 

PFDT 19 

Pemex 20 

PA 20 

PGJET 20 

Conagua 23 

SAT 23 

PRoFEPA 24 

PGJEC 27 

SCT 31 

Fovissste 32 

JFCA 32 

SRE 44 

Sedesol 45 

Segob 47 

CFE 50 

Infonavit 72 

SEP 172 

SM 177 

ISSSTE 216 

INM 270 

oADPRSSSP 291 

PGR 441 

PF 499 

IMSS 628 

Sedena 696
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Siglas Autoridad responsable 

Profeco
 
PGJEH
 
SSPEO
 

Cefereso Núm. 5
 

PGJDF
 
PGJECH
 
PGJEO
 
CRTT
 

PGJETA
 
SFP
 

Sagarpa
 
SS
 

SSPF
 
PFDT
 

Pemex
 
PA
 

PGJET
 
Conagua
 

SAT
 
PROFEPA
 

PGJEC
 
SCT
 

Fovissste
 

JFCA
 
SRE
 

Sedesol
 
Segob
 
CFE
 

Infonavit
 
SEP
 
SM
 

ISSSTE
 
INM
 

OADPRSSSP
 

PGR
 
PF
 

IMSS
 
Sedena
 

Procuraduría Federal del Consumidor 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Hidalgo 
Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Oaxaca 
Centro Federal de Readaptación Social Núm. 5 “Oriente”, 
en Villa Aldama, Veracruz 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca 
Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra de la Secretaría 
de Desarrollo Social 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tamaulipas 
Secretaría de la Función Pública 
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
Secretaría de Salud 
Secretaría de Seguridad Pública Federal 
Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 
Petróleos Mexicanos 
Procuraduría Agraria 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco 
Comisión Nacional del Agua 
Servicio de Administración Tributaria de la SHCP 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 
Secretaría de Relaciones Exteriores 
Secretaría de Desarrollo Social 
Secretaría de Gobernación 
Comisión Federal de Electricidad 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
Secretaría de Educación Pública 
Secretaría de Marina 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación 
Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública 
Procuraduría General de la República 
Policía Federal 
Instituto Mexicano del Seguro Social 
Secretaría de la Defensa Nacional 





Total de expedientes 

168 Registrados 

127 
21 20 

Concluidos 
En trámite 

Total Desestimada 
de expedientes o infundada 

21 21 

Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

B. Causas de conclusión 
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en
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127

Total de recursos de inconformidad 

Guerre
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3
Chiapas 
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Chihuahua Michoacán 

Yucatán 

2

2

Durang

Camp
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asco 
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1

2

2

2 Sinaloa 

Tlaxcala 

Aguasca
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1
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Coahuil
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C. Recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 
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Recomendación  
núm. Autoridad Derecho

vulnerado Motivo de violación Visitaduría

Expediente de queja 

45 Secretaría de Seguridad 
Pública Federal 

Legalidad 

Seguridad jurídica 

Vida 

– 

– 

– 

Detención arbitraria. 

Prestar indebidamente el servicio 
público. 

Privar de la vida 

1a. 

Recomendaciones
 

A. Recomendaciones emitidas durante el mes 
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Autoridad Motivo de violación 
Núm. de

expediente 
Visitaduría

Secretaría de la Defensa Nacional – Detención arbitraria. 2010/3637 1a. 
– Incomunicación. 
– Trato cruel, inhumano o degradante. 

Policía Federal – Detención arbitraria. 2010/5398 1a. 
– Incumplir con alguna de las formalidades para la 

emisión de la orden de cateo o durante la ejecución 
de ésta, así como para las vistas domiciliarias. 

Secretaría de la Defensa Nacional – Apoderarse de un bien mueble sin el consentimiento 
del propietario, sin que exista causa justificada. 

2011/363 2a. 

– Emplear arbitrariamente la fuerza pública. 
– Omitir el ejercicio del principio de la exacta aplicación 

de la ley. 
– Trato cruel, inhumano o degradante. 

Conciliaciones
 

Conciliaciones formalizadas durante el mes de julio 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al


 

25 
C N D H  
1990/2011 





orientación y remisión
 

A. orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y orientación 

Área En el mes 

Primera 13 

Segunda 16 

Tercera 64 

Cuarta 50 

Quinta 21 

D.G.Q.O. 77 

Total 241 

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías 
y la Dirección General de Quejas y orientación 

Área En el mes 

Primera 83 

Segunda 31 

Tercera 24 

Cuarta 50 

Quinta 54 

D.G.Q.O. 0 
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C. Destinatarios de las remisiones 

Destinatarios 
Total 

mensual 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 15 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 151 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 1 

Instituto Federal de la Defensoría Pública 6 

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 7 
de los Trabajadores del Estado de la Secretaría de la Función Pública 

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social 14 
de la Secretaría de la Función Pública 

Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional para la Educación 1 
de los Adultos de la Secretaría de la Función Pública 

Órgano Interno de Control en la Policía Federal 11 

Órgano Interno de Control en la Procuraduría General de la República 1 
de la Secretaría de la Función Pública 

Procuraduría Agraria 4 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 2 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 11 

Procuraduría Federal del Consumidor 6 

Procuraduría General de la República 9 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 1 

Secretaría de la Función Pública 1 

Secretaría de Relaciones Exteriores 1 

Universidad Autónoma Metropolitana 1 

Universidad Nacional Autónoma de México 1 

Total 244 



Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Aportación de documentación al expediente 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 
vía personal o telefónica 

26 

1,027 

24 

49 

2 

12 

4 

6 

Total 1,150 

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 

4 

93 

1 

1 

Total 99 
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C. Servicio de guardia en el edificio sede 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Aportación de documentación al expediente 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica 

13 

947 

30 

65 

3 

7 

21 

100 

2 

Total 1,188 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 

Total 
mensual 

Primera Visitaduría 

Segunda Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Dirección General de Quejas y Orientación 

43 

113 

30 

12 

10 

19 

Total 227 
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E. Servicio de oficialía de Partes 

El Departamento de Oficialía de Partes es el responsable de recibir, registrar y turnar todos 
los documentos que se reciben, por las distintas vías, en las instalaciones de la Comisión 
Nacional. A cada documento se le asigna número de folio y fecha de recepción, además de 
que se identifica por el tipo de documento, remitente, número de fojas y destinatario. 

Tipo de documento 
Total 

mensual 

Escritos del quejoso 

Documentos de autoridad 

Documentos de transparencia 

Documentos de CEDH 

Presidencia 

Para el personal de la CNDH 

2,301 

3,679 

2 

832 

152 

522 

Total de documentos recibidos:* 7,488 

*De los 7,488 documentos, 485 fueron recibidos por el Área de Guardias y 180 en la oficina 
de la Dirección General de Quejas y Orientación en el Centro Histórico. 





Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

5-jul Conalep Estado de México Curso Aspectos básicos Personal 
de Derechos Humanos 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

4-jul Colegio de Abogados Tabasco Conferencia Aspectos básicos Estudiantes 
de Cárdenas de Derechos Humanos 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

5 y 6-jul Centro de Prevención Estado de México Conferencia Derechos humanos y bullying Niños 
(5 ocasiones) Comunitaria Reintegra, 

I. A. P.	 

Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de julio 

Educación básica 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

1-jul Escuela Secundaria Guerrero Curso La juventud en la Docentes 
(4 ocasiones) Técnica 212 construcción de una cultura 

de la legalidad 

7-jul Centro de Prevención Estado de México Curso Derechos Humanos Docentes 
(2 ocasiones) Comunitaria Reintegra, y bullying 

I. A. P. 

Educación media 

Educación superior 

Grupos en situación vulnerable (niñez) 
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Grupos en situación vulnerable (mujer) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

4, 6 y 7-jul Centro de Prevención Estado de México Conferencia Derechos Humanos y bullying Mujeres 
(10 ocasiones) Comunitaria Reintegra, 

I. A. P. 

5-jul Madres solteras trabajando Distrito Federal Taller Derechos Humanos Mujeres 
por Tláhuac, A. C. y violencia familiar 

7-jul Organización Civil de Estado de México Taller Derechos Humanos Mujeres 
Gestoría Social para los y violencia familiar 
Derechos Humanos 
en México, A. C. 

Grupos en situación vulnerable (jóvenes) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

5-jul Comisión Ciudadana por la Distrito Federal Curso Cultura de la legalidad Jóvenes 
(2 ocasiones) Democracia y los Derechos y Derechos Humanos 

Humanos, A. C. 

Servidores públicos (fuerzas armadas) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

1-jul Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Curso Protocolo de Estambul Policías 

7-jul Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derechos de la mujer, los 
niños y los grupos en 
situación de vulnerabilidad 

Jefes 

Servidores públicos (seguridad pública) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

1-jul Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso La protección de los Derechos Policías 
Pública Humanos en la aplicación de 

la ley 

1-jul Secretaría de Seguridad Oaxaca Curso Uso legítimo de la fuerza Servidores 
Pública pública públicos 

4 y 5-jul Secretaría de Seguridad Tabasco Curso Curso Básico de Derechos Elementos 
(2 ocasiones) Pública Humanos 

5-jul Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Métodos alternos para la Policías 
Pública solución pacífica de conflictos 

6-jul Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Derechos de las víctimas Policías 
Pública del delito 

Servidores públicos (procuración de justicia) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

7-jul Comisión Estatal de Aguascalientes Curso Detención Ministerios 
Derechos Humanos Publicos 
de Aguascalientes 



  

105 37 39

Básica Media Superior 

Grupos en situación vulnerable 
Participantes en las 19 actividades 

177 803         57

Niñez Mujeres Jóvenes 

organizaciones sociales 
Participantes en las cuatro actividades 

317 

organismos No Gubernamentales 

Servidores públicos (otros servidores públicos) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

5-jul Secretaría de Zacatecas Curso Derechos Humanos y trata Personal 
Comunicaciones de personas 
y Transportes 

5 y 6-jul Secretaría de la Función Distrito Federal Curso Conducta ética en el servicio Servidores 
(4 ocasiones) Pública público públicos 

organizaciones sociales (organismos No Gubernamentales) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

6-jul Comisión Nacional de los Distrito Federal Conferencia Significado y trascendencia Integrantes 
Derechos Humanos de la reforma constitucional 

7-jul Mujeres Abogadas que Estado de México Curso Feminicidios y homofobia: los Integrantes 
Trabajan por la Equidad crímenes de odio en México 
y la Rectitud, A. C. 

7-jul Organización Civil de Estado de México Curso Derechos Humanos y equidad Integrantes 
(2 ocasiones) Gestoría Social para los de género 

Derechos Humanos 
en México, A. C. 

Educación 

Participantes en las ocho actividades 

C N D H
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119 otros 
servidores públicos 

240 Fuerzas 
armadas 

24 Procuración 
de justicia 

Seguridad 337 pública 

Servidores públicos 
Participantes en las 14 actividades 
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Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Libro La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su 
Protocolo Facultativo 

4,000
 

Libro Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(decimoséptima edición) 

5,000
 

Libro La violencia familiar y los derechos humanos 2,000
 

Libro Capacidad jurídica de las personas con discapacidad 1,000
 

Folleto Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas 
a Cualquier forma de Detención o Prisión 

2,000
 

Folleto Declaración sobre el Fomento entre la Juventud de los Ideales de Paz, 
Respeto Mutuo y Comprensión entre los Pueblos 

1,000
 

Folleto Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas 
de Delitos y de Abuso de Poder 

8,000
 

Folleto Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por 
los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley 

5,000
 

Folleto Recomendación General número 1. Derivada de las Prácticas de Revisiones 
Indignas a las Personas que Visitan Centros de Reclusión Estatales y 
Federales de la República Mexicana 

3,000
 

Folleto Recomendación General número 2. Sobre la Práctica de las Detenciones 
Arbitrarias 

3,000 

Folleto Recomendación General número 4. Derivada de las Prácticas 
Administrativas que Constituyen Violaciones a los Derechos Humanos de 
los Miembros de las Comunidades Indígenas Respecto de la Obtención 
de Consentimiento Libre e Informado para la Adopción de Métodos de 
Planificación Familiar 

3,000 

Folleto Recomendación General número 5. Sobre el Caso de la Discriminación 
en las Escuelas por Motivos Religiosos 

4,000 

Publicaciones
 

A. Listado de publicaciones del mes 

C N D H  
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Material Título 
Núm. de

ejemplares 

Folleto Recomendación General número 6. Sobre la Aplicación del Examen 
Poligráfico 

2,000 

Folleto Recomendación General número 7. Sobre las Violaciones a la Libertad 
de Expresión de Periodistas o Comunicadores 

3,000 

Folleto Recomendación General número 8. Sobre el Caso de la Discriminación 
en las Escuelas a Menores Portadores de VIH o que Padecen SIDA 

35,000 

Folleto Recomendación General número 9. Sobre la situación de los Derechos 
Humanos de los internos que padecen trastornos mentales y se encuentran 
en centros de reclusión de la República Mexicana 

2,000 

Folleto Recomendación General número 10. Sobre la Práctica de la Tortura 4,000 

Folleto Recomendación General número 11. Sobre el otorgamiento de beneficios 
de libertad anticipada a los internos en los centros de reclusión de la 
República Mexicana 

2,000 

Folleto Recomendación General número 12. Sobre el uso ilegítimo de la fuerza 
y de armas de fuego por los funcionarios o servidores públicos encargados 
de hacer cumplir la ley 

12,000 

Folleto VIH/SIDA y derechos humanos. El caso de las comorbilidades asociadas 
al VIH 

20,000 

Folleto Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley 13,000 

Folleto Guía para implementar medidas cautelares en beneficio de los defensores 
de los derechos humanos en México 

1,000 

Folleto Guía para implementar medidas cautelares en beneficio de periodistas 
y comunicadores en México 

1,000 

Cartel Campaña Nacional para Promover el Respeto a las Diferentes 
Masculinidades 

1,000 

Cartel El sida afecta la salud, la discriminación ofende la dignidad 50,000 

Cartilla Los derechos humanos de las personas que viven con VIH o con SIDA 51,000 

Cartilla Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas 

10,000 

Cartilla El derecho humano de libertad religiosa 2,000 

Cartilla Personas de edad: principales derechos 4,500 

Tríptico Campaña Nacional para Promover el Respeto a las Diferentes 
Masculinidades 

3,000 

Díptico Convenio 169 de la OIT. Derechos humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas 

10,000 

Díptico Los derechos de la niñez indígena. Derechos humanos de los pueblos 
y comunidades indígenas 

10,000 

Díptico Derechos constitucionales. Derechos humanos de los pueblos 
y comunidades indígenas 

25,000 

Tríptico Declaración Universal de Derechos Humanos 5,000 
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Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Tríptico La igualdad entre mujeres y hombres en la CNDH 3,000 

Tríptico Derechos humanos en el nuevo sistema de justicia para adolescentes 1,000 

Tríptico Todas y todos tenemos derecho a defender los derechos humanos 10,000 

Tríptico Derechos de los visitantes a centros de reclusión 4,000 

Juego de mesa 
Memorama 

Los Derechos Humanos de las Niñas y los Niños 13,000 

Juego de mesa 
Rompecabezas 

Campaña Nacional para Promover la Equidad entre Mujeres y Hombres 
en el Hogar 

3,000 

Álbum de 
discos 

compactos 
interactivos 

Nuestros derechos 17,500 

Cuaderno Los derechos de los pueblos y comunidades indígenas 5,000 

Cartel Recepción nacional de los tratados de derechos humanos 70 

Invitación Recepción nacional de los tratados de derechos humanos 70 

Total 364,140 

B. Distribución 

Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Carteles Varios títulos 1,200 

Cartillas Varios títulos 6,031 

Cuadernos Varios títulos 4,596 

Cuadrípticos Varios títulos 25,400 

Dípticos Varios títulos 800 

Discos compactos Varios títulos 221 

Folletos Varios títulos 16,377 

Gacetas Varios números 1,533 

Informe 2010. Informe de actividades. Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. 1 de enero al 31 de diciembre de 2010. Versión ampliada 

8 

Libros Varios títulos 14,634 

Manuales Varios títulos 7 

Polípticos Cartilla nacional de derechos 5,900 

Revistas Varios números 120 

Tarjetas Derechos humanos en la familia I 250 

Trípticos Varios títulos 26,305 

Total 103,382 





Biblioteca
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Julio 

Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 44 

Información recibidas 51 

Información contestadas 44 

Expediente Área responsable Solicitud 
Descripción de 
la conclusión 

00025011 Segunda Visitaduría Solicita copia certificada del expediente Se acordó entregar la 
General CNDH/2/2008/2593/Q. información en 

Comité de Información 
términos de ley 

(clasificó) No pagó 

00027511 Cuarta Visitaduría General Solicita los documentos sobre el informe especial en el caso Se acordó entregar la 
de Eufrosina Cruz, emitido el 5 de marzo de 2008. información en 

Comité de Información 
(clasificó) 

términos de ley 

No pagó 

00029311 Cuarta Visitaduría General Solicita la devolución de copias de expedientes judiciales Información 

Comité de Información 
aportados a la queja número CNDH/472011/1198/Q. proporcionada 

(clasificó) 

Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas y contestadas 

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Descripción de 
la conclusión 

00033811 Segunda Solicita copia certificada de todo lo actuado en el expediente del Información 
Visitaduría amparo DT-409/95. proporcionada en 
General términos de ley 

Dirección 
General de 
Asuntos 
Jurídicos 

Comité de 
Información 
(clasificó) 

00035811 Cuarta Visitaduría General Solicita que se le proporcione copia íntegra de los informes y Información 
anexos rendidos por las autoridades en respuesta a las solicitudes o reservada 

Tercera Visitaduría General requerimientos de información remitidas por la CNDH de los 
siguientes expedientes: 

CNDH/3/2010/6386/Q
 
CNDH/3/2010/6150/Q
 
CNDH/3/2010/6218/Q
 
CNDH/3/2010/6419/Q
 
CNDH/3/2010/6290/Q
 
CNDH/3/2010/6901/Q
 
CNDH/3/2010/49/Q
 
CNDH/3/2010/4903/Q
 
CNDH/4/2010/6429/Q
 

00037811 Unidad de Enlace “Registro Civil: Notaciones marginales, comercio, mercado y leyes 
 No precisó su 
financieras. Relaciones Públicas Institucionales, Seguridades 
 información 
Ministeriales y Asociación en Participación. Declaraciones de 

Impuestos Federales de Derechos de Autor, Medidas Provisionales 

Bancarias de Administración de Documentos y Facultades de 

Comprobación, Fiscalía y Consejo Técnico (IMSS) Secretario Técnico 

ante el INFONAVIT, SAT” (sic)
 

00041911 Dirección General de Quejas Solicita del periodo 2006-2011, lo siguiente:
 Información 
y Orientación Cifra de asesinatos en México.
 proporcionada 

Número de desaparecidos.
 
Comité de Información Número de denuncias de víctimas de alguna pérdida familiar por 

(clasificó) homicidio.
 

Número de denuncias de abuso del Ejército contra ciudadanos.
 
Primera Visitaduría 
General 

Segunda Visitaduría General 

00043311 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las 
 Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen 
 proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 

(clasificó) menores sólo tienen derechos.
 

00044811 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las 
 Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen 
 proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 

(clasificó) menores sólo tienen derechos.
 

00044911 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las 
 Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen 
 proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 

(clasificó) menores sólo tienen derechos.
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Expediente Área responsable Solicitud 
Descripción de 
la conclusión 

00045111 Unidad de Enlace Solicita que se le informe cuántas solicitudes de acceso a la información Información 
se han presentado en la CNDH, desde que se creó la Unidad de Enlace 
y cuál es la información solicitada con más frecuencia. 

proporcionada 

00045211 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2003. 

proporcionada 

00045311 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2004. 

proporcionada 

00045411 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2005. 

proporcionada 

00045511 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2006. 

proporcionada 

00045611 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2007. 

proporcionada 

00045711 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2008. 

proporcionada 

00045811 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2009. 

proporcionada 

00045911 Unidad de Enlace Solicita que se le informe el número de denuncias interpuestas por Información 
ciudadanos en que hayan participado miembros del Ejército Mexicano 
durante el año 2010. 

proporcionada 

00046211 Oficialía Mayor Solicita que se le informe cómo ingresar a laborar a esta Comisión Información 
Nacional. proporcionada 

Comité de Información 
(clasificó) 

00046311 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen el proporcionada 

Comité de Información derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los menores sólo 
(clasificó) tienen derechos. 

00046411 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen el proporcionada 

Comité de Información derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los menores sólo 
(clasificó) tienen derechos. 

00046511 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen el proporcionada 

Comité de Información derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los menores sólo 
(clasificó) tienen derechos. 

00046611 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen el proporcionada 

Comité de Información derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los menores sólo 
(clasificó) tienen derechos. 

00046711 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen el proporcionada 

Comité de Información derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los menores sólo 
(clasificó) tienen derechos. 



GACETA 
JUL/2011 

46 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al

 

Expediente Área responsable Solicitud 
Descripción de 
la conclusión 

00047011 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 
(clasificó) menores sólo tienen derechos. 

00047111 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 
(clasificó) menores sólo tienen derechos. 

00047211 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 
(clasificó) menores sólo tienen derechos. 

00047311 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 
(clasificó) menores sólo tienen derechos. 

00047511 Unidad de Enlace Solicita se le informe respecto a la posibilidad de recibir 
indemnización en caso de violación de derechos humanos, por 
parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México. 

Orientación 

00047611 Unidad de Enlace Refiere diversos hechos atribuidos A Policías Intermunicipales del 
estado de Veracruz y solicita orientación. 

Orientación 

00047711 Unidad de Enlace Describe diversas conductas atribuidas a funcionarios del Instituto 
Nacional de Migración en Baja California Sur y solicita orientación. Orientación 

00047811 Unidad de Enlace Dirige un escrito a las autoridades del Gobierno del Distrito Federal, 
solicitando se le otorgue respuesta en términos del artículo 80 
constitucional. 

Orientación 

00047911 Unidad de Enlace Envía currículum vitae. Orientación 

00048011 Unidad de Enlace Describe diversas conductas atribuidas a funcionarios de la Escuela 
de Enfermería del Centro Médico Siglo XXI, dependiente del IMSS 
y solicita orientación. 

Orientación 

00048211 Unidad de Enlace Solicita el marco legal con base en el cual la CNDH, en una de las Información 
campañas de comunicación, afirma que las niñas y los niños tienen proporcionada 

Comité de Información el derecho a la educación y el deber de estudiar, ya que los 
(clasificó) menores sólo tienen derechos. 

00048811 Unidad de Enlace Refiere interés profesional por incorporarse a laborar en este 
Organismo Nacional. 

Orientación 

00048911 Unidad de Enlace Requiere se le oriente a dónde acudir para tramitar y recibir el pago 
de un seguro de vida de su ascendiente, quien laboraba en la SEP. 

Orientación 

00049011 Unidad de Enlace Refiere ser elemento de la Policía Federal y solicita asesoría 
respecto a la suspensión de la que actualmente es objeto en su 
trabajo. 

Orientación 

00049111 Unidad de Enlace Refiere diversos hechos que consideran arbitrariedades por parte 
de personal del Hospital General de Papantla, en el estado de 
Veracruz. 

Orientación 

00049211 Unidad de Enlace Refiere el caso de un niño desaparecido en un albergue de Orientación 
Guadalajara, Jalisco. (se turnó a la 

DGQyO) 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Descripción de 
la conclusión 

00049311 Unidad de Enlace Describe diversos hechos relacionados con su labor en la asociación civil Orientación 
de la que forma parte y requiere asesoría al respecto. (Se turnó a la 

DGQyO) 

00050011 Unidad de Enlace Solicita orientación respecto a la manera en que se ejecuta una 
sentencia. 

Orientación 

00050111 Unidad de Enlace Describe diversos hechos relacionados con personal de la Comisión Orientación 
Nacional de los Derechos Humanos de los Indígenas y del Programa (Se turnó a la 
Organización Productiva para Mujeres Indígenas. DGQyO) 





Programa de Visitas a Lugares 
de Detención en Ejercicio 

de las Facultades del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tortura 

Centros visitados 

Núm. Entidad Municipio Centro 

1 Tamaulipas Matamoros Cefereso Núm. 3 Noreste 

2 Aguascalientes Aguascalientes Agencias del Ministerio Público 

3 Aguascalientes Asientos Agencias del Ministerio Público 

4 Aguascalientes Calvillo Agencias del Ministerio Público 

5 Aguascalientes Cosío Agencias del Ministerio Público 

6 Aguascalientes Palo Alto El Llano Agencias del Ministerio Público 

7 Aguascalientes Jesús María Agencias del Ministerio Público 

8 Aguascalientes Pabellón de Arteaga Agencias del Ministerio Público 

9 Aguascalientes Rincón de Romos Agencias del Ministerio Público 

10 Aguascalientes San Francisco de los 
Romo 

Agencias del Ministerio Público 

11 Aguascalientes San José de Gracia Agencias del Ministerio Público 

12 Aguascalientes Tepezalá Agencias del Ministerio Público 

13 Aguascalientes Aguascalientes Centro de Arraigo 

14 Aguascalientes Aguascalientes Centro para Varones Adultos 

15 Aguascalientes Aguascalientes Centro para Varones Adultos 

16 Aguascalientes Aguascalientes Centro para Varones Adultos 

17 Aguascalientes Aguascalientes Centro de Mínima Seguridad 

18 Aguascalientes Aguascalientes Centro para Mujeres 
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Núm. Entidad Municipio Centro 

19 Aguascalientes Aguascalientes Centro Estatal para el Desarrollo del 
Adolescente 

20 Aguascalientes Aguascalientes Albergue Margarita Maza de Juárez 

21 Aguascalientes Aguascalientes Hospital Psiquiátrico Gustavo León Mojica 

22 Aguascalientes Aguascalientes Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

23 Aguascalientes Asientos Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

24 Aguascalientes Calvillo Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

25 Aguascalientes Cosío Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

26 Aguascalientes Palo Alto El Llano Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

27 Aguascalientes Jesús María Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

28 Aguascalientes Pabellón de Arteaga Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

29 Aguascalientes Rincón de Romos Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

30 Aguascalientes San Francisco de los 
Romo 

Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

31 Aguascalientes San José de Gracia Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 

32 Aguascalientes Tepezalá Separo de las Direcciones de Seguridad Pública 
Municipal 
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El derecho a defender. 
Informe Especial sobre la Situación de las y los 

Defensores de los Derechos Humanos en México 

PRESENTACIÓN 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los ar­
tículos 1° y 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 
3 y 6, fracciones I, II, III; 15, fracciones VII y VIII, 24, fracción IV, 44, 46 y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 174 de su reglamento interno, presenta a la opi­
nión pública El derecho a defender, Informe Especial Sobre la Situación de las y los Defensores 
de los Derechos Humanos en México. 

Las y los defensores de derechos humanos son aquellas personas que, de manera individual 
o colectiva, en el ámbito nacional o internacional, como parte del Estado o desde el sector 
privado, llevan a cabo cualquier labor o acción tendente a la promoción, defensa y reconoci­
miento de los derechos humanos en su conjunto o algunos de éstos en específico, ya sea que 
se trate de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos, ambientales o culturales. 

Las y los defensores de derechos humanos realizan una labor fundamental en la consolida­
ción del Estado de Derecho y de una sociedad democrática, ya que coadyuvan con el deber 
del Estado de promover y proteger los derechos más esenciales de las personas, a través de 
las acciones que realizan en favor de la promoción y defensa de los mismos. 

Sin embargo, las violaciones a los derechos a la vida, integridad, seguridad y libertad perso­
nal, debido proceso y garantías judiciales, libertad de expresión e información, así como los dere­
chos de reunión, asociación, honra, privacidad, libre tránsito, propiedad y posesión, en perjuicio 
de defensores de derechos humanos, son cada vez más comunes y constantes. 

Cualquier agresión en su contra deriva en el menoscabo del ejercicio efectivo, para el resto 
de la sociedad, de prerrogativas fundamentales, particularmente de aquellas personas que se 
benefician con su apoyo y asistencia, ya que sin la colaboración de defensores de derechos 
humanos quedan expuestas a un posible estado de indefensión. 

Así, la situación de defensores de derechos humanos constituye un indicador del contexto 
de los derechos humanos en el país, de manera que resulta necesario otorgarles una efectiva 
protección, para lograr una repercusión multiplicadora y positiva en la salvaguarda de los 
derechos de la sociedad. 

El presente Informe constituye un reconocimiento a las y los defensores de derechos hu­
manos, quienes desempeñan un papel sustancial en la promoción y protección de los mismos. 

Además, se pretende sensibilizar a las autoridades respecto de la problemática que enfren-
C N D Htan y llamar la atención sobre la escasa acción gubernamental efectiva frente a la situación 1990/2011 
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de vulnerabilidad en que trabajan, a la vez que se proponen los criterios mínimos para el dise­
ño y operación de un mecanismo de protección para este grupo de personas. 

A través de este documento, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos reafirma su 
apertura al diálogo con defensores integrantes de organizaciones civiles, activistas sociales 
individuales y con las autoridades encargadas de otorgarles protección. 

Asimismo, reitera su compromiso de monitorear, dar seguimiento y realizar investigaciones 
serias y contundentes respecto de la situación particular de las y los defensores, así como de 
colaborar, desde el ámbito de su competencia, en los esfuerzos para elaborar e implementar 
un Mecanismo que permita denunciar los abusos en perjuicio de los integrantes de este grupo 
y garantizar la promoción y defensa de los derechos humanos. 

I. ANTECEDENTES 

a. ¿Quiénes son y Qué hacen las y los defensores de los derechos humanos? 

De acuerdo con la idea que presenta la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, un “defensor o defensora de derechos humanos” es aquella per­
sona que realiza acciones en favor de la promoción y defensa de éstos, sin importar su profe­
sión, edad, pertenencia a una organización civil, que cuente con reconocimiento público o 
reciba una remuneración económica.1 

Se distinguen por la aceptación de la universalidad e interdependencia de los derechos hu­
manos y actúan en favor de derechos tan diversos como la vida, alimentación, agua, el nivel más 
alto posible de salud, una vivienda adecuada, un nombre y una nacionalidad, educación, liber­
tad de tránsito y la no discriminación, entre otros. Algunas veces defienden los derechos de grupos 
específicos de personas como, por ejemplo, los derechos de la mujer, la niñez, los indígenas, 
los refugiados y desplazados internos, así como de minorías nacionales, lingüísticas o sexuales.2 

Algunas de las actividades que realizan las y los defensores de derechos humanos en el 
ejercicio de sus labores son las siguientes: 

—	 Difundir y promover información con la finalidad de fomentar la cultura de derechos 
humanos. 

—	 Realizar acciones de capacitación en materia de derechos humanos. 
—	 Denunciar o analizar una violación o, en su caso, una práctica sistemática de violaciones 

a los derechos humanos. 
—	 Documentar e investigar casos en que haya tenido lugar una violación a los derechos 

humanos. 
—	 Realizar labores de campo, acudir a los lugares en que se cometen presuntas violaciones 

de derechos humanos, entrevistar a las víctimas y testigos de los hechos, así como re­
querir información a las autoridades. 

—	 Brindar apoyo a las víctimas de estas violaciones, por medio de asistencia profesional o 
representación en los procesos, así como a través de asesoramiento y apoyo para su reha­
bilitación. 

—	 Dar seguimiento, analizar y visibilizar los avances o retrocesos en políticas públicas, le­
gislación y otros elementos que constituyen la política de Estado en materia de derechos 
humanos, entre otras. 

1 http://www2.ohchr.org/spanish/issues/defenders/who.htm 
2 Idem. 
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A través de estas actividades, las y los defensores de derechos humanos se constituyen en 
una base importante sobre la que se apoyan las víctimas del delito, la sociedad civil y las or­
ganizaciones que acuden a ellos con la intención de hacer efectivo el derecho al acceso a la 
justicia y que los hechos delictivos no queden en la impunidad. 

De igual manera, al demandar y hacer públicos los abusos, las y los defensores contribuyen 
a mejorar las condiciones sociales, económicas, políticas y jurídicas de la sociedad, pues impe­
len a las autoridades a rendir cuentas respecto de la observancia y cumplimiento de las normas 
que tutelan los derechos humanos. 

B. marco jurídico. derechos inherentes a las actividades realizadas 

por las y los defensores de derechos humanos 

1. Legislación nacional 

La protección de los derechos de todas las personas se encuentra prevista en el Capítulo Pri­
mero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en que se reconocen los 
“Derechos Humanos y sus Garantías”, y se dispone que todas las autoridades deben promo­
verlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos, de acuerdo con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Los derechos, libertades y garantías contenidos en la Constitución Federal protegen a todas 
las personas, por lo que las y los defensores civiles cuentan con ese marco jurídico para la de­
fensa de sus derechos, principalmente aquellos que se refieren a la vida, integridad y seguridad 
personales, sin cuyo respeto el ejercicio de los restantes derechos no sería posible. 

Además, el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos amplía 
el marco de protección de los derechos de defensores, pues dispone la existencia de un Plan 
Nacional de Desarrollo al que deben sujetarse los programas de la Administración Pública 
Federal. 

De conformidad con el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, las autoridades deben ejer­
cer sus atribuciones en plena observancia a las disposiciones y estrategias contenidas en el 
mismo, relativas al fortalecimiento del sistema de protección de justicia en favor de las víctimas 
del delito, entre las que se encuentran las y los defensores de derechos humanos, a efecto de 
que puedan acceder a los mecanismos de protección de sus derechos, denunciar las violacio­
nes y obtener la reparación del daño. 

En las Constituciones Políticas de las entidades federativas se prevén disposiciones similares 
para la observancia de los Planes estatales de Desarrollo, en los que también se insta a las au­
toridades de los tres ámbitos de gobierno a que implementen políticas públicas que incidan de 
manera transversal en sus acciones y que éstas se orienten a la efectiva protección de las per­
sonas que realizan actividades de promoción y protección de los derechos humanos. 

Ahora bien, en razón de las funciones que realizan las y los defensores de derechos huma­
nos, conviene destacar algunos derechos estrechamente vinculados a éstas, cuya protección 
se encuentra prevista en la Constitución Federal y en los instrumentos internacionales en la 
materia. 

Se trata de la libertad de expresión e información, de los derechos de reunión, asociación, 
honra, privacidad, libre tránsito, residencia, propiedad y posesión, así como de las llamadas 
garantías judiciales y debido proceso. 

Lo anterior, en razón de que la promoción, defensa y reconocimiento de los derechos hu­
manos suponen, generalmente, la realización de actividades íntimamente relacionadas con la 
búsqueda y recopilación de información, manifestación de pensamientos, ideas e inconformi­
dades, difusión de los resultados de las investigaciones, e interposición de recursos ante ins­
tancias judiciales y no jurisdiccionales. 
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2. Marco jurídico internacional 

En el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se dispone que 
todas las personas gozan de los derechos reconocidos en esa Ley Fundamental y en los trata­
dos internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no puede restringirse ni suspenderse sino en los casos y bajo las 
condiciones establecidas en la propia Constitución. 

Además, se prevé que las normas relativas a derechos humanos serán interpretadas de 
conformidad con la Constitución Federal y con los tratados internacionales de la materia, fa­
voreciendo a las personas con la protección más amplia. 

De igual manera, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados celebrados por México que estén de 
acuerdo con la Constitución, son Ley Suprema en nuestro país. De modo que los instrumentos 
internacionales en que se reconocen los derechos humanos y se establecen garantías para su 
protección, resultan vinculantes para el Estado Mexicano. 

En el ámbito universal de protección de los derechos humanos, México suscribió, entre 
otros, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el Pacto Inter­
nacional de Derechos Civiles y Políticos, así como su Protocolo Facultativo, en los que se reco­
nocen las libertades fundamentales de todas las personas y se establecen mecanismos para 
su protección y garantía. 

En cuanto a la protección específica de las actividades realizadas por defensores de derechos 
humanos, en el marco de la Organización de las Naciones Unidas se cuenta con la “Declaración 
sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y 
proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos” 
(en adelante, la Declaración),3 primer instrumento internacional en el cual se reconoce, de 
manera expresa, la importancia y legitimidad del trabajo de las personas dedicadas a la pro­
moción y defensa de los derechos humanos, así como su aportación fundamental en la cons­
trucción de instituciones democráticas en un Estado de derecho. 

De acuerdo con la Declaración, las y los defensores de derechos humanos tienen derecho a: 

—	 Procurar la protección y realización de los derechos humanos en el ámbito nacional e 
internacional. 

—	 Realizar una labor en favor de los derechos humanos de manera individual o en asocia­
ción con otros. 

—	 Reunirse o manifestarse pacíficamente. 
—	 Recabar, obtener, recibir y poseer información sobre los derechos humanos. 
—	 Desarrollar y debatir ideas y principios nuevos relacionados con los derechos humanos 

y promover su aceptación. 
—	 Presentar a los órganos y organismos gubernamentales, así como a organizaciones que 

se ocupan de los asuntos públicos, críticas y propuestas para mejorar su funcionamiento 
y llamar la atención sobre cualquier aspecto de su labor que pueda impedir la realización 
de los derechos humanos. 

—	 Denunciar las políticas y acciones oficiales en relación con los derechos humanos y que 
se examinen esas denuncias. 

—	 Ofrecer y prestar asistencia letrada profesional u otro asesoramiento o asistencia perti­
nentes para defender los derechos humanos. 

—	 Asistir a las audiencias, procedimientos y juicios públicos para formarse una opinión 
sobre el cumplimiento de las normas nacionales y de las obligaciones internacionales en 
materia de derechos humanos. 

3 http://www.unhchr.ch/huridocda/huridoca.nsf/(symbol)/a.res.53.144.sp 

http:3http://www.unhchr.ch/huridocda/huridoca.nsf/(symbol)/a.res.53.144.sp
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—	 Ejercer legítimamente la ocupación o profesión de defensor de los derechos humanos. 
—	 Obtener protección eficaz de las leyes nacionales al reaccionar u oponerse, por medios 

pacíficos, a actividades y actos, con inclusión de las omisiones que causen violaciones a 
los derechos humanos, imputables a los Estados. 

Además, en la Declaración se establece la obligación de los Estados de colaborar con el 
trabajo de defensores y de realizar acciones, de cualquier carácter, ya sean legislativas, admi­
nistrativas o judiciales, necesarias para evitar que agentes públicos y/o los particulares impidan, 
restrinjan o vulneren el derecho de este grupo de la población de proteger las prerrogativas 
más esenciales de otras personas. 

Se destaca, también, el deber del Estado de prevenir, procurar, investigar, sancionar y re­
parar el daño que se cometa en perjuicio de defensores de derechos humanos. 

Por otra parte, en el marco regional de protección de los derechos humanos, México ratifi­
có, entre otros tratados, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y su Protocolo 
Adicional en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salva­
dor”, en los que se reconocen los derechos y libertades de los individuos, así como los medios 
de protección que benefician también a defensores de derechos humanos. 

c. el papel y los riesgos de las y los defensores de los derechos humanos 

En razón de su participación en la lucha a favor de los derechos humanos, las y los defensores 
se ven expuestos, en un creciente número de ocasiones, a amenazas, abusos, actos de hosti­
gamiento, intimidación y ataques a sus libertades fundamentales, por parte de autoridades o 
agentes no gubernamentales, lo que los constituye en un grupo en especial situación de vul­
nerabilidad. 

La labor que se realiza no es fácil, pues las denuncias que formulan respecto de los abusos 
cometidos contra grupos de personas o individuos en particular, así como su constante com­
bate por la aplicación de la legislación nacional e internacional, resultan en ocasiones incómo­
das para algunos sectores, particularmente para los propios transgresores de los derechos que 
las y los defensores promueven y protegen. 

La violencia que se ejerce en perjuicio de defensores reviste diversas modalidades que van 
desde agresiones directas a su vida, integridad, seguridad y libertad personal, hasta ataques 
encubiertos y sutiles como la difamación, descalificación social, negativa de acceso a los ser­
vicios básicos de salud, educación y vivienda, así como restricciones y obstáculos impuestos a 
la libertad de reunión, asociación, información y libre tránsito, entre otros. 

En cuanto a las circunstancias desfavorables a las que pueden verse sometidos defensores de 
derechos humanos, destaca el caso de aquellos que están especialmente expuestos, en ra­
zón de los temas que abordan y del entorno en que trabajan. Se trata de quienes se hacen 
cargo de problemas considerados de especial relevancia pública o polémicos y los que desem­
peñan sus actividades en un entorno de violencia e inseguridad, generados, entre otros fac­
tores, por la presencia de bandas criminales o grupos delictivos que se encuentran en cons­
tante enfrentamiento con las autoridades. 

Asimismo, resulta aún más grave que esos riesgos y presiones afectan también a los fami­
liares de defensores, a quienes en muchas ocasiones se extienden las agresiones, con el ánimo 
de generar miedo en la defensora o defensor y coaccionarlo para que se desista de las activi­
dades que realiza a favor del reconocimiento, promoción, prevención y defensa de los derechos 
humanos. 

Ante esta situación, resulta decisivo conocer de manera clara la problemática que enfrentan 
las y los defensores, y adoptar medidas eficaces de protección personal, así como de sus ac­
tividades. 
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d. mecanismos no jurisdiccionales para denunciar las violaciones 

a los derechos humanos de las y los defensores 

Los defensores civiles y/o sus familiares que resulten víctimas de violaciones a sus libertades 
fundamentales, en razón de las actividades que realizan, pueden acudir a formular denuncias 
ante los mecanismos de protección de derechos humanos. 

1. Mecanismos nacionales de protección de los derechos de las y los defensores 

México cuenta con mecanismos no jurisdiccionales de protección a derechos humanos que 
tienen como objetivo establecer garantías para investigar y resarcir posibles violaciones a las 
libertades fundamentales previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y los tratados internacionales. 

La figura del ombudsman está contenida en el artículo 102, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en que se prevé el establecimiento de organismos 
de protección de los derechos humanos. 

Las funciones esenciales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de las 32 
instancias estatales son las de promover la cultura de respeto a los derechos humanos, recibir 
quejas y realizar investigaciones sobre posibles violaciones a esos derechos y, en su caso, 
emitir determinaciones en las que se sugieren medidas para resarcir las libertades vulneradas 
y sancionar a los servidores públicos responsables. 

Además, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del referido precepto cons­
titucional, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos cuenta con facultades para investi­
gar hechos que constituyan violaciones graves de derechos humanos. 

Por otra parte, en aquellos casos en que los derechos de los defensores civiles se vean com­
prometidos ante atentados y amenazas, los ombudsman pueden solicitar a las autoridades la 
implementación de medidas cautelares, a fin de evitar la consumación de daños de difícil o im­
posible reparación. 

2. Sistema universal de protección de los derechos humanos 

La Organización de las Naciones Unidas ha reiterado en diversas ocasiones el importante pa­
pel de los individuos, organizaciones y grupos de promoción y protección de los derechos hu­
manos; además, ha subrayado la importancia de establecer mecanismos específicos para su 
protección personal, así como de sus labores. 

Por ello, además de los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos y 
la Declaración sobre los defensores, la ONU ha instituido instancias encargadas de analizar y dar 
seguimiento a la situación particular de defensores de derechos humanos. 

El 26 de abril de 2000, mediante la Resolución 2000/61, la entonces Comisión de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas estableció la figura del Representante Especial para Defenso­
res de Derechos Humanos,4 quien durante los ocho años que ejerció su mandato, se encargó 
de informar sobre las condiciones y situación de las y los defensores en el mundo y respecto de 
los mecanismos de protección para este grupo. 

Igualmente, sostuvo comunicación con los sectores sociales, nacionales e internacionales 
interesados en el tema, además de dialogar con los gobiernos, solicitar informes y recomendar 
estrategias eficaces para mejorar la situación y buscar medios a fin de proporcionar una pro­
tección más efectiva a defensores y sus actividades. 

Aunado a lo anterior, la Oficina del Representante Especial para Defensores de Derechos 
Humanos difundió datos, con objeto de ofrecer, tanto a gobiernos como a profesionales en 

4 http://www.sre.gob.mx/derechoshumanos/images/stories/docs/19c.pdf 
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contacto frecuente con defensores de los derechos humanos, información sobre la función 
que desempeñan estas personas, las actividades que llevan a cabo y el fundamento del dere­
cho a defender los derechos humanos, a fin de fomentar una mayor protección contra las 
repercusiones que pudieran actualizarse con motivo de su trabajo, así como proporcionar a 
las y los defensores un medio para facilitar sus actividades de promoción y capacitación. 

Posteriormente, a través de la Resolución 7/8 del Consejo de Derechos Humanos,5 de 27 de 
marzo de 2008, se encargó a un Relator Especial el procedimiento especial sobre la situación 
de defensores de derechos humanos, cuyo mandato consiste en recabar, recibir y examinar 
información, así como responder a la misma, sobre la situación de este grupo de personas; ade­
más, establece mecanismos de cooperación y conducción del diálogo con los gobiernos y otros 
actores interesados en la promoción e implementación de la Declaración, y recomienda estra­
tegias para protegerlos. 

3. Sistema Regional de protección de los derechos humanos 

En el ámbito regional, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos ha exhor­
tado a los Estados miembros a intensificar las medidas necesarias para garantizar los derechos 
humanos de defensores6 y ha condenado los actos que directa o indirectamente impiden o 
dificultan sus tareas; además, ha señalado la necesidad de realizar investigaciones completas 
e imparciales con las que se garantice la transparencia y la publicidad de los resultados finales. 

Ahora bien, el Sistema Interamericano cuenta con dos órganos encargados de la promoción 
y protección de los derechos humanos: la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 

En cuanto a la situación de las y los defensores de derechos humanos, la Comisión Intera­
mericana de Derechos Humanos toma conocimiento de actos de hostigamiento, amedrenta-
miento, amenazas, atentados y ataques, fatales en muchas ocasiones, contra personas y or­
ganizaciones que realizan esta tarea. 

Una vez que conoce de estos casos, la Comisión realiza investigaciones, solicita medidas 
cautelares, entrevista a las víctimas, requiere información a las autoridades, emite comunica­
dos de prensa y realiza todas aquellas diligencias que considera necesarias para el esclareci­
miento de los hechos. 

Al concluir la investigación, la CIDH emite un informe sobre los resultados obtenidos y, en 
aquellos casos en que establece violaciones a derechos humanos, formula recomendaciones 
al Estado y fija un plazo para que dé cuenta respecto de las medidas adoptadas para darles cum­
plimiento. 

Si la Comisión considera que el Estado no ha cumplido las recomendaciones, puede some­
ter el asunto ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos para que, de ser el caso, se 
emita una resolución vinculante para el Estado. 

Por otra parte, dentro el Sistema Interamericano existió, durante diez años, la Unidad de 
Defensores de Derechos Humanos.7 Durante su mandato, tuvo a su cargo la recepción de in­
formación sobre la situación y posibles violaciones a los derechos humanos de defensores, por 
lo que mantuvo contacto permanente con organizaciones no gubernamentales y guberna­
mentales e informó a los países sobre la situación y condiciones de este grupo de personas.8 

En atención al creciente número de denuncias recibidas, durante el 141º periodo ordinario 
de sesiones, la Comisión Interamericana decidió transformar la Unidad de Defensores de Dere­

5 http://www2.ohchr.org/english/issues/defenders/docs/resolution7_8.doc 
6 http://ap.ohchr.org/Documents/S/HRC/resolutions/A_HRC_RES_7_8.pdf 
7 http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1818.htm 
8 http://www.cidh.oas.org/countryrep/Defensores/defensorescap1-4.htm 

http://www2.ohchr.org/english/issues/defenders/docs/resolution7_8.doc
http://ap.ohchr.org/Documents/S/HRC/resolutions/A_HRC_RES_7_8.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1818.htm
http://www.cidh.oas.org/countryrep/Defensores/defensorescap1-4.htm
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chos Humanos en una Relatoría Especial sobre el tema. Así, desde el mes de marzo de 2011, 
las labores encomendadas a la extinta. 

Unidad de Defensores de Derechos Humanos fueron asumidas por la Relatoría Especial, 
con la finalidad de dar mayor visibilidad al papel que desempeña ese sector en la construcción 
de una sociedad democrática. 

La Relatoría sobre la situación de las defensoras y los defensores de derechos humanos 
realiza estudios especializados sobre la situación y condiciones en que laboran defensores de 
derechos humanos, lo que sirve de apoyo en el análisis de las denuncias presentadas ante la 
CIDH y contribuye al desarrollo de estándares de protección a este grupo de personas. 

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos constituye un mecanismo de 
protección a favor de los derechos de defensores, a través del ejercicio de su función conten­
ciosa, en que conoce, investiga y analiza casos en los cuales se advierten posibles violaciones 
a derechos humanos a este grupo en situación de vulnerabilidad. 

Al finalizar sus investigaciones, la Corte Interamericana emite una sentencia o resolución en 
la que se determina la responsabilidad de los Estados y se solicita medidas de reparación en favor 
de las víctimas. 

Además, en casos de extrema gravedad y urgencia, la Corte cuenta con facultades para 
dictar medidas provisionales, de oficio o a instancia de parte, a fin de evitar daños irreparables 
a defensores y sus familiares. 

En algunos casos, la Corte Interamericana insta a los Estados a dar plena participación a 
los beneficiarios en la planificación e implementación de acciones concretas de protección. 

4. otros mecanismos de promoción y protección 
de los derechos humanos de defensores 

Las y los defensores de derechos humanos han encontrado mecanismos de apoyo a sus labo­
res a través de los Grupos de Trabajo, integrados por personas cuya función consiste en dar 
seguimiento a temas específicos, con la finalidad de informar sobre la situación en la que desa­
rrollan su labor; además, conocen de casos específicos a través de cartas de denuncia que di­
rigen a distintas autoridades para reclamar justicia. 

También existen las redes de defensores, instauradas para realizar acciones urgentes y cam­
pañas de denuncia, a fin de instar a los gobiernos o sus instituciones, por medio de cartas, co­
municados de prensa, visitas o protestas masivas, sobre la responsabilidad de prevenir y dete­
ner violaciones a los derechos humanos. 

Dentro de las redes, quien recibe un escrito de acción urgente la retransmite a todos sus 
contactos, de manera que, entre más personas estén informadas de la solicitud, puede lograr­
se un mayor impacto. 

Finalmente, se cuenta con un mecanismo de protección que consiste en el reconocimiento 
de aquellos defensores que destacan por su labor en la promoción y defensa de los derechos 
humanos. 

Los premios y distintivos permiten a los luchadores sociales abrir espacios en la opinión 
pública para denunciar situaciones de violación a los derechos humanos, así como proponer 
las medidas que, al respecto, deba adoptar el Estado Mexicano. 

En este rubro, la Comisión Nacional ha reconocido la destacada labor de defensoras y de­
fensores en la promoción y protección de derechos de víctimas de delitos de secuestro y ho­
micidio, entre otros, así como de quienes han dedicado sus esfuerzos para apoyar y proteger 
a grupos en condiciones de vulnerabilidad como mujeres, personas con alguna discapacidad, 
niños en situación de pobreza y migrantes. 

A través de las redes y grupos de trabajo, se mantiene contacto con los mecanismos inter­
nacionales y regionales que puedan ayudar a mejorar la situación de las y los defensores en 
nuestro país. 
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II. ACCIoNES 

Para la elaboración del Informe Especial sobre la Situación de las y los defensores de los Dere­
chos Humanos en México se diseñó un programa de trabajo para localizar, sistematizar y 
analizar información derivada de la labor de organismos dedicados a la defensa y promoción 
de los derechos humanos, así como de organizaciones no gubernamentales. 

Se consideró evaluar el periodo comprendido del 2005 a la fecha, ya que a partir de ese 
año se registró un incremento en las denuncias recibidas en distintas instancias respecto de 
ese grupo de personas. 

Además, se enviaron un total de 196 solicitudes de información, en relación con el mismo 
periodo, a las 32 instancias estatales de protección de derechos humanos y a las 32 procura­
durías generales de justicia de la entidades federativas, así como a las autoridades que tienen 
la obligación, de acuerdo con el Programa Nacional de Derechos Humanos 2007-2012, de 
realizar acciones en favor de defensores (Secretaría de Gobernación, Secretaría de la Defensa 
Nacional, Secretaría de Seguridad Pública Federal y Procuraduría General de la República). Lo 
anterior, a efecto de contar con mayores elementos respecto de las actividades, los principales 
retos, la situación de vulnerabilidad y los avances en materia de protección de defensores civiles. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha monitoreado y dado puntual segui­
miento a los casos de defensores de derechos humanos víctimas de abusos, que llevan a cabo 
una labor en el concepto de prevención de violaciones y protección de los derechos humanos. 

Durante el periodo que se informa, se realizaron más de 4,000 reuniones con representan­
tes de organizaciones civiles de derechos humanos, así como con autoridades de los tres ór­
denes de gobierno, a fin de generar espacios de reflexión e intercambio de información que 
permitan conocer los principales riesgos y obstáculos que enfrenta este grupo de personas. 

Se llevaron a cabo más de 1,000 actividades de capacitación en las que participaron per­
sonas que realizan actividades de promoción y protección de derechos humanos en las 31 
entidades federativas y el Distrito Federal. 

Por otra parte, esta Comisión Nacional denunció las presuntas violaciones a defensores 
civiles a través de comunicados de prensa, emitidos en casos en los que tuvo conocimiento 
de abusos y ataques en su perjuicio y de sus familiares. 

Derivado del incremento registrado respecto de las agresiones en perjuicio de defensores 
de derechos humanos, principalmente de las amenazas a que se ven expuestos en razón de 
su labor cotidiana, en octubre de 2010, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos pre­
sentó a la opinión pública la Guía para implementar medidas cautelares en favor de defenso­
res de derechos humanos en México;9 esto, con el objetivo de aportar una herramienta útil 
tanto para las autoridades federales y estatales como para la sociedad en general y, particu­
larmente, para las víctimas del delito, que proporcione lineamientos específicos en relación 
con los procedimientos para una oportuna y eficaz implementación de medidas cautelares, a 
fin de evitar la consumación de actos de difícil o imposible reparación en perjuicio de defen­
sores de derechos humanos o sus familias. 

En la Guía se señalan los criterios mínimos que se deben seguir para la implementación de 
medidas cautelares, es decir, las características de los esquemas de protección, la definición 
de la urgencia, la modalidad y temporalidad de las medidas. Se establece, asimismo, la nece­
sidad del estudio de riesgo, así como los ejes de la participación de las fuerzas policiales, los 
esquemas de custodia y la necesidad de proteger la información e identidad de las víctimas. 
Igualmente, se subraya la importancia de otorgar atención psicológica a las víctimas y dar 
seguimiento de las medidas implementadas en cada caso concreto. 

Se trata de un documento en favor de defensores de derechos humanos en México que se 
constituye en una herramienta que puede ser incluida en el Mecanismo Nacional de Protección 

9 http://www.cndh.org.mx/GuiaDefensores8oct10.pdf 
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para Defensoras y Defensores de Derechos Humanos a cargo del gobierno mexicano, pues 
contiene disposiciones efectivas que buscan garantizar la vida, integridad y seguridad de las 
y los defensores civiles. 

III. HECHoS 

En los últimos años ha aumentado en nuestro país, de manera considerable, el número de 
personas dedicadas a la labor de la promoción y defensa de los derechos humanos. Así, mien­
tras que en 1984 existían sólo cuatro organizaciones de derechos humanos, para 1990 el núme­
ro aumentó a 200 organizaciones, en tanto que, al día en que se emite este documento, según 
el Registro Federal de la Comisión de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil, existen un total de 2,702,10 aun cuando podrían ser muchas más las que reali­
zan trabajos en la materia. 

El aumento en el número de personas y organizaciones dedicadas a la defensa de derechos 
humanos ha también supuesto el incremento de quejas y denuncias con motivo de presuntas 
violaciones a los derechos humanos en su contra. 

a. casos atendidos por el sistema no jurisdiccional de protección 

de los derechos humanos en méxico, respecto de violaciones en perjuicio de defensores, 
en el periodo enero 2005 a mayo de 2011 

1. Expedientes de queja 

En este periodo, se han registrado en la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y en las 
instancias protectoras de los derechos humanos en México, un total de 523 expedientes rela­
cionados con presuntas violaciones a los derechos humanos de defensores. 

Destaca que en la CNDH, del 2005 al 2009 se recibieron en promedio 21 expedientes por 
año, mientras que en el 2010 se registraron un total de 48, lo que implica un incremento del 
128 por ciento. 

10 http://www.corresponsabilidad.gob.mx/, Buscador de OSC 

http://www.corresponsabilidad.gob.mx/, Buscador de OSC 
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Por lo que hace a las instancias protectoras de derechos humanos en que se presentaron 
un mayor número de quejas destacan los estados de Jalisco (97), Distrito Federal (46), Chiapas 
(44), Oaxaca (36) y Chihuahua (28). 

Los derechos humanos más comúnmente señalados como vulnerados son los derechos a 
la vida, a la integridad, seguridad y libertad personales, debido proceso y garantías judiciales, 
así como libertad de expresión e información, derecho de reunión, libertad de asociación, 
honra y privacidad, por hechos consistentes en intimidación, amenazas, integración irregular 
o deficiente de la averiguación previa y dilación en la procuración de justicia, privación a la 
vida, detenciones arbitrarias y cateos ilegales, uso arbitrario de la fuerza pública, así como 
prestación indebida del servicio público. 

2. Medidas Cautelares 

En el periodo que se analiza, en el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos hu­
manos en México se han solicitado 156 medidas cautelares para evitar la consumación de 
violaciones a los derechos humanos de defensores.11 

11 La Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha solicitado 59 medidas cautelares y los organismos 
locales un total de 97. 

http:defensores.11
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Las medidas cautelares solicitadas en favor de defensores de derechos humanos, han teni­
do como fin salvaguardar su seguridad e integridad física, evitar la continuación de actos de 
hostigamiento y acoso e impedir la consumación de hechos violentos de difícil o imposible 
reparación. 

3. Recomendaciones 

Ante la gravedad de los actos u omisiones de las autoridades, en el periodo comprendido en­
tre enero 2005 y mayo de 2011, se emitieron en las instancias protectoras de derechos huma­
nos, 33 recomendaciones y un Informe Especial12 relacionados con violaciones a los derechos 
humanos de defensores de los derechos humanos. 

Tras la investigación de cada uno de esos casos, se observaron violaciones a los derechos 
humanos en perjuicio de defensores civiles, a la integridad y seguridad personal, al debido pro­
ceso y acceso a la justicia, libertad de expresión e información, derecho de reunión y asociación, 
así como a la legalidad y seguridad jurídica, por actos consistentes en intimidación, amenazas, 
afectaciones a la integridad física, insuficiente protección de personas y a la vida, dilación en la 
procuración de justicia, irregular integración de averiguación previa, detención arbitraria y re­
tención ilegal, incomunicación, así como por falta de motivación y fundamentación jurídica, 
entre otros. 

12 La Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió nueve recomendaciones (15/2007, 12/2009, 
36/2009, 78/2009, 26/2010, 54/2010, 4/2011, 23/2011 y 26/2011) y un Informe Especial de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos sobre el Caso de Discriminación a la profesora Eufrosina Cruz Mendoza. 
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De cada una de las Recomendaciones emitidas en lo particular y dirigidas a las autoridades 
responsables pueden establecerse las siguientes líneas de acción en materia de política públi­
ca concreta respecto de la promoción y defensa de los derechos humanos y, principalmente, 
relacionadas con el reconocimiento y protección de las y los defensores de las prerrogativas 
más esenciales de la persona. 

En materia de capacitación a servidores públicos, se deben establecer e instrumentar 
programas de selección, formación y capacitación de personal, para generar una cultura de pre­
vención, respeto y defensa de los derechos humanos, a efecto de que el ejercicio de la función 
pública coexista de manera armónica con el quehacer de los defensores de derechos humanos. 
Asimismo, resulta indispensable diseñar y establecer mecanismos de concertación que privi­
legien el diálogo entre autoridades y defensores, como medio primordial en la resolución de 
conflictos. 

En cuanto al reconocimiento a la labor de las y los defensores, se ha propuesto el es­
tablecimiento de mecanismos para garantizar la libertad de expresión e información de quie­
nes se manifiestan en la defensa de los derechos humanos. 

En el tema de protección al trabajo que realizan las y los defensores, se ha recomen­
dado a las autoridades cumplir con la implementación de las medidas cautelares solicitadas 
por organismos protectores de los derechos humanos; procurar a los agraviados, familiares y 
testigos, seguridad y auxilio cuando se necesite, de modo que no vean afectada su integridad 
física o emocional, así como las labores que realizan; brindar a los agraviados, familiares y tes­
tigos de hechos, la atención médica y psicológica de urgencia que requieran y garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de defensores víctimas del delito, de modo que se evite la consuma­
ción de actos de difícil o imposible reparación. 

En materia de protección a los habitantes de localidades que vivan algún tipo de con­
flicto, se ha propuesto la implementación de mecanismos técnicos, administrativos y legales, 
tendentes a otorgar a los habitantes y visitantes las medidas de seguridad pública eficaces para 
garantizar, de igual forma, su integridad y seguridad personales. 

Aunado a lo anterior, en materia de acceso a una justicia oportuna y eficaz para de­
fensores y de reparación del daño en su favor, las recomendaciones tienen como objetivo 
principal que la integración de las averiguaciones previas se realice de forma completa, obje­
tiva e imparcial; realizar las diligencias conducentes, a efecto de establecer el paradero de agra­
viados desaparecidos; tomar las providencias necesarias para preservar las evidencias; agotar 
todas las líneas de investigación a que haya lugar, con la finalidad de llegar al conocimiento 
de la verdad histórica y jurídica de los hechos. 

Además, se ha recomendado iniciar los procedimientos necesarios para determinar respec­
to de las responsabilidades administrativas y/o penales en las que pudieron haber incurrido 
diversos servidores públicos por acción u omisión en perjuicio de las y los defensores; evitar 
que a las instalaciones militares se dé un uso distinto al que legalmente les corresponde y 
evitar que sean utilizadas para retener a civiles; colaborar con los organismos protectores de 
los derechos humanos en el procedimiento administrativo de investigación que se inicie ante 
las instancias correspondientes; establecer mecanismos para que los agraviados por violaciones 
a sus derechos a la integridad y seguridad personal reciban atención médica y psicológica 
especializada; así como reparar en favor de los beneficiarios de los agraviados occisos, el daño 
que se les causó por el fallecimiento de éstos. 

B. el diagnóstico de los organismos estatales de protección de los derechos humanos 

para el periodo enero 2005 a mayo de 2011 

Con la finalidad de conocer la situación respecto de defensores de derechos humanos ante 
los órganos no jurisdiccionales en México, se solicitó información a las instancias protectoras 
de los derechos humanos de cada entidad federativa y del Distrito Federal. 
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Al respecto, los organismos locales de protección de derechos humanos reconocieron la 
importancia de la labor que realizan las y los defensores, agentes indispensables para la pro­
moción y respeto de los derechos en las entidades federativas, pues se encuentran en contac­
to directo con la población, conocen la problemática y necesidades que enfrenta, constituyen 
un puente de comunicación con las autoridades, son de los primeros en acudir cuando se les 
solicita ayuda, brindan orientación y contribuyen al desarrollo de la sociedad. 

Por ello, manifestaron su compromiso por difundir y respetar sus derechos, pues están al 
tanto de los riesgos que enfrentan durante el ejercicio de sus actividades. 

De la información remitida por las comisiones locales se advierte que en el periodo enero de 
2005 a mayo de 2011 se han recibido un total de 363 quejas relacionadas con defensores 
de derechos humanos. 

Las comisiones estatales que reportaron un mayor número de expedientes integrados con 
motivo de agresiones contra defensores son Jalisco (97), el Distrito Federal (46), Chiapas (44), 
Oaxaca (36), Chihuahua (28) y Puebla (27). El resto de los organismos locales reportaron cifras 
por debajo de los 20 expedientes de queja, y nueve indicaron que no tienen registro de quejas re­
lacionadas con presuntas violaciones contra defensores (Aguascalientes, Baja California Sur, 
Campeche, Colima, Michoacán, Nayarit, Sonora, Veracruz y Zacatecas). 

Por lo que hace a las medidas cautelares solicitadas por los organismos estatales de derechos 
humanos se reportaron un total de 97, en las que se requirió a las autoridades la implemen­
tación de acciones para salvaguardar la vida e integridad de defensores, tales como propor­
cionarles escoltas de seguridad o realizar “rondines” en sus domicilios y lugares de trabajo, así 
como para garantizar su acceso a la justicia por medio de la debida integración de las investi­
gaciones y la emisión de resoluciones en que se observen los principios de inmediatez, exhaus­
tividad, objetividad, imparcialidad, confidencialidad y transparencia. 

Las comisiones locales que solicitaron un mayor número de medidas cautelares son el Dis­
trito Federal (47), Chihuahua (26), Jalisco (8) y Guerrero (6). 

Por su parte, Chiapas reportó la solicitud de 3 medidas cautelares, San Luis Potosí de 2, y 
Baja California, el Estado de México, Nuevo León, Puebla y Sinaloa indicaron haber solicitado 
medidas cautelares en una ocasión. 

En cuanto a los casos en que los organismos estatales protectores de derechos humanos 
acreditaron violaciones a derechos humanos en perjuicio de defensores, se reportaron un 
total de 24 recomendaciones. 

El estado de Guerrero reportó 5; Tamaulipas, 4; Chihuahua, 3; Jalisco y San Luis Potosí, 2; y 
Coahuila, Distrito Federal, Durango, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán, 1. 
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En relación con los derechos vulnerados y los hechos violatorios con mayor índice de denun­
cia en casos contra defensores ante las comisiones estatales de derechos humanos, se hará 
referencia a éstos en el apartado de observaciones del presente Informe. 

Ahora bien, en cuanto a las acciones concretas realizadas en favor de defensores de dere­
chos humanos, los organismos locales manifestaron que, aunque no todos cuentan con áreas 
específicas dentro de sus respectivas instituciones que atiendan esos casos, se les otorga aten­
ción por medio del procedimiento de queja, al que se les garantiza el acceso. 

Además, se les proporciona atención victimológica, médica y psicológica en caso de reque­
rirlo, se les orienta jurídicamente y, cuando así lo solicitan, se les otorga atención personaliza­
da y acompañamiento para acudir ante diversas autoridades. 

Asimismo, reportaron que se realizan diversas actividades de capacitación en materia de 
derechos humanos dirigidas a defensores, así como a los servidores públicos que tienen con­
tacto con éstos, para que conozcan la importancia de su labor y les permitan realizarla sin 
obstaculizar su libre ejercicio. 

De igual manera, señalaron que mantienen relaciones interinstitucionales con diversos or­
ganismos protectores de derechos humanos y sostienen reuniones, encuentros de trabajo y 
vínculos de cooperación con integrantes de organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la 
promoción y defensa de derechos humanos, con quienes, además, realizan actividades con­
juntas y suscriben acuerdos y convenios para dar difusión a las actividades que llevan a cabo. 

c. avances en materia de protección a defensores civiles de derechos humanos 

ante las autoridades federales y locales encargadas de la procuración 

de justicia y la seguridad púBlica 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos solicitó información a las Secretarías de Go­
bernación, Defensa Nacional, Seguridad Pública Federal y a la Procuraduría General de la Re­
pública, por tratarse de autoridades que tienen a su cargo la implementación de acciones para 
dar cumplimiento a las estrategias establecidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2007–2012, 
respecto de la protección a las y los defensores víctimas del delito y del abuso del poder. 

La Secretaría de Seguridad Pública informó que cuenta con diversos programas a través de 
los que se otorga atención a defensores de derechos humanos, entre los que destacan el 
Programa de Quejas por presuntas violaciones a derechos humanos y el Programa de Atención 
y Seguimiento a Recomendaciones Generales y Especiales emitidas por la Comisión Nacional, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos y otros organismos defensores de derechos 
humanos. 

Además, señaló que ha otorgado orientación legal y atención psicológica a defensores 
víctimas del delito, y ha implementado las medidas cautelares solicitadas por los organismos 
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defensores de derechos humanos, a efecto de evitar acciones que pongan en riesgo la vida de 
los integrantes de ese grupo en especial situación de vulnerabilidad y la de sus familiares. 

La Procuraduría General de la República informó respecto de la elaboración de un protoco­
lo específico que permite la investigación de ilícitos cometidos en perjuicio de defensores de 
derechos humanos. Además, señaló que otorga asesoría jurídica y atención especializada a 
las víctimas del delito, e imparte cursos de capacitación en materia de derechos humanos 
dirigidos a servidores públicos de esa dependencia. 

Por otra parte, esta CNDH envió a las instancias de procuración de justicia de las entidades 
federativas un requerimiento de información, en que se solicitó el número de denuncias y 
querellas presentadas por delitos cometidos en agravio de defensoras y defensores civiles de 
derechos humanos, el trámite otorgado a éstas y su estado procesal, así como la implemen­
tación de medidas cautelares en el periodo comprendido de enero de 2005 a mayo de 2011. 

En total, las procuradurías generales de justicia de las entidades de la República Mexicana 
reportan tener conocimiento de 103 casos de delitos cometidos contra defensores de derechos 
humanos. 

Los estados de Baja California, Morelos, Querétaro y Sonora informaron no contar con una 
base de datos que permitiera enviar una respuesta a la solicitud de información formulada por 
la CNDH. 

Los estados de Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Hidalgo, Michoacán, Quintana Roo, 
Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas informaron no haber encontrado en sus 
registros denuncia o querella presentada por algún delito cometido en perjuicio de defensores 
civiles de derechos humanos. 

La Fiscalía Especializada en Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comu­
nidad, de la Procuraduría General de Justicia del estado de Chiapas informó respecto de la exis­
tencia de ocho indagatorias, en dos de las cuales se ejercitó acción penal por privación ilegal 
de la libertad, homicidio calificado en grado de tentativa, lesiones, daños y pandillerismo; in­
formó, además, respecto de la solicitud de diez órdenes de aprehensión, de las cuales cuatro 
han sido ejecutadas, sin que a la fecha de envío de su información se hubiere dictado senten­
cia condenatoria al respecto. Finalmente, señaló haber ofrecido medidas cautelares, sin espe­
cificar cuáles y respecto de qué defensores. 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal informó sobre la protección y segu­
ridad brindada a dos defensores de derechos humanos; la integración de 14 averiguaciones 
previas, tres de ellas acumuladas por tratarse de hechos relacionados. De igual forma, comu­
nicó a la CNDH que se recabaron las declaraciones y ampliaciones de los denunciantes y de 
los probables responsables y se solicitó la intervención de la Policía de Investigación y de la 
Coordinación de Servicios Periciales. 

La Procuraduría General de Justicia del estado de Jalisco comunicó sobre la integración de 
una querella y nueve actuaciones ministeriales que constan de ratificaciones, testigos, actas 
de fe ministerial, investigaciones realizadas por la Policía Investigadora, acuerdos y constan­
cias. Informó, además, que en ninguna de estas querellas se ejercitó acción penal, por no acre­
ditarse el cuerpo del delito y en ningún caso existió coadyuvancia de las víctimas. 

Por su parte, la Procuraduría General de Justicia de Oaxaca informó respecto de la integra­
ción de ocho querellas, cincuenta y ocho actuaciones ministeriales y una averiguación previa en 
reserva. Señaló que en ningún caso se solicitó coadyuvancia de las víctimas y en ninguna de 
las indagatorias se había ejercitado acción penal hasta la fecha de rendir su informe a este or­
ganismo nacional. 

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla reportó que se iniciaron tres ave­
riguaciones previas con motivo de delitos cometidos en perjuicio de defensores civiles de de­
rechos humanos. Además, informó que esa dependencia participa en las reuniones de segui­
miento a las medidas cautelares solicitadas por los organismos protectores de derechos 
humanos, a efecto de preservar la vida e integridad de las víctimas del delito. 
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La Procuraduría General de Justicia del estado de San Luis Potosí informó de 59 casos, en 
los cuales se registraron como agraviados defensores de derechos humanos, así como un caso 
que continúa en proceso por querella y una orden de aprehensión. 

La Procuraduría General de Justicia del estado de Sinaloa informó sobre la integración de 
tres querellas con las características solicitadas, así como ciento sesenta y cinco diligencias minis­
teriales como: acuerdos de inicio, declaración de las víctimas, actas de fe ministerial de lesiones, 
dictámenes periciales de autopsia, dictámenes de lesiones, hematología forense, toxicológico 
de alcohol, rodizonato de sodio, valoración de daños, de huellas dactilares, citatorios, entre 
otros. Se precisó que las averiguaciones se encuentran pendientes de resolución, se han soli­
citado tres órdenes de localización y presentación y no se ha pedido la coadyuvancia de las 
víctimas. 

La Procuraduría General de Justicia del estado de Morelos informó haber iniciado siete in­
dagatorias por delitos cometidos en perjuicio de defensores en la que no se ejercitó acción 
penal. 

Las Procuradurías de los estados de Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Coahuila y 
Durango no remitieron la información solicitada. 

IV. oBSERVACIoNES 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos reconoce a quienes, con su esfuerzo y dedi­
cación a la protección de los derechos de las personas, contribuyen a denunciar violaciones a 
los mismos, así como conductas delictivas cometidas en perjuicio de las víctimas de abusos 
por parte de las autoridades y agentes no estatales. 

El trabajo que realizan defensores de derechos humanos resulta fundamental en la conso­
lidación de un Estado de Derecho, al propiciar que se logre abatir la impunidad, la corrupción, 
el abuso de poder y la injusticia; además, permite mejorar las condiciones sociales, políticas, 
económicas y promover la toma de conciencia respecto del tema. 

Las y los defensores configuran un grupo fundamental para la consolidación de una cultu­
ra de los derechos humanos en nuestro país, tanto quienes han sido reconocidos e identifica­
dos por las labores que realizan e impactan en los medios informativos, como aquellos que 
se encuentran en el anonimato y desde su campo de actuación otorgan aportes fundamen­
tales para la vigencia y fortalecimiento de las sociedades democráticas. 

En la actualidad, las y los defensores de derechos humanos enfrentan grandes riesgos en 
el desempeño de sus labores y están expuestos a un sinnúmero de agresiones debido a su 
participación activa en la promoción y protección de las libertades fundamentales de las per­
sonas. 

Los actos de intimidación, amenazas, hostigamientos, vigilancias excesivas, así como las 
detenciones arbitrarias y la negativa de acceso a la justicia, se constituyen en los principales 
obstáculos que afrontan. 

Además, las y los defensores enfrentan un doble riesgo, ya que, por una parte, su labor de 
denuncia y protesta los coloca en una situación de agentes incómodos para grupos delictivos; 
y, de igual manera, resultan poco gratos para algunas de las autoridades que son señaladas 
como transgresoras de los derechos humanos. 

Ante esta situación, resulta decisivo aumentar la toma de conciencia respecto de los riesgos 
que cotidianamente enfrenta este grupo de personas, asumir medidas efectivas de protección 
personal y de sus actividades, así como promover el respeto y observancia de las disposiciones 
jurídicas nacionales e internacionales que garantizan sus derechos, particularmente aquellos que 
cotidianamente se ven amenazados y los que se encuentran estrechamente vinculados con las 
labores que realizan. 
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Con el objetivo de presentar un panorama de la situación y retos concretos de defensores, 
a continuación se expone un análisis de los derechos humanos, así como de los hechos viola­
torios que esta Comisión Nacional, los organismos estatales de protección de derechos huma­
nos, las instancias encargadas de la procuración de justicia y diversos órganos internacionales 
y organizaciones no gubernamentales, han identificado como las principales problemáticas que 
impiden que quienes conforman este grupo desempeñen sus actividades de manera libre y 
segura. 

Al respecto, es importante considerar que los casos y cifras que se exponen representan 
un referente de la totalidad de los hechos que en realidad ocurren, por lo que deben ser con­
siderados como indicativos, pues no se tiene un registro completo, debido, entre otras cues­
tiones, a que los abusos no siempre son denunciados o a que las autoridades no cuentan con 
información sistematizada sobre los casos concretos de defensores víctimas del delito y del 
abuso del poder. 

a. el traBajo de las y los defensores: diagnóstico de las principales proBlemáticas 

para el ejercicio efectivo de los derechos humanos en méxico 

Los hechos violatorios cometidos en perjuicio de defensores en nuestro país se constituyen, 
principalmente, en actos de hostigamiento, amenazas, agresiones físicas e incluso privación de 
la vida y desapariciones forzadas e involuntarias, en razón de las actividades que realizan al 
ejercer el derecho a defender. 

En su caso, existe un peligro latente de que sus libertades fundamentales a la vida, integri­
dad, seguridad y libertad personales, acceso a la justicia y debido proceso, libertad de expre­
sión e información, así como los derechos de asociación y reunión, a la honra y privacidad, libre 
tránsito, propiedad y posesión, se vean menoscabadas por agresiones de las autoridades y 
agentes no estatales que pretenden obstaculizar o silenciar su labor. 

1. Derecho a la vida 

El derecho a la vida está tutelado en los artículos 29, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 6, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 4, de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos; 3, de la Declaración Universal de Derechos Huma­
nos; y I, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

La labor, vida e integridad de los defensores de los derechos humanos constituyen pilares 
fundamentales para el trabajo que desempeña la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Tan es así, que el asesinato de una defensora de los derechos humanos se constituyó en uno 
de los principales motivos que finalmente derivaron en la creación de la CNDH. Se trata del 
homicidio de la señora Norma Corona, distinguida luchadora de los derechos humanos de Sina­
loa, que decidió al gobierno mexicano a tomar medidas de fondo con la finalidad de comba­
tir violaciones los derechos humanos.13 

El goce del derecho a la vida constituye un requisito indispensable para el disfrute del resto 
de las libertades fundamentales, por lo que su debida protección no se agota en el derecho 
a no ser privado arbitrariamente de la misma, sino que también comprende la obligación de 
crear condiciones que garanticen una vida digna y segura. 

Durante el periodo que se reporta en el presente Informe (enero 2005 a mayo 2011) se 
han documentado en los organismos protectores de derechos humanos y en esta Comisión 
Nacional un total de 27 casos en los que se han denunciado privaciones de la vida en perjuicio 
de defensores. 

13 http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/cconst/cont/3/art/art2.htm 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/cconst/cont/3/art/art2.htm
http:humanos.13
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Los asesinatos contra defensores se han cometido en sus domicilios,14 comunidades15 o 
lugares públicos,16 por medio de actos de tortura17 o golpes que les han causado lesiones gra­
ves;18 además, han sido perpetrados por grupos delictivos19 e incluso por autoridades que han 
incurrido en uso arbitrario de la fuerza pública y causado lesiones mortales a las víctimas.20 

Ahora bien, en cuanto a la responsabilidad de las autoridades en casos de violaciones al de­
recho a la vida, cabe hacer mención de las omisiones en que han incurrido, en distintos casos, 
servidores públicos de los tres ámbitos de gobierno, al no garantizar una debida protección 
de sus derechos a la vida, integridad y seguridad personal, no obstante que tenían conoci­
miento del peligro inminente al que estaban expuestos. 

Se trata de casos en los que a pesar del riesgo fundado de la inminente violación del más ele­
mental de los derechos y la solicitud expresa de las instancias protectoras de derechos humanos 
para que se implementaran medidas cautelares y así evitar daños irreparables, las autorida­
des fueron omisas en atender los requerimientos o se negaron a aceptarlos bajo argumentos de 
insuficiencia de recursos materiales o humanos, lo cual, desafortunadamente, derivó en con­
secuencias fatales.21 

Por otra parte, en el periodo comprendido entre el mes de enero 2005 a mayo 2011, se 
han iniciado en este organismo nacional y en las comisiones locales de derechos humanos un 
total de 8 quejas por presuntas violaciones contra defensores, quienes resultaron víctimas de 
desaparición forzada, al ser sustraídos de sus domicilios22 y vehículos o haber sido abordados 
en la vía pública,23 sin que a la fecha se conozca su paradero. 

La desaparición forzada o involuntaria de defensores también constituye una violación al 
derecho a la vida, ya que la falta de conocimiento por un largo periodo respecto de su destino, 
el contexto de amenazas en que vivían y la falta de investigaciones o respuesta de las autorida­
des para conocer su paradero, constituyen indicios importantes respecto de su fallecimiento. 

Ejemplo de lo anterior es el caso de una mujer defensora de derechos humanos, integran­
te de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua, en el 
cual, durante la investigación correspondiente, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tuvo conocimiento de las constantes amenazas y actos de intimidación en su contra, a conse­
cuencia del trabajo que realizaba como defensora de derechos humanos en el estado de Chi­
huahua.24 

14Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua. 
CNDH, Recomendación 54/2010, de 1 de octubre de 2010, http://www.cndh.org.mx/recomen/2010/054.pdf 

15 Caso de los habitantes de la comunidad indígena Triqui, de San Juan Copala, Santiago Juxtlahuaca, 
Oaxaca. CIDH, Medidas cautelares 2010. CNDH, Recomendación 26/2011, de 24 de mayo de 2011, http:// 
www.cndh.org.mx/recomen/2011/026.pdf 

16 Caso de la señora Marisela Escobedo. CIDH, Comunicado de Prensa 123/10. 
17 Caso del señor Santiago Rafael Cruz, integrante del Foro Laboral Obrero Campesino (FLOC). CIDH, Me­

didas Cautelares 2007. Caso del señor Marcelino Coache Verano y familia, CIDH, Medidas Cautelares 2009. 
18 Caso del señor Quetzalcóatl Leija Herrera. CIDH, Comunicado de Prensa 42/11. 
19 Caso del señor Javier Torres Cruz. CIDH, Comunicado de Prensa 35/11. 
20 Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popu­

lar de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 
15/2007, de 23 de mayo de 2007, http://www.cndh.org.mx/recomen/2007/015.pdf 

21 Caso de la señora Beatriz López Leyva. CNDH, Recomendación 36/2009, de 12 de junio de 2009, http:// 
www.cndh.org.mx/recomen/2009/036.pdf. Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Hu­
manos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua. CNDH, Recomendación 54/2010. 

22 Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua. 
Recomendación 54/2010. 

23 Caso de V1 y V2, Defensores de derechos de los pueblos indígenas en el estado de Guerrero. CIDH, 
Comunicado de Prensa 07/09. CNDH, Recomendación 78/2009, de 28 de diciembre de 2009, http://www. 
cndh.org.mx/recomen/2009/078.pdf 

24 Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua. 
CNDH, Recomendación 54/2010. 

http://www.cndh.org.mx/recomen/2010/054.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2007/015.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/036.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/036.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/078.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/078.pdf
www.cndh.org.mx/recomen/2011/026.pdf
http:huahua.24
http:fatales.21
http:v�ctimas.20
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Además, su hijo y su esposo habían sido privados de la vida, y las instalaciones en que se 
encontraba la oficina de la asociación recibieron impactos de armas de fuego, por lo que exis­
tía temor fundado de la agraviada de futuros atentados en su contra y de su familia, de ma­
nera que solicitó se le brindara protección. 

Es así que este organismo nacional requirió al Gobierno del estado de Chihuahua, en diver­
sos momentos y por distintos medios, la implementación de medidas cautelares en favor de 
la defensora y su familia; sin embargo, no se recibió respuesta sobre su aceptación y casi un 
mes después de la primera solicitud, la defensora fue sustraída de su domicilio por integrantes 
de un grupo armado, sin que la autoridad local le hubiera proporcionado alguna medida de 
protección y seguridad. 

En ese caso, se demostró que previo a resultar víctima de desaparición, la defensora había 
recibido amenazas de muerte y/o atentados directos a su vida, familia y propiedades, sin que 
las autoridades del Gobierno del estado de Chihuahua adoptaran alguna medida de seguridad, 
lo que derivó en la comisión de nuevos atentados que derivaron en su desaparición. 

De igual manera, en el caso se evidenció que la Procuraduría General de Justicia del estado 
de Chihuahua implementó medidas de protección para los familiares de la defensora de ma­
nera posterior a su desaparición, situación que da cuenta de la dilación y omisión en que in­
currieron, pues aunque estaban en posibilidad de otorgarlas previo a la consumación de los 
hechos, no lo hicieron sino hasta que se habían actualizado daños de imposible reparación. 

La CNDH reitera la necesidad de que las violaciones al derecho a la vida de las y los defen­
sores sean denunciadas e investigadas por las autoridades, a efecto de que se identifique y 
sancione a los responsables. 

Lo mismo en el caso de los atentados en los que no se ha consumado la pérdida de la vida, 
ya que por sí mismos constituyen agresiones directas en menoscabo del más elemental de los 
derechos. 

Además, resulta indispensable que las autoridades generen las condiciones necesarias para 
que las y los defensores desempeñen sus labores en un ambiente seguro, en que el riesgo de 
violación a sus derechos se reduzca al mínimo y, de ser posible, a ninguno. 

De igual manera, es necesario que las autoridades involucradas en actividades de seguridad 
pública giren instrucciones a todo su personal para que durante el ejercicio de sus funciones 
se abstengan de realizar acciones que pongan en peligro la vida de defensores de derechos hu­
manos. 

Conviene que las autoridades encargadas de la procuración de justicia agoten todos los me­
dios necesarios, a efecto de realizar investigaciones exhaustivas que permitan obtener datos 
sobre el paradero de defensores desaparecidos y se determine respecto de la responsabilidad 
de quienes, en su caso, participaron en los hechos. 

2. Derecho a la integridad y seguridad personales 

Los derechos a la integridad y seguridad personales se encuentran previstos en los artículos 
22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7, 9 y 10, 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 5, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 3 y 5, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; y I, de la Decla­
ración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

Las amenazas en general y las de muerte, que se formulan a defensores y sus familias cons­
tituyen una violación al derecho a la integridad y seguridad personal, ya sea que se actualicen 
por medio de agresiones físicas o que se realicen a través de diversos medios que tengan como 
finalidad instarlos, a través del miedo, para que desistan en las labores de defensa y promoción 
de los derechos humanos. 

Las amenazas a las y los defensores no sólo configuran indicios de peligro, sino que por sí 
mismas se constituyen en violaciones, pues atentan en perjuicio de su integridad psicológica, 
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al generar en las víctimas estados de ansiedad, sufrimiento y miedo, que impiden el pleno des­
pliegue de sus facultades, el desarrollo de su persona y el libre ejercicio de sus actividades. 

El mayor número de quejas y denuncias presentadas por violaciones en perjuicio de defen­
sores se incluyen en este rubro, ya que las amenazas se presentan mediante diversas modali­
dades como cartas, correos electrónicos, llamadas telefónicas y visitas intimidatorias, entre 
otros. 

De enero de 2005 a mayo de 2011, se han registrado más de 120 quejas presentadas ante 
la CNDH y los organismos locales de derechos humanos, en que se denunciaron ataques siste­
matizados en perjuicio de defensores y sus familias, que van desde amenazas y actos de intimi­
dación hasta hostigamientos, lesiones y agresiones físicas con la intención de limitar o impedir 
su labor.25 

Resulta aún más grave cuando las amenazas se materializan por medio de agresiones físicas 
que vulneran la integridad de las personas, quienes reciben golpes, tratos crueles, inhumanos 
y degradantes e incluso han sido víctimas de tortura, con motivo de las actividades que des­
empeñan. 

Por otra parte, cabe hacer mención a las denuncias que se han recibido por violaciones a 
la integridad y seguridad de defensores, atribuibles a autoridades de los tres ámbitos de go­
bierno que realizan funciones de seguridad pública, quienes han incurrido en uso arbitrario 
y/o excesivo de la fuerza pública. 

La violación en estos casos se actualizó por golpes, lesiones y malos tratos que los servido­
res públicos propinaron a defensores de derechos humanos, sin que se actualizaran causas 
que justificaran su actuación, por lo que se recomendó a las autoridades reparar los daños y 
perjuicios causados a los agraviados, a través del tratamiento físico, médico y psicológico que 
permitiera el restablecimiento de su salud física y emocional.26 

Debe señalarse la importancia de que, en casos de amenazas y agresiones que atenten 
contra la integridad y seguridad de defensores, las autoridades adopten de manera inmedia­
ta medidas tendentes a garantizar su integridad y evitar la consumación de actos de imposible 
reparación, ya que, en algunos casos, las acciones de prevención y protección implementadas 

25 Caso de la señora Pilar Noriega y otros. CoIDH, Medidas Provisiones, Asunto Pilar Noriega y otros, 29 de 
junio, 24 de noviembre de 2005. Caso de la señora Obtilia Eugenio Manuel e integrantes de la organización 
Pueblo Indígena Me’phaa. CIDH, Medidas Cautelares 2005 y Comunicado de Prensa 32/10. CoIDH, Medidas 
Provisionales, Asunto Fernández Ortega y otros, de 30 de abril de 2009. Caso del señor Martín Amaru Barrios 
Hernández y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2006. Caso del señor Alejandro Cerezo Contreras y otros integran­
tes del Comité Cerezo. CIDH, Medidas Cautelares 2008. Caso del señor Alejandro Noyola y otros. CIDH, Medi­
das Cautelares 2007. Caso de la señora Luz Estela Castro Rodríguez e integrantes de las organizaciones “Nuestras 
Hijas de Regreso a Casa” y “Centro de Derechos Humanos de la Mujer”, CIDH, Medidas Cautelares 2007. CoIDH, 
Medidas Provisionales, Asunto Alvarado Reyes y otros, de 26 de noviembre de 2010. Caso del señor Marceli­
no Coache Verano y familia, CIDH, Medidas Cautelares 2009. Caso de la señora Rosa Isela Pérez Torres. CoIDH, 
Medidas Provisionales, Asunto González y otras “Campo Algodonero”, de 24 de abril de 2009. Caso de la 
señora Lydia Cacho y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2009. Caso de las defensoras Silvia Vázquez y Blanca 
Mesina. CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Medidas Cautelares solicitadas durante la integración del ex­
pediente iniciado con motivo de presuntas conductas violatorias a sus derechos humanos. Caso de V1, de sus 
menores hijos, de nacionalidad hondureña y de V2, director del Albergue A. CIDH, Medidas Cautelares 2010. 
CNDH, Recomendación 23/2011, de 29 de abril de 2011, http://www.cndh.org.mx/recomen/2011/023. 
pdf. Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH, Medidas Cautelares 2010. Caso de la señora Emi­
lia González Tercero. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto Alvarado Reyes y otros, de 26 de noviembre de 
2010 y 1 de abril de 2011. 

26 Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popu­
lar de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 
15/2007. Caso de los habitantes de la comunidad indígena Triqui, de San Juan Copala, Santiago Juxtlahuaca, 
Oaxaca. CIDH, Medidas cautelares 2010. CNDH, Recomendación 26/2011. 

http://www.cndh.org.mx/recomen/2011/023.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2011/023.pdf
http:emocional.26
http:labor.25
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de manera oportuna han contribuido a preservar la vida y las libertades fundamentales de de­
fensores y sus familiares.27 

Asimismo, es necesario que se atiendan de manera inmediata las solicitudes de medidas 
cautelares que les dirigen los organismos protectores de derechos humanos, a efecto de ga­
rantizar la protección de la vida e integridad de los integrantes de este grupo en especial si­
tuación de vulnerabilidad, así como de sus familiares. 

3. Derecho a la libertad personal 

El derecho a la libertad personal se encuentra reconocido en los numerales 14, párrafo segun­
do, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 7, de la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos; 9, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; y XXV, de la Declara­
ción Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

Al igual que las amenazas, las violaciones contra el derecho a la libertad personal continúan 
como las principales causales de denuncias y quejas por parte de las y los defensores víctimas 
del delito y del abuso del poder, ante los organismos protectores de derechos humanos en 
México. 

Durante el periodo que se reporta, se han investigado en esta Comisión Nacional y en las 
comisiones estatales de derechos humanos más de 60 casos de violaciones contra la libertad 
personal, en que defensores han resultado víctimas de detenciones arbitrarias, retenciones 
ilegales y secuestros, imputables a integrantes de grupos delictivos y/o servidores públicos.28 

Las y los defensores víctimas de detenciones y secuestro por grupos delictivos han denun­
ciado la privación de la libertad a que fueron sometidos y las condiciones degradantes e in­
dignas en que los mantuvieron durante su reclusión, en las que se les impide mantener comu­
nicación con alguna persona y únicamente se les proporcionan servicios básicos que les 
permiten subsistir en condiciones que a veces resultan deplorables, con la finalidad de infun­
dirles temor y obligarlos a que desistan en sus actividades de promoción y defensa de derechos 
humanos. 

Por otra parte, se han documentado casos en que son las autoridades quienes privan de la 
libertad a las y los defensores, al asegurarlos sin la certeza de que hubieran cometido algún 
ilícito o se encontraran en flagrancia, lo que supone la actualización de detenciones arbitrarias. 

Lo anterior se ha presentado en situaciones en que defensores acuden a manifestaciones 
públicas, en que las autoridades encargadas de la seguridad han implementado acciones para 
desintegrar los movimientos, realizado detenciones masivas y privado de la libertad a los ac­
tivistas sociales que participan en ellos.29 

Las autoridades señaladas con mayor frecuencia como responsables de estas violaciones 
son las Secretarías de Seguridad Pública en los estados y las autoridades municipales que 
realizan funciones de seguridad pública. 

Además, se han recibido quejas en las que se denuncian detenciones arbitrarias ocurridas 
en el interior de los domicilios particulares o en las instalaciones en que las y los defensores 
desempeñan sus actividades, a donde las autoridades han ingresado sin el mandamiento es­

27 Caso del señor Leonel Rivero y otros. CoIDH, Medidas Provisionales, 6 de agosto de 2008. Caso de la 
señora Pilar Noriega García y otros. CoIDH, Medidas Provisionales, 6 de febrero de 2008. 

28 Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popu­
lar de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 
15/2007. Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, 
Chihuahua, CNDH, Recomendación 54/2010. 

29 Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popu­
lar de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 
15/2007. 

http:ellos.29
http:p�blicos.28
http:familiares.27
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crito de autoridad competente que los faculte para ello, y han aprehendido a integrantes de 
este grupo. 

De igual manera, se han documentado casos en que los agraviados han sido retenidos de 
manera ilegal por un periodo prolongado de tiempo, antes de ser puestos a disposición de las 
autoridades ministeriales. Y, finalmente, cuando se concluyen las investigaciones, no se ha 
acreditado su responsabilidad en los delitos que se les imputaron.30 

Por lo anterior, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera necesario que los 
servidores públicos garanticen el respeto a la libertad personal de los defensores, ya que la 
restricción de ese derecho deriva en una afectación directa en su posibilidad de llevar a cabo 
labores de promoción y protección de derechos humanos. 

Además, las detenciones en perjuicio de integrantes de ese grupo en situación de vulnera­
bilidad deberán realizarse únicamente en estricto apego a la ley, por las causas y mediante los 
procedimientos expresamente establecidos. 

4. Derecho al debido proceso y garantías judiciales 

El derecho al debido proceso y el acceso a las garantías judiciales está previsto en los artículos 
16, 17, 20 y 21, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 8 y 25, de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos; 8, 10 y 11, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; y XVIII, XXIV 
y XXVI, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

Además de las dificultades que enfrentan las y los defensores durante el ejercicio de sus 
labores, en muchas ocasiones tienen que hacer frente a obstáculos por parte de las instancias 
encargadas de impartir justicia, los cuales no siempre les otorgan la atención requerida ni 
realizan investigaciones exhaustivas para esclarecer los delitos cometidos en perjuicio de los 
integrantes de este grupo en situación de vulnerabilidad. 

Los abusos, dilaciones y omisiones en que incurren las autoridades ministeriales y judiciales 
durante la integración de las indagatorias, propician que las y los defensores resulten víctimas 
del abuso del poder, sobre todo, cuando los responsables no son identificados, detenidos y 
sancionados. 

De ahí que en todos los casos que han sido del conocimiento del sistema interamericano 
de derechos humanos, tanto la Comisión como la Corte han instado al Estado Mexicano a 
realizar investigaciones exhaustivas que permitan esclarecer los hechos y sancionar a los res­
ponsables.31 

Las instancias encargadas de la procuración de justicia se constituyen, junto con las autori­
dades que realizan funciones de seguridad pública en los estados, en las dependencias seña­
ladas en un mayor número de casos como responsables de violaciones contra defensores de 
derechos humanos. 

La dilación y omisiones en las investigaciones expone no solamente a las y los defensores 
a diversos riesgos, sino también a la población en general, ya que la deficiencia por parte de 
las autoridades encargadas de la procuración de justicia genera una percepción generalizada 
de indefensión, desprotección e impunidad. 

En el periodo enero 2005 a mayo de 2011, los organismos protectores de derechos huma­
nos han recibido más de 60 quejas en que se acusa a las instancias encargadas de la procura­
ción de justicia de incurrir en violaciones al debido proceso y a las garantías judiciales. 

Las irregularidades más recurrentes por parte de las instancias encargadas de la procuración 
de justicia han consistido en la irregular o deficiente integración de averiguaciones previas, el 

30 Idem. 
31 CIDH, Medidas cautelares 2005 a 2011; CoIDH, Medidas Provisionales 2005 a 2001, dirigidas al gobier­

no mexicano en relación con casos de defensores de derechos humanos. 

http:ponsables.31
http:imputaron.30
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retardo o entorpecimiento de la función de investigación o procuración de justicia, inactivida­
des por periodos prolongados32 y omisiones en realizar las diligencias necesarias para esclare­
cer los hechos,33 lo que deriva en que las investigaciones carezcan de objetividad e imparcia­
lidad. 

Al respecto, se han documentado casos en que las autoridades incurren en omisiones res­
pecto de la práctica de inspecciones oculares a los lugares en que ocurrieron los hechos delic­
tivos, se omite dar participación a peritos especializados, además de omitirse dictar medidas 
para preservar los indicios del delito y citar a los testigos o personas involucradas,34 lo que de­
riva en violaciones al debido proceso y a las garantías judiciales en perjuicio de defensores. 

Tampoco se otorga una efectiva protección o atención victimológica a los agraviados y sus 
familiares35 ni se permite a los defensores acudir ante las agencias investigadoras o allegarse 
de una defensa adecuada.36 

Las omisiones y los inexistentes o escasos avances en las investigaciones, obstaculizan el 
esclarecimiento de los hechos y la identificación de los responsables. Por ello, es necesario que 
las instancias encargadas de la procuración de justicia realicen su trabajo con base en los 
principios de inmediatez, exhaustividad, efectividad, objetividad, imparcialidad, confidenciali­
dad y transparencia. 

Además, resulta indispensable que se atiendan las medidas cautelares solicitadas por los 
organismos protectores de derechos humanos, quienes han dirigido peticiones para que se 
integren debidamente las investigaciones y se emitan, en un plazo razonable, las determina­
ciones que correspondan conforme a derecho. 

5. Libertad de expresión y derecho a la información 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión, así como a buscar y re­
copilar información, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6 y 7, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 19, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos; 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 19, de la Declaración Univer­
sal de Derechos Humanos; y IV, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre. 

La libertad de expresión constituye un elemento fundamental para la vigencia de los dere­
chos humanos en una sociedad democrática que, en el caso de los defensores, adquiere es­
pecial relevancia debido a que se trata de un elemento esencial para el ejercicio de sus labores 
de investigación y denuncia de conductas violatorias a las libertades fundamentales. 

El derecho a la libertad de expresión no debe ser limitado por medios o vías indirectas en 
perjuicio de defensores, ya que es a través del ejercicio de esta libertad como éstos dan publi­
cidad a sus investigaciones, realizan reclamos frente a injusticias e instan a las autoridades a 
la rendición de cuentas y a la impartición de justicia. 

El respeto a la libertad de expresión de los defensores permite hacer visible su labor y ge­
nerar un efecto multiplicador en favor de la cultura de los derechos humanos, pues la libre 

32 Caso de integrantes del Centro de Derechos Humanos “Fray Bartolomé de las Casas”, CNDH, Recomen­
dación 12/2009, 17 de febrero de 2009, http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/012.pdf. Caso de la seño­
ra Beatriz López Leyva, CNDH, Recomendación 36/2009 Caso de la señora Beatriz López Leyva, CNDH, Reco­
mendación 36/2009, Caso de V1 y V2. 

33 Defensores de derechos de los pueblos indígenas en el estado de Guerrero. CIDH, Comunicado de Pren­
sa 07/09. CNDH, Recomendación 78/2009. 

34 Idem. 
35 Idem. 
36 Caso de los habitantes de la comunidad indígena Triqui, de San Juan Copala, Santiago Juxtlahuaca, Oaxa­

ca. CIDH, Medidas cautelares 2010. CNDH, Recomendación 26/2011. 

http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/012.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2009/012.pdf
http:adecuada.36
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manifestación de sus ideas y el pleno ejercicio de sus actividades derivan en una mayor pro­
tección de las libertades fundamentales de las personas a quienes protegen. 

A la inversa, cuando se transgrede la libertad de expresión de defensores, se afectan los dere­
chos de las víctimas del delito y del abuso del poder a quienes protegen, así como de la socie­
dad, que en muchas ocasiones recibe información, intercambia ideas y conoce la realidad de 
los hechos, en razón de las labores que desempeñan las y los defensores. 

En cuanto a las violaciones a la libre expresión en perjuicio de defensores civiles se han regis­
trado casos de injerencias o restricciones arbitrarias durante su participación en manifestacio­
nes públicas, asimismo, han denunciado actos de censura, a fin de que se desistan en la formu­
lación de denuncias.37 

En estos casos, las y los defensores han denunciado violaciones a sus derechos, con motivo de 
ataques sufridos como consecuencia de su participación en manifestaciones públicas a las que 
acuden para apoyar causas o peticiones de la sociedad civil ante autoridades. En algunas ocasio­
nes, los elementos de seguridad impiden la realización de manifestaciones públicas, vulnerando 
el derecho a la libertad de expresión, pero, además, incurren en detenciones arbitrarias, uso ex­
cesivo de la fuerza pública e, incluso, las propias autoridades efectúan falsas imputaciones contra 
los defensores y manifestantes ante las instancias encargadas de la procuración de justicia. 

Por otra parte, se han registrado casos en que se obstaculiza a defensores de derechos hu­
manos el acceso a la información pública y a los documentos en poder del Estado que contie­
nen los datos necesarios para esclarecer los hechos que investigan. 

En estos supuestos, se impide a los defensores conocer el contenido de investigaciones, ave­
riguaciones previas o causas penales, no obstante su previa acreditación incluso como defenso­
res públicos, por lo que se obstaculiza la labor de defensa de sus derechos y de otras personas. 

Al respecto, cabe señalar que en el caso de defensores de derechos humanos, el derecho de 
acceso a la información es fundamental, pues les proporciona herramientas para combatir la 
impunidad y prevenir posibles violaciones a las libertades fundamentales, por lo que las auto­
ridades deben implementar medidas concretas y efectivas que favorezcan que los integrantes 
de este grupo accedan y conozcan el contenido de la investigaciones relacionadas con los 
hechos que investigan o en los que están involucrados. 

6. Derecho de reunión y libertad de asociación 

El derecho a la libertad de reunión y asociación está previsto en los artículos 9, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 21 y 22, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; 15 y 16, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 20, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; así como XXI y XXII, de la Declaración America­
na de los Derechos y Deberes del Hombre. 

El derecho de reunión y libertad de asociación se encuentra estrechamente vinculado a las 
tareas que llevan a cabo las y los defensores de derechos humanos, pues en muchas ocasiones 
realizan actividades de promoción y defensa por medio de manifestaciones públicas o en asam­
bleas en que se favorece el intercambio de ideas. 

El ejercicio de este derecho implica que las y los defensores puedan reunirse libremente en 
lugares privados o públicos, sin ser sometidos a restricciones más allá de las previamente es­

37 Caso de la señora Obtilia Eugenio Manuel e integrantes de la organización Pueblo Indígena Me’phaa. 
CIDH, Medidas Cautelares 2005 y Comunicado de Prensa 32/10. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto Fer­
nández Ortega y otros, de 30 de abril de 2009. Caso de la señora Lydia Cacho y otros. CIDH, Medidas Caute­
lares 2009. Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea 
Popular de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomen­
dación 15/2007. Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH, Medidas Cautelares 2010. Caso de 
los habitantes de la comunidad indígena Triqui, de San Juan Copala, Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca. CIDH, 
Medidas cautelares 2010. CNDH, Recomendación 26/2011. 

http:denuncias.37
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tablecidas en la ley, pues, al igual que la libertad de expresión, el derecho de reunión única­
mente está sujeto a las limitaciones necesarias para garantizar la seguridad, salud o moral 
públicas o los derechos de terceros. 

De ahí que la obligación de las autoridades no se agote en el respeto al ejercicio del derecho 
de reunión, sino que, además, supone el deber de adoptar medidas positivas para asegurar 
que se permita a las y los defensores organizar y participar en reuniones o manifestaciones 
pacíficas, en las que puedan denunciar conductas violatorias a derechos por parte de las au­
toridades o agentes no estatales. 

De manera que las autoridades de los tres ámbitos de gobierno deben, entre otras acciones, 
implementar operativos de seguridad para proteger a los participantes de manifestaciones con­
tra posibles amenazas, en los que se evite el uso arbitrario de la fuerza pública y se permita 
que expresen libremente sus ideas. 

En México, las principales violaciones a este derecho se presentan cuando defensores de 
derechos humanos resultan víctimas de amenazas, agresiones o desalojos durante su partici­
pación en manifestaciones públicas, en las que reciben ataques de autoridades u opositores 
a las ideas que expresan.38 

En esos casos, los defensores han denunciado agresiones físicas en su perjuicio y de los 
asistentes a manifestaciones, por parte de sus opositores y de las autoridades que incurren en 
un uso arbitrario de la fuerza pública para dispersarlos e impedir que se reúnan. 

Los defensores también se constituyen en víctimas de agresiones a su libertad de reunión 
o asociación cuando son sometidos, en razón de las labores que realizan, a vigilancias excesi­
vas en sus domicilios, lugares de trabajo o reunión,39 pues el temor a ser sujetos, en cualquier 
momento, a actos de violencia, impide el libre ejercicio de este derecho. 

Por otra parte, cabe señalar que en el caso de las y los defensores, la libertad de asociación 
constituye una herramienta fundamental para el ejercicio de sus actividades y la obtención de 
los resultados buscados, pues les permite sumar esfuerzos y constituirse en agrupaciones que 
alcancen mayor impacto en sus tareas. 

Para garantizar este derecho es necesario que las autoridades permitan que quienes cumplen 
con los requisitos previamente establecidos en la ley, constituyan colectivos, asociaciones y 
redes de trabajo en los que se pueda ejercer libremente el derecho a defender. 

La imposición de mayores requisitos que resulten inasequibles y dificulten o impidan la 
conformación o registro de asociaciones, constituye una violación a este derecho en perjuicio 
de las y los defensores, pero, además, obstaculiza la labor de promoción y protección de los 
derechos humanos. 

38 Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popu­
lar de los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 
15/2007. Caso del Sr. V., CNDH, Recomendación 26/2010, 26 de mayo de 2010, http://www.cndh.org.mx/ 
recomen/2010/026.pdf 

39 Caso de la señora Obtilia Eugenio Manuel e integrantes de la organización Pueblo Indígena Me’phaa. 
CIDH, Medidas Cautelares 2005 y Comunicado de Prensa 32/10. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto Fer­
nández Ortega y otros, de 30 de abril de 2009. Caso del señor Martín Amaru Barrios Hernández y otros. CIDH, 
Medidas Cautelares 2006. Caso del señor Alejandro Cerezo Contreras y otros integrantes del Comité Cerezo. 
CIDH, Medidas Cautelares 2008. Caso de la señora Lydia Cacho y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2009. Caso 
de las defensoras Silvia Vázquez y Blanca Mesina. CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Medidas Cautelares 
solicitadas durante la integración del expediente iniciado con motivo de presuntas conductas violatorias a sus 
derechos humanos. Caso del Albergue A y la Asociación Civil B, CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Re­
comendación 4/2011, 1 de febrero de 2011, http://www.cndh.org.mx/recomen/2011/004.pdf 

http://www.cndh.org.mx/recomen/2010/026.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2010/026.pdf
http://www.cndh.org.mx/recomen/2011/004.pdf
http:expresan.38
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7. Derecho a la honra y a la privacidad 

El derecho a la honra y a la privacidad se encuentran tutelados en los artículos 16, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; 11, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 12, de la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos; y V, de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, que disponen que nadie debe ser víctima de ataques a su honra o repu­
tación, ni ser objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, la de su familia, domicilio o 
correspondencia. 

Las violaciones al derecho a la honra en perjuicio de defensores se presentan en situaciones 
en las que se les imputan delitos o falsas acusaciones, con motivo de las actividades que rea­
lizan.40 

Las calumnias y falsas imputaciones se realizan a través de diversos medios de comunicación 
o campañas de desprestigio individual o institucional en su contra y/o de las organizaciones 
a las que pertenecen, a efecto de causar impacto en la sociedad o, ante las autoridades mi­
nisteriales, con la finalidad de que las y los defensores sean sometidos a investigaciones. 

Entre los prejuicios y estigmas más recurrentes respecto de las y los defensores destacan 
aquellos que señalan que defienden a la delincuencia, que obstaculizan la labor de la justicia 
y el mantenimiento de la seguridad; que se oponen al desarrollo; lucran con su labor; no ca­
nalizan sus demandas por las vías institucionales; o que sólo protestan y no contribuyen a la 
procuración de justicia. 

En algunos casos, los responsables de esas agresiones son agentes no estatales, quienes, 
incluso, incitan a la sociedad a agredirlos y deslegitimar su labor. En otros, la responsabilidad 
de las agresiones recae en las autoridades, las cuales los criminalizan y vinculan con grupos de­
lictivos. 

La calumnia y difamación de defensores resulta más grave cuando son acusados penalmen­
te de la supuesta comisión de ilícitos, ya que el atentado a su honor redunda en violaciones 
al debido proceso y a la libertad personal, en razón de que se ven sometidos a juicios o investi­
gaciones carentes de imparcialidad y objetividad, en las que se dictan sentencias condenatorias 
privativas de la libertad. 

Lo mismo ocurre cuando las imputaciones y acusaciones constituyen ataques sistemáticos 
en su contra, ya que ponen en riesgo su integridad física y psicológica, pues además de resultar 
estigmatizados por la sociedad, se les expone a constituirse en víctimas de agresiones, intimi­
daciones y acosos, que generalmente persisten a pesar de haberse demostrado su inocencia. 

Entre las imputaciones más frecuentes contra defensores se encuentra la relativa a su su­
puesta participación en la comisión de homicidios, tráfico de personas, secuestro, vigilancia 
e intimidación, despojo, robos con violencia, daños en propiedad ajena, sabotaje y ataques a 
las vías de comunicación. 

Por otra parte, se han documentado casos en que se ha atentado contra el derecho a la 
privacidad de los defensores, quienes han sido víctimas de injerencias arbitrarias en su vida 
personal a través de actos de hostigamiento, intimidaciones, seguimientos, vigilancia, cateos 
ilegales en sus oficinas y domicilios, intervenciones telefónicas y de correos electrónicos.41 

40 Caso de V1, de sus menores hijos, de nacionalidad hondureña y de V2, director del Albergue A. CIDH, Me­
didas Cautelares 2010. CNDH, Recomendación 23/2011. Caso del Albergue A y la Asociación Civil B, CIDH, 
Medidas Cautelares 2010. CNDH, Recomendación 4/2011. 

41 Caso de la señora Obtilia Eugenio Manuel e integrantes de la organización Pueblo Indígena Me’phaa. 
CIDH, Medidas Cautelares 2005 y Comunicado de Prensa 32/10. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto Fer­
nández Ortega y otros, de 30 de abril de 2009. Caso del señor Martín Amaru Barrios Hernández y otros. CIDH, 
Medidas Cautelares 2006. Caso del señor Alejandro Cerezo Contreras y otros integrantes del Comité Cerezo. 
CIDH, Medidas Cautelares 2008. Caso del señor Alejandro Noyola y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2007. 
Caso de la señora Lydia Cacho y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2009. Caso de las defensoras Silvia Vázquez 

http:electr�nicos.41
http:lizan.40
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Al igual que las calumnias y falsas imputaciones, los actos de vigilancia en perjuicio de defen­
sores constituyen un atentado contra su integridad física y psicológica, pues saberse observados 
de manera permanente genera en su persona afectaciones que impiden su normal desenvol­
vimiento en la vida diaria, con el consecuente desequilibrio y desconciertos en sus personas y 
en las de sus familiares. 

Finalmente, cabe señalar que se tienen documentados hechos en perjuicio del derecho a 
la privacidad de defensores civiles, en los que se acreditó que la Procuraduría General de la 
República reveló información que colocó a las víctimas y personas involucradas en el caso en 
una situación de riesgo.42 

8. Derecho al libre tránsito 

El derecho al libre tránsito se encuentra tutelado en los artículos 11, de la Constitución Políti­
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 12, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
22, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 13, de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; y VIII, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, que comprende la posibilidad de que todas las personas puedan circular libremente 
por el país y escoger libremente su residencia. 

Muchas de las actividades de promoción y defensa que realizan los defensores requieren 
de su presencia en los lugares en que ocurrieron los hechos, donde se encuentran las víctimas 
del delito, los testigos y las agencias ministeriales en que se investigan los casos, por lo que 
resulta imprescindible que se garantice su libertad de tránsito, pues lo contrario limitaría el 
ejercicio de sus labores. 

Las violaciones a este derecho se presentan cuando se restringe a los defensores su libre 
desplazamiento en el país y en las ocasiones en que reciben amenazas y resultan víctimas de 
seguimientos y actos de vigilancia en automóviles particulares e, incluso, en vehículos oficiales 
de autoridades, por medio de los cuales se pretende causarles miedo y propiciar que desistan 
en la búsqueda de información relacionada con los casos que investigan.43 

En estos supuestos, las defensoras y los defensores han sido víctimas de seguimientos por 
agentes no estatales o autoridades vestidas de civiles, quienes los vigilan en la vía pública y en 
sus domicilios, para conocer sus actividades y vida personal y, una vez que están al tanto de 
lo que hacen, les dirigen amenazas con el propósito de atemorizarlos o materializar ataques 
en su contra. 

De igual manera, debido a la naturaleza de la labor de denuncia ante prácticas abusivas, en 
algunas otras ocasiones, los defensores civiles han sufrido obstaculizaciones administrativas res­
pecto de trámites migratorios, cuando pretenden salir del país para viajar a otras naciones a 
efecto de documentar sus casos, o incluso cuando pretenden participar en foros y eventos re­
lativos al tema. 

y Blanca Mesina. CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Medidas Cautelares solicitadas durante la integración 
del expediente iniciado con motivo de presuntas conductas violatorias a sus derechos humanos. Caso de V1, de 
sus menores hijos, de nacionalidad hondureña y de V2, director del Albergue A. CIDH, Medidas Cautelares 2010. 
CNDH, Recomendación 23/2011. Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH, Medidas Cautelares 
2010. Caso de la señora Emilia González Tercero. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto Alvarado Reyes y otros, 
de 26 de noviembre de 2010 y 1 de abril de 2011. 

42 Caso del Albergue A y la Asociación Civil B, CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Recomendación 
4/2011. 

43 Caso de la señora Lydia Cacho y otros. CIDH, Medidas Cautelares 2009. Caso de las defensoras Silvia 
Vázquez y Blanca Mesina. CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Medidas Cautelares solicitadas durante la 
integración del expediente iniciado con motivo de presuntas conductas violatorias a sus derechos humanos. 
Caso de V2, integrante de la Asociación Civil de Derechos Humanos en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua. 
CNDH, Recomendación 54/2010. Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH, Medidas Cautelares 
2010. 

http:investigan.43
http:riesgo.42
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Por otra parte, se han documentado violaciones al derecho al libre tránsito cuando deriva­
do de la inseguridad, hostigamiento y amenazas, las y los defensores han tenido que cambiar 
su lugar de residencia hacia el interior o exterior del país. 

Lo mismo ocurre en el caso de los familiares o testigos de los hechos violatorios contra de­
fensores, quienes, ante el temor de correr la misma suerte, mudaron su residencia a un lugar 
distinto.44 

En estos casos, además de la agresión que suponen las amenazas y la inseguridad, las y los 
defensores, así como sus familiares y testigos, se enfrentan a la falta de diligencia y omisiones de 
las autoridades, quienes omiten adoptar medidas de protección y seguridad efectivas para pro­
tegerlos y prevenir que resulten víctimas del delito. 

Resulta aún más grave que el cambio de residencia puede suponer, además, una violación 
al derecho al debido proceso, pues al alejarse de los lugares en que se encuentran las fuentes 
de información y en los que se realizan las investigaciones para esclarecer los hechos, las víc­
timas pueden encontrar dificultades para acceder a las garantías judiciales y, en consecuencia, 
colocarse en un franco estado de indefensión. 

9. Derecho a la propiedad y posesión 

Todas las personas tienen derecho al goce y disfrute de sus bienes, así como a no sufrir inje­
rencias en su domicilio, de acuerdo con lo establecido en los artículos 14, párrafo segundo, 
16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, del Pac­
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 21, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 12 y 17, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; así como IX y XXIII, de 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

Respecto de violaciones al derecho a la propiedad o posesión en perjuicio de defensores 
civiles, se han registrado casos en los que se denuncian cateos ilegales, allanamientos y daños 
en sus domicilios privados o de sus familiares, así como en las instalaciones que ocupan las ofi­
cinas en las que realizan sus actividades o donde tienen su domicilio las organizaciones civiles 
a las que pertenecen.45 

En diversas ocasiones, defensores y sus familiares han sido testigos de actos de allanamien­
to por parte de agentes no estatales o autoridades, quienes ingresan a sus domicilios, realizan 
cateos ilegales, causan desórdenes en el interior y sustraen objetos personales, además de 
equipos de cómputo y otros medios electrónicos y físicos que contienen información de los 
casos que investigan. 

Además, se han registrado quejas en las que se hacen valer atentados directos a los inmue­
bles en que se encuentran defensores y sus familias, cuyas vidas han sido puestas en riesgo, 
pues las agresiones se realizan incluso cuando éstos se encuentran en el interior. 

44 Caso de la señora Beatriz López Leyva. CNDH, Recomendación 36/2009. 
45 Caso de los integrantes del Foro Laboral Obrero Campesino (FLOC). CIDH, Medidas Cautelares 2007. 

Caso de la Sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación y de la Asamblea Popular de 
los Pueblos de Oaxaca. CIDH, Comunicados de Prensa 39/2006, 36 y 45/2007. CNDH, Recomendación 15/2007. 
Caso de las defensoras Silvia Vázquez y Blanca Mesina. CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Medidas Cau­
telares solicitadas durante la integración del expediente iniciado con motivo de presuntas conductas violatorias 
a sus derechos humanos. Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH, Medidas Cautelares 2010. 
Caso de la señora Luz Estela Castro Rodríguez e integrantes de las organizaciones “Nuestras Hijas de Regreso 
a Casa” y “Centro de Derechos Humanos de la Mujer”, CIDH, Medidas Cautelares 2007. CoIDH, Medidas Pro­
visionales, Asunto Alvarado Reyes y otros, de 26 de noviembre de 2010. Caso de integrantes del Centro de 
Derechos Humanos “Fray Bartolomé de las Casas”, CNDH, Recomendación 12/2009. Caso del Sr. V., CNDH, 
Recomendación 26/2010. Caso del Albergue A y la Asociación Civil B, CIDH, Medidas Cautelares 2010. CNDH, Re­
comendación 4/2011,. Caso de la señora Emilia González Tercero. CoIDH, Medidas Provisionales, Asunto 
Alvarado Reyes y otros, de 26 de noviembre de 2010 y 1 de abril de 2011. 

http:pertenecen.45
http:distinto.44
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Los atentados al derecho a la propiedad de las y los defensores pueden resultar más graves 
y tener mayores consecuencias en los casos en que las propiedades se encuentran en sitios 
aislados o considerados de alto riesgo, en razón de que las condiciones de inseguridad que 
prevalecen en zonas determinadas propician que se presenten con mayor frecuencia ataques 
contra su vida e integridad personal, sin que éstos puedan ser advertidos o denunciados por 
alguna persona. 

También se recibieron quejas en las que se denunció la destrucción y robo de materiales, 
información y documentos relacionados con los casos que investigan las y los defensores, lo 
que tiene consecuencias que van más allá de la violación al derecho a la propiedad, ya que el 
robo o destrucción de materiales recabados por defensores deriva en la obstaculización de 
acceso a la justicia, pues en ocasiones la información sustraída tiene estrecha relación con las 
investigaciones que se sustancian ante instancias de procuración de justicia o que serían pre­
sentadas ante éstas. 

De manera que la eliminación de evidencias, particularmente de aquellas que resulta im­
posible recuperar, contribuye a la impunidad e impide el esclarecimiento de los hechos. 

B. especial situación de vulneraBilidad en la Que traBajan las y los defensores 

Los hechos y ataques descritos en el apartado anterior constituyen un reflejo de la especial si­
tuación de vulnerabilidad a la que se encuentran sujetos quienes realizan labores de defensa 
y promoción de los derechos humanos. 

A lo anterior se debe añadir el caso de los defensores que se encuentran todavía más ex­
puestos a riesgos contra su vida e integridad personal, dadas las causas de especial relevancia 
pública o polémicas que defienden, a los temas que abordan y a las zonas de riesgo o ambien­
tes inseguros en que desarrollan sus actividades. 

Dentro de las causas y temas de especial relevancia pública y/o polémicos, destacan, entre 
otros, los asuntos en los que se defienden derechos laborales, de minorías sexuales, personas 
indígenas, migrantes, mujeres o integrantes de grupos delictivos. 

Por lo que hace a las zonas de riesgo, sobresalen los ambientes en los que la violencia de­
rivada de la lucha contra el criminen organizado ha dejado en especial indefensión a quienes 
claman por justicia. 

Particular énfasis debe hacerse, además, en relación con la situación de vulnerabilidad a 
que son expuestas las defensoras de los derechos humanos, quienes se enfrentan, durante el 
ejercicio de su labor, a normas culturales que favorecen los prejuicios, la exclusión y el rechazo 
por parte de las autoridades e, incluso, de la misma sociedad, quienes aún no superan los este­
reotipos y patrones socioculturales que se oponen a su participación en actividades como la 
promoción y defensa de los derechos humanos. 

Por lo anterior, es necesario que se implementen medidas y políticas integrales tendentes 
a prevenir y otorgar una mayor atención a casos relacionados con agravios cometidos en per­
juicio de defensores especialmente expuestos, a través de programas y acciones coordinadas 
que garanticen la protección de sus derechos. 

Además, los actos de violencia contra las y los defensores en especial situación de vulnera­
bilidad deben ser objeto de investigaciones oportunas, completas e imparciales, en las que se 
garantice a las víctimas el acceso pleno a una adecuada protección judicial, que reciban la 
reparación que corresponda conforme a derecho y, sobre todo, que se sancione a los respon­
sables. 

c. suBregistro de agresiones en contra de defensores de derechos humanos 

Actualmente la cultura de denuncia y recurso a los mecanismos jurisdiccionales y no jurisdiccio­
nales de protección de los derechos humanos continúa como un tema en el que es necesario 
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trabajar y sumar esfuerzos, pues resulta imperioso promover que las víctimas del delito acudan 
ante las instancias encargadas de la procuración de justicia y los organismos defensores de dere­
chos humanos, a presentar denuncias y quejas en las que se investiguen los abusos cometidos 
en su perjuicio, se acceda a la justicia y se evite tanto su repetición como la impunidad. 

Aunque en el caso de las y los defensores se tiene mayor conciencia de la trascendencia de 
denunciar y presentar quejas por violaciones a derechos humanos, las cifras que se tienen de los 
casos documentados y las investigaciones iniciadas para el esclarecimiento de los hechos, aún 
no dan cuenta de la totalidad de abusos y ataques en perjuicio de los integrantes de este gru­
po en especial situación de vulnerabilidad. 

Lo anterior se evidencia incluso en el número de quejas presentadas ante esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, pues se tiene conocimiento de que la cantidad de casos 
en que se vulneran derechos humanos en perjuicio de defensores y sus familiares es mayor al 
número de quejas integradas en este organismo nacional, ya que aunque cada vez es mayor 
el número de investigaciones iniciadas de oficio, en ocasiones no es posible continuar con las 
investigaciones debido a la falta de seguimiento o interés por parte de los agraviados, quienes 
ante el miedo de ser revictimizados, prefieren no continuar con las mismas. 

El subregistro de agresiones en perjuicio de defensores se refleja también en las investiga­
ciones realizadas por parte de los organismos encargados de la procuración de justicia. En 
efecto, mientras que en el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos humanos 
se registró en el periodo enero 2005 a mayo de 2011 un total de 523 expedientes de queja 
respecto de violaciones a los derechos humanos de defensores, las Procuradurías Generales 
de Justicia de las entidades del país reportan un total de 103 lo que indica que las autoridades 
cuentan con un diagnóstico de la realidad diverso de lo que efectivamente sucede, máxime si 
se toma en consideración que el número de quejas tramitadas por las comisiones de derechos 
humanos no dan cuenta del total de las agresiones cometidas en perjuicio de este grupo en 
especial situación de vulnerabilidad. 

La disparidad en la información se debe, entre otras razones, a que no todas las instancias 
procuradoras de justicia tienen una definición clara del trabajo que realizan las y los defenso­
res, ni cuentan con un registro específico en sus sistemas de información respecto de defen­
sores. 

En otros casos se debe, además, a la ausencia de denuncias por parte de las víctimas, ya 
que en muchas ocasiones resultan amenazadas por sus agresores para que no acudan ante 
las instancias de procuración de justicia o se desistan de sus labores de promoción y defensa 
de derechos humanos.46 

En razón de lo anterior, resulta conveniente crear bases de datos interinstitucionales que 
permitan el flujo de información respecto de los delitos cometidos contra defensores y se re­
gistren las denuncias y violaciones en su perjuicio, a efecto de garantizar que las autoridades, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, realicen las funciones de prevención e investi­
gación que tienen asignadas por mandato legal. 

d. avances en materia de protección a defensores de derechos humanos. 
el mecanismo nacional de protección para defensoras 

y defensores de derechos humanos 

La protección de los defensores de los derechos humanos tiene un efecto multiplicador en la 
protección de los derechos humanos y, a la inversa, cuando resultan víctimas de ataques, el 
respeto de los derechos humanos se ve menoscabado; por lo que es indispensable avanzar 
de manera expedita, efectiva y contundente en la implementación de acciones concretas que 

46 Caso de la señora Margarita Martínez Martínez. CIDH. Medidas cautelares 2010. 

http:humanos.46
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permitan que este importante grupo de personas realice sus labores sin temor a que sus liber­
tades fundamentales se vean transgredidas. 

Son preocupantes los abusos y arbitrariedades cometidas en perjuicio de personas dedica­
das a promover y defender los derechos humanos, quienes, en un sinnúmero de casos, resultan 
víctimas de amenazas, discriminaciones, actos de hostigamiento, injusticias y ataques a sus 
libertades fundamentales. 

Ante la creciente violencia en perjuicio de las y los defensores de derechos humanos, este 
organismo nacional reconoce la importancia de impulsar acciones coordinadas, concretas y 
eficaces con la sociedad y las autoridades de los tres ámbitos de gobierno, que permitan pre­
venir ataques en perjuicio de los integrantes de este grupo en situación de vulnerabilidad y 
que garanticen la efectiva protección de sus derechos. 

A pesar de las herramientas de protección que se han implementado y las acciones que ais­
ladamente ha venido desarrollando el Estado Mexicano, la situación de las y los defensores sigue 
enfrentando riesgos. Por ello, el gobierno federal ha manifestado su compromiso ante las ins­
tancias internacionales de derechos humanos, a efecto de implementar un Mecanismo Nacio­
nal de protección para este grupo en especial situación de vulnerabilidad. 

Al respecto, este organismo nacional considera que la función del Mecanismo debe ser 
subsidiaria y complementaria a la obligación del Estado de proteger las libertades fundamen­
tales de defensores, por lo que este instrumento debe percibirse como un mecanismo integral 
de protección, prevención e investigación, en que participen de manera activa integrantes de 
la sociedad civil y autoridades de los tres ámbitos de gobierno, durante su elaboración, fun­
cionamiento y evaluación. 

El Mecanismo, guiado por el principio de transparencia, debe ser efectivo, accesible, con­
fiable y tener capacidad de adaptación a diversas circunstancias, así como de reacción inme­
diata para atender las necesidades de defensores, especialmente de aquellos que están ex­
puestos a un mayor número de riesgos. 

Este instrumento debe servir como un canal de comunicación directo entre las y los defen­
sores y el gobierno; debe incluir acciones preventivas, así como las medidas de aplicación en 
casos urgentes, así como una evaluación periódica de los niveles de riesgo. 

Su conformación debe considerar a funcionarios del ámbito federal, quienes establecerán 
una vinculación con los servidores públicos estatales y municipales, y debe incluir a represen­
tantes de los organismos públicos, defensoras, defensores y expertos en la materia; asimismo, 
sus tareas deben cumplir con los principios de transparencia, confidencialidad, responsabilidad, 
respeto a la voluntad de la víctima y garantías de seguridad jurídica y personal. 

Los participantes del Mecanismo deben cumplir con un perfil que abone en la especialización 
y capacidad técnica en materia de derechos humanos, con conocimiento de las principales 
problemáticas, riesgos y retos que enfrentan defensores en nuestro país. Así, el funcionamien­
to del Mecanismo debe estar precedido de un estudio técnico de evaluación del riesgo a partir 
del cual se definan los ejes de acción. 

En el Mecanismo Nacional de Protección para Defensoras y Defensores de Derechos Hu­
manos debe delimitarse de manera clara y precisa la competencia y ámbitos de acción de las 
autoridades que participen en el mismo. Además, éstas deben asumir el compromiso de res­
petar sus lineamientos e implementar, desde el ámbito de sus respectivas competencias, me­
didas de investigación, prevención y protección de los derechos de las y los defensores, así como 
ejecutar procedimientos específicos y mecanismos de seguimiento respecto de los riesgos que 
enfrenta este grupo. 

Lo anterior en razón de que el Mecanismo se constituye en una de las políticas públicas en 
materia de protección de derechos humanos y de sus defensores, que debe repercutir y refle­
jarse en la agenda de temas que han de considerar las autoridades federales, locales y muni­
cipales para la integración de sus planes de desarrollo y, particularmente, debe ser tomado en 
cuenta para la implementación de acciones concretas, a efecto de garantizar la difusión y 
protección de las labores que realizan las y los defensores en México. 
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Se deberán, además, establecer canales de comunicación e investigación claros y dinámicos, 
y se deberán implementar acciones contundentes para responder ante las circunstancias y 
necesidades de defensores que buscan acceder a la justicia. 

El Mecanismo debe considerar a las mujeres defensoras civiles de derechos humanos como 
un grupo que requiere de una especial protección dada su situación de vulnerabilidad. 

Se debe definir quiénes tendrán acceso a la información con la que cuente el Mecanismo, 
basando las reservas de la misma en un listado previamente establecido. En todo caso, la que 
se haga pública, considerará que la difusión de esos datos permite una mejor protección de 
la población en riesgo. 

Finalmente, se deben contemplar, de manera inmediata, las necesidades presupuestales 
para la efectiva operación del Mecanismo Nacional de Protección para Defensoras y Defenso­
res de Derechos Humanos, pues las medidas de investigación, prevención y protección requie­
ren de recursos materiales, por lo que es necesario destinar presupuesto específico que per­
mita su pronta elaboración e implementación. 

V. CoNCLuSIoNES 

PRIMERA. El reconocimiento de las personas que realizan actividades de promoción y protec­
ción de derechos humanos y los riesgos que enfrentan durante el ejercicio de sus actividades, 
así como la sensibilización respecto de la importancia de éstas para la consolidación de una 
sociedad democrática, constituye ya de por sí una forma de prevención y protección de los 
derechos humanos de los integrantes de este grupo, así como de quienes acuden a ellos en 
búsqueda de ayuda, por lo que es necesario que las autoridades de los tres órdenes de go­
bierno sumen esfuerzos para el efectivo reconocimiento y protección de las y los defensores. 

SEGUNDA. Las y los defensores de derechos humanos constituyen un grupo en condicio­
nes de especial riesgo de vulnerabilidad que con frecuencia recibe ataques y amenazas de los 
sectores para quienes sus actividades resultan incómodas. Además, existen defensores civiles 
expuestos a un mayor número de riesgos, en razón de los casos específicos y temas que atien­
den, de la población a la que defienden y de las zonas de riesgo en las que desempeñan sus 
actividades. 

TERCERA. Existe un marco jurídico nacional e internacional que protege los derechos de las y 
los defensores, particularmente de aquellos que se encuentran estrechamente vinculados con 
las actividades que realizan, por lo que las víctimas pueden hacer efectivos los mecanismos 
universales, regionales y nacionales, en aquellos supuestos en que determinen denunciar 
violaciones a sus derechos humanos. 

CUARTA. A pesar del subregistro de datos respecto de los delitos y violaciones a derechos huma­
nos cometidas en perjuicio de defensores, del año 2005 a la fecha existe un elevado número 
de denuncias y quejas presentadas, respectivamente, ante las instancias de procuración de 
justicia y las comisiones de derechos humanos, en razón de crímenes y agresiones cometidos 
contra quienes conforman este grupo en especial situación de vulnerabilidad. 

QUINTA. Los ataques a defensores atentan, en su mayoría, contra sus derechos humanos a 
la vida, integridad, seguridad y libertad personales, al acceso a la justicia, libertad expresión, 
asociación, honra y privacidad, así como libertad de tránsito y propiedad. 

SEXTA. Los actos de intimidación, amenazas, hostigamientos, así como las detenciones arbi­
trarias y la negativa de acceso a la justicia, constituyen los principales obstáculos a que se 
enfrentan las y los defensores de los derechos humanos. 
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SÉPTIMA. El subregistro de datos respecto de los delitos y violaciones cometidas contra de­
fensores obstaculiza la elaboración de un diagnóstico completo sobre las condiciones en que 
realizan sus actividades. 

OCTAVA. La participación de las y los defensores en los mecanismos y políticas públicas de 
promoción y protección de sus libertades fundamentales resulta indispensable para que se 
generen mecanismos que garanticen de manera efectiva sus derechos humanos. 

NOVENA. Es necesario que las autoridades de los tres ámbitos de gobierno construyan un 
frente común en la prevención y protección de los derechos de los defensores, a través de la 
implementación de acciones eficaces que les permitan ejercer libremente sus actividades. 

DÉCIMA. El derecho a defender no se agota en el deber del Estado de abstenerse de interfe­
rir o restringir los derechos y actividades de los defensores, sino que supone la obligación 
positiva de generar medidas legislativas, administrativas, judiciales, económicas, sociales y 
culturales, para evitar que otras personas o entidades privadas impidan a este grupo la reali­
zación de sus labores. 

VI. PRoPuESTAS 

A la Secretaría de Gobernación: 

PRIMERA. Impulsar la utilización plena de los estándares internacionales que sirvan de guía 
para establecer líneas de acción, a efecto de proteger efectivamente los derechos de las y los 
defensores de derechos humanos. 

SEGUNDA. Coordinar el diseño e implementación interinstitucional e intersectorial de un 
Mecanismo Nacional de Protección para Defensoras y Defensores de Derechos Humanos, que 
permita la participación activa de los integrantes de ese grupo, se consideren los riesgos y 
necesidades de seguridad específicos, se contemplen disposiciones claras para denunciar 
abusos y se establezcan acciones concretas de prevención, investigación y sanción de delitos 
cometidos en su contra. 

TERCERA. Realizar una campaña pública, entre servidores públicos de los tres niveles de go­
bierno, especialmente de aquellos involucrados en funciones de seguridad pública y procuración 
de justicia, en materia de reconocimiento del trabajo de defensores de derechos humanos y 
respecto de la obligación de respetar sus derechos durante el ejercicio de sus actividades, a 
efecto de sensibilizar y dar a conocer la labor que realizan en la promoción y protección de los 
derechos humanos, así como de los principales obstáculos y riesgos que enfrentan, y con ello 
se permita que ejerzan sus actividades sin resultar víctimas de abusos por parte de las autori­
dades. 

CUARTA. Colaborar con las instancias internacionales y regionales y participar activamente en 
foros respecto de la situación de las y los defensores de derechos humanos, para conocer y 
compartir experiencias en materia de derechos humanos. 

QUINTA. Girar instrucciones para que se atiendan debidamente las solicitudes de medidas 
cautelares dictadas por los organismos de protección de derechos humanos y se adopten de 
manera inmediata acciones efectivas para su debido cumplimiento. 
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SEXTA. Promover la regulación, a nivel federal, estatal y municipal relacionada con el uso de 
la fuerza pública en la contención del derecho a la protesta social, a la luz de los estándares 
nacionales e internacionales de derechos humanos. 

A la Secretaría de Seguridad Pública Federal: 

PRIMERA. Desarrollar, mediante políticas públicas de prevención del delito, elaboradas en coor­
dinación con las autoridades que realizan funciones en materia de seguridad pública, un en­
torno con el que se garantice la defensa de los derechos humanos sin temor a represalias, inti­
midación o difamación, así como tomar medidas para hacer frente a las causas subyacentes 
a los ataques. 

SEGUNDA. Girar instrucciones para que los servidores públicos de esa dependencia permitan 
que los defensores desarrollen sus actividades sin resultar víctimas de injerencias arbitrarias 
en su persona, domicilio o propiedades. 

TERCERA. Garantizar que durante el ejercicio de funciones, los servidores públicos de esa 
dependencia respeten los derechos de las y los defensores y se abstengan de incurrir en un 
uso arbitrario de la fuerza pública. 

CUARTA. Girar instrucciones para que los servidores públicos de esa dependencia permitan 
que las y los defensores, que participan en manifestaciones públicas, ejerzan su derecho libre­
mente y sin más restricciones que las que establece previamente la ley, sus derechos de expre­
sión, asociación y protesta. 

QUINTA. Girar instrucciones para que los defensores que resultan detenidos con motivo del 
ejercicio de su actividad, sean puestos sin demora a disposición de las autoridades ministeria­
les correspondientes, y no sean sometidos a retenciones arbitrarias. 

SEXTA. Girar instrucciones para que se atiendan debidamente las solicitudes de medidas 
cautelares dictadas por los organismos de protección de derechos humanos y se adopten de 
manera inmediata acciones efectivas para su debido cumplimiento. 

A la Procuraduría General de la República: 

PRIMERA. Adoptar las medidas necesarias para garantizar su participación en la elaboración, 
desarrollo y ejecución del Mecanismo Nacional de Protección para Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos, y que éste sea considerado en las acciones concretas en favor de la pro­
moción y defensa de los derechos de las y los defensores. 

SEGUNDA. Emitir disposiciones dirigidas a los servidores públicos de esa dependencia para 
que, en el ejercicio de sus funciones, respeten las garantías judiciales de defensores de derechos 
humanos y se les permita el acceso a los mecanismos de protección de justicia, sin ser some­
tidos a cargas procesales o discriminaciones que obstaculicen su labor. 

TERCERA. Girar instrucciones para que se atiendan debidamente las solicitudes de medidas 
cautelares dictadas por los organismos de protección de derechos humanos y se adopten de 
manera inmediata acciones efectivas para su debido cumplimiento. 

CUARTA. Elaborar un Protocolo de Investigación en que se establezcan lineamientos precisos 
para garantizar que durante las investigaciones iniciadas por delitos cometidos contra defen­
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sores se respeten los principios de inmediatez, exhaustividad, efectividad, objetividad, impar­
cialidad, confidencialidad y transparencia, y se sancione a los responsables. 

QUINTA. Participar, de manera conjunta con las Procuraduría Generales de Justicia de los Es­
tados, en la elaboración de una base de datos interinstitucional, en la que se registre informa­
ción respecto de las denuncias formuladas por agresiones cometidas en perjuicio de defenso­
res y considerar en la misma la relación entre la labor que desempeñan y la agresión de la que 
resultaron víctimas. 

SEXTA. Impulsar acciones concretas de atención jurídica, psicológica y de rehabilitación en 
favor de las víctimas defensores de derechos humanos. 

SÉPTIMA. Proporcionar a las instancias de promoción y protección de derechos humanos la 
información que le sea solicitada respecto del progreso de las investigaciones en las que se 
encuentren relacionados defensores. 

A los gobernadores de las entidades de la República: 

PRIMERA. Adoptar las medidas necesarias para garantizar su participación en la elaboración, 
desarrollo y ejecución del Mecanismo Nacional de Protección para Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos, y que éste sea considerado en las políticas públicas de los planes estata­
les de desarrollo y en las acciones concretas en favor de la promoción y defensa de los derechos 
de las y los defensores. 

SEGUNDA. Girar instrucciones para que las autoridades estatales a quienes se les soliciten 
medidas cautelares en favor de defensores y sus familiares, atiendan debidamente los reque­
rimientos de los organismos protectores de derechos humanos y, consecuentemente, imple­
menten acciones inmediatas y efectivas para su debido cumplimiento. 

TERCERA. Emitir una circular dirigida a los servidores públicos de las Procuradurías Generales 
de Justicia, en sus respectivas entidades federativas, para que, en el ejercicio de sus funciones, 
respeten las garantías judiciales de las y los defensores y se les permita el acceso a los meca­
nismos de protección de justicia, sin ser sometidos a cargas procesales o discriminaciones que 
obstaculicen su labor. 

CUARTA. Girar instrucciones a las Procuradurías Generales de Justicia en sus respectivos estados, 
a efecto de que se elabore un Protocolo de Investigación en que se establezcan lineamientos 
precisos para garantizar que durante las investigaciones iniciadas por delitos cometidos contra 
defensores se respeten los principios de inmediatez, exhaustividad, efectividad, objetividad, 
imparcialidad, confidencialidad y transparencia, y se sancione a los responsables. 

QUINTA. Girar instrucciones para que las Procuradurías Generales de Justicia de sus respectivas 
entidades federativas participen de manera conjunta con la Procuraduría General de la Repú­
blica y las instancias encargadas de la protección de justicia de todos los estados, en la elabo­
ración de una base de datos interinstitucional en la cual se registre información respecto de las 
denuncias formuladas por agresiones cometidas contra defensores y considerar en la misma 
la relación entre la labor que desempeñan y la agresión de la que resultaron víctimas. 

SEXTA. Girar instrucciones para que las autoridades estatales y municipales, en sus respectivas 
competencias, impulsen acciones concretas de atención jurídica, psicológica y de rehabilitación 
en favor de las víctimas defensores de derechos humanos. 
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SÉPTIMA. Girar instrucciones para que las dependencias de gobierno de sus respectivas enti­
dades federativas, particularmente las Procuradurías Generales de Justicia, proporcionen a las 
instancias de promoción y protección de derechos humanos la información que les sea solici­
tada respecto del progreso de las investigaciones en las que se encuentren relacionados de­
fensores de derechos humanos. 

Dr. Raúl Plascencia Villanueva 
México, D. F., 6 de julio de 2011 
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Actividades de la CNDH
 

��Presidencia 

•	 Participación en el Encuentro “La Constitución y los Derechos Humanos”, 
en la ciudad de México 

El 1 de julio de 2011, el Presidente de la CNDH, doctor Raúl Plascencia Villanueva, participó 
en el Encuentro “La Constitución y los Derechos Humanos”, que se llevó a cabo en el Centro 
Histórico de la ciudad de México, dentro del marco de la reforma constitucional en materia 
de Derechos Humanos. 

En esa ocasión, el Titular de la Comisión Nacional subrayó que la participación de una so­
ciedad activa y defensora de los derechos y las leyes es una condición necesaria para fortalecer 
la cultura de la legalidad, en donde los actores políticos y sociales respeten los principios de­
mocráticos que nos rigen. 

•	 Asistencia a la inauguración del Primer Foro sobre Seguridad Pública 
y Derechos Humanos, en la ciudad de México 

El 1 de julio del presente año, el Titular de la CNDH asistió a la ceremonia de inauguración 
del Primer Foro sobre Seguridad Pública y Derechos Humanos; en la ceremonia, celebrada en 
las instalaciones del Centro Nacional de los Derechos Humanos, el Ombudsman nacional se­
ñaló que una cultura de los Derechos Humanos demanda la suma de esfuerzos para hacerlos 
efectivos en favor de todas las personas; asimismo, indicó que las constantes violaciones a 
los Derechos Humanos deben ser motivo de unión para solventar todo tipo de injusticias y 
avanzar hacia una cultura de la legalidad. 

•	 Firma de 11 convenios de colaboración con las organizaciones de la sociedad civil 
que integran la Red México y sus Derechos Humanos 

El 1 de julio de 2011, el Titular de la CNDH, en el marco del Primer Foro sobre Seguridad Pú­
blica y Derechos Humanos, firmó 11 convenios de colaboración con las organizaciones de la 

C N D H  
sociedad civil que integran la Red México y sus Derechos Humanos. 1990/2011 

A
ct

iv
id

ad
es


 

93 



GACETA 
JUL/2011 

94 

A
ct

iv
id

ad
es

 

 

 

 

 

 

 

 
 

  

En la ceremonia, celebrada en las instalaciones del Centro Nacional de Derechos Humanos, 
el Titular de la CNDH expresó que con la firma de estos convenios la CNDH se compromete a 
promover la capacitación y la enseñanza de los Derechos Humanos, así como a impulsar y pro­
poner programas de difusión a través de campañas sociales, de información y asesoramiento 
en la materia. 

•	 Participación en el Seminario sobre la Reforma Constitucional en Materia 
de Derechos Humanos, en la ciudad de México 

El 6 de julio del año en curso, el doctor Raúl Plascencia Villanueva, Presidente de la CNDH, 
participó en el Seminario sobre la Reforma Constitucional en Materia de Derechos Humanos, 
evento que se realizó en las instalaciones del Museo Nacional de Arte, y en el que el Ombuds­
man nacional reiteró el compromiso de la Comisión Nacional por seguir uniendo esfuerzos 
para fortalecer esta nueva etapa en el México contemporáneo, donde los derechos funda­
mentales de las personas serán respetados y garantizados, demostrando que en este país los 
Derechos Humanos son un compromiso de todos. 

•	 Presentación del Informe El Derecho a Defender. Informe Especial sobre 
la Situación de las y los Defensores de los Derechos Humanos en México 

El 6 de julio de 2011, el doctor Raúl Plascencia Villanueva presentó el Informe de la CNDH de­
nominado El Derecho a Defender. Informe Especial sobre la Situación de las y los Defensores 
de los Derechos Humanos en México, en el marco del Seminario sobre la Reforma Constitu­
cional en Materia de Derechos Humanos, organizado por la Comisión Nacional y que se rea­
lizó en las instalaciones del Museo Nacional de Arte, ubicado en el Centro Histórico de la ciudad 
de México. 

•	 Asistencia al evento “Derechos Humanos. México y la oNu: 
Construyendo Hacia el Futuro”, en la ciudad de México 

El 6 de julio de 2011, el Ombudsman nacional hizo acto de presencia en el evento denomina­
do “Derechos Humanos. México y la ONU: Construyendo Hacia el Futuro”, que se llevó a cabo 
en la Residencia Oficial de Los Pinos. 

Ante el Titular del Poder Ejecutivo Federal y la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, el doctor Raúl Plascencia Villanueva subrayó que el avance de la 
sociedad y de las instituciones públicas resulta difícil cuando se actúa de manera independien­
te, por lo que la CNDH se ha dado a la tarea de sumar esfuerzos para que el respeto a los De­
rechos Humanos sea un compromiso común. 

•	 Firma del Acuerdo por el que se establecen las bases del Mecanismo de Protección 
de Defensoras y Defensores de los Derechos Humanos a partir de la 
instrumentación de acciones coordinadas que en el ámbito de sus atribuciones 
desarrollarán la Secretaría de Gobernación, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República 

El 6 de julio de 2011, el Ombudsman nacional asistió a la ceremonia de firma del Acuerdo por el 
que se establecen las bases del Mecanismo de Protección de Defensoras y Defensores de los 
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Derechos Humanos, a partir de la instrumentación de acciones coordinadas que en el ám­
bito de sus atribuciones desarrollarán la Secretaría de Gobernación, las dependencias y enti­
dades de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República, en el 
marco del evento denominado “Derechos Humanos. México y la ONU: Construyendo Hacia 
el Futuro”, que se realizó en el salón Adolfo López Mateos ubicado en la Residencia Oficial de 
Los Pinos. 

•	 Recepción de la Presea Vasco de Quiroga al Mérito Jurídico 

El 8 de julio de 2011, el Titular de la CNDH recibió la Presea Vasco de Quiroga al Mérito Jurí­
dico, reconocimiento que otorga la Barra Nacional de Abogados, A. C. 

En la ceremonia realizada en conmemoración del Día del Abogado, el Ombudsman nacio­
nal expresó que aceptó la presea como una distinción a la tarea que desarrolla la Comisión en 
favor de la protección, defensa, promoción y divulgación de los Derechos Humanos de nues­
tra sociedad; asimismo, el Titular de la CNDH recalcó la necesidad de generar los mejores dise­
ños, de acuerdo con los más altos estándares internacionales que permitan alcanzar una mejor 
justicia, legalidad e igualdad, como lo planteaba hace cientos de años Vasco de Quiroga. 

•	 Participación en la ceremonia de inauguración de la Jornada Regional de Trabajo 
con organizaciones de la Sociedad Civil, en Tijuana, Baja California 

El 13 de julio del presente año, el Presidente de la CNDH se trasladó a la ciudad de Tijuana, 
Baja California, para participar en la ceremonia de inauguración de la Jornada Regional de 
Trabajo con Organizaciones de la Sociedad Civil. 

En su intervención, el doctor Raúl Plascencia Villanueva, Presidente de la CNDH, recalcó que 
la situación que enfrenta el país en materia de seguridad pública compromete a todos a orien­
tar y fomentar nuevas estrategias para evitar que se siga dañando el tejido social, en particular 
la esfera de derechos y libertades de personas inocentes ajenas a la delincuencia; asimismo, 
subrayó que para fortalecer el Estado de Derecho al que aspiramos todos los mexicanos debe 
eliminarse la impunidad en contra de los migrantes y las víctimas del delito. 

��Primera Visitaduría General 

PRoGRAMA DE VIH 

•	 Impartición del Taller Interculturalidad y Derechos Humanos, en Tepojaco, Hidalgo 

El 6 de julio de 2011, en Tepojaco, Hidalgo, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director 
del Programa de VIH, así como el capacitador Juan Alfonso Torres Sánchez, impartieron el 
Taller Interculturalidad y Derechos Humanos, dirigido a personal de salud de la Secretaría de 
Salud del estado de Hidalgo, ocasión en la que se discutió la importancia del fortalecimiento 
de la identidad, la autoestima y la tolerancia; la equidad o igualdad entre los pueblos; el res­
peto a su diversidad, y la relación entre los diferentes grupos o culturas. 

A través de la sensibilización se busca fomentar el proceso formativo y la adquisición de 
competencias para mejorar los servicios de salud. Así, se logró que el participante desarrolla­
ra mayor conciencia y sensibilización hacia la pluralidad cultural, su integración social y la im­
portancia del respeto a los Derechos Humanos. 
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•	 Impartición del Taller Normatividad Nacional en Salud y Derechos Humanos, 
en Tepojaco, Hidalgo 

El 6 de julio del presente año, el licenciado Ricardo Hernández Forcada y el señor Juan Alfon­
so Torres Sánchez, Director y capacitador del Programa de VIH de esta Comisión Nacional, 
impartieron el Taller Normatividad Nacional en Salud y Derechos Humanos, donde se presentó 
y discutió la normativa vigente relacionada con el derecho a la salud y los Derechos Humanos 
de los usuarios de los servicios de salud. 

El Taller, que se llevó a cabo en Tepojaco, Hidalgo, estuvo dirigido a personal de salud de di­
versas jurisdicciones sanitarias del sur del estado de Hidalgo, y durante el desarrollo del mismo 
los participantes despejaron dudas sobre la aplicación de la normativa en el campo laboral. 

•	 Impartición del Taller Discriminación y Derechos Humanos de las Personas 
que Viven con VIH/SIDA, en el Distrito Federal 

En respuesta a la petición de la Unidad Médica Familiar Número 1 del IMSS, en el Distrito 
Federal, el 7 de julio del año en curso la licenciada Rocío Verdugo Murúa, Subdirectora del 
Programa de VIH, así como el señor Manuel López Castañeda, asistieron a dicha Unidad Mé­
dica a impartir el Taller Discriminación y Derechos Humanos de las Personas que Viven con 
VIH/SIDA, dirigido a residentes de dicho nosocomio. 

El objetivo del curso fue brindar información sobre los Derechos Humanos de las personas 
que viven con VIH, en relación con su salud, así como sensibilizar a los médicos en la impor­
tancia de atender a los pacientes con dignidad y no cayendo en actos discriminatorios y estig­
matizantes. 

•	 Impartición de la plática “Derechos Humanos de las personas 
que viven con VIH”, en el Distrito Federal 

El 13 de julio de 2011, personal del Programa de VIH de esta Comisión Nacional ofreció una 
plática con información sobre los derechos de las personas que viven con el VIH, dirigida a la 
población que se atiende en el Hospital General de Zona Número 98 del IMSS, en el Distrito 
Federal. 

El objetivo fue que los usuarios de los servicios de la clínica conocieran y discutieran sobre 
los principales problemas que enfrentan y que podrían ser presuntas violaciones a sus Derechos 
Humanos por parte del personal que los atiende y la manera de presentar sus quejas ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

La plática fue impartida por el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa 
de VIH, y el señor Juan Alfonso Torres Sánchez, capacitador del mismo. 

•	 Impartición del Taller Marco Jurídico en VIH y Derechos Humanos, 
en Mazatlán, Sinaloa 

El 16 de julio del presente año se llevó a cabo el Taller Marco Jurídico en VIH y Derechos Hu­
manos, dirigido a personas con VIH, con la finalidad de brindarles información sobre sus de­
rechos, sobre todo en relación con la no discriminación y la salud de las personas que viven 
con VIH. 

Durante el Taller, los participantes conocieron el marco jurídico en materia de salud y los 
Derechos Humanos que éste garantiza, así como los ámbitos de competencia de los organis­
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mos de protección de los Derechos Humanos, y se les ofreció información sobre cómo pre­
sentar una queja. 

En esta actividad participaron 26 personas provenientes de las asociaciones civiles Compar­
tiendo Retos y Frenpavih Sinaloa. 

•	 Asistencia al Primer Encuentro Nacional de la Red Mexicana 
de la Reducción de los Daños, en Villahermosa, Tabasco 

En respuesta a la iniciativa de las organizaciones civiles Programa Compañeros y Population 
Services International (Psi México), y en el contexto del XII Congreso Nacional de SIDA y Otras 
Infecciones de Transmisión Sexual, el Programa de VIH de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos asistió, el 25 de julio de 2011, al Primer Encuentro Nacional de la Red Mexicana de 
la Reducción de los Daños. 

En la inauguración, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/ 
SIDA de este Organismo Nacional, señaló que el derecho a la salud implica recibir servicios de 
salud sin miedo de ser castigado, lo cual es importante en el contexto de la atención y la pre­
vención del VIH/SIDA en personas usuarias de drogas inyectables (UDI). 

En esa ocasión se afirmó que en México esta población constituye cerca del 1 % de los 
casos acumulados de SIDA, y se concentra en ciudades de la frontera norte, sin embargo, ya 
se identifican lugares de consumo en otros puntos del país, como Guadalajara y la zona co­
nurbada del Distrito Federal. Se destacó que en la atención e esta población deben respetarse 
sus derechos, y que para ello la perspectiva de reducción del daño es fundamental. Se señaló 
que los UDI viven en un ambiente de criminalización y, debido al estigma, se alejan de los ser­
vicios de salud y educación, lo que da como resultado que no se respete su derecho a la infor­
mación, por lo que desconocen las formas más seguras de inyectarse para evitar infecciones 
virales como el VIH y las hepatitis B y C, entre otras. Igualmente, se destacó cuáles son las prin­
cipales violaciones a los Derechos Humanos que sufren estas personas. 

•	 Participación en el Foro Nacional de Jóvenes: Dando una Respuesta 
Integral al VIH, en Villahermosa, Tabasco 

En la ciudad de Villahermosa, Tabasco, en el contexto del XII Congreso Nacional de SIDA y Otras 
Infecciones de Transmisión Sexual, en atención a la invitación de la Coalición de Jóvenes por 
la Salud y la Educación Sexual, el 25 de julio de 2011 el Programa de VIH de la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos participó, por conducto de su director, Ricardo Hernández 
Forcada, en el Foro Nacional de Jóvenes: Dando una Respuesta Integral al VIH. 

Este Foro tuvo como objetivo fortalecer la agenda política nacional destinada a dar una res­
puesta integral al VIH/SIDA, que incluya aspectos relacionados con la salud sexual y reproduc­
tiva de las y los jóvenes a nivel local, regional y nacional. 

Asistieron más de 50 jóvenes de Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chihuahua, 
Coahuila, Estado de México, Jalisco, Morelos, Puebla, Tabasco, Tlaxcala, Querétaro, Quintana 
Roo, Yucatán y el Distrito Federal. 

El Programa de VIH de esta Comisión Nacional participó directamente en las mesas de tra­
bajo en las que se analizaron los compromisos internacionales, como el párrafo 25 de la Decla­
ración Política de UNGASS (United Nations General Assembly on Aids), del pasado junio de 
2011, que identifica la importancia de los jóvenes en la respuesta al SIDA. 

También se destacaron los compromisos del Estado mexicano en la Declaración Ministerial 
Prevenir con Educación, firmada en México en agosto de 2008, por ministros de salud y edu­
cación de América Latina y el Caribe. 
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Una de las conclusiones de este Foro fue la importancia de asegurar el acceso a servicios 
de salud, el respeto a sus derechos sexuales y reproductivos, así como los retos que represen­
tan las limitaciones de edad para la prueba de detección de anticuerpos al VIH. 

Además, exigieron el reconocimiento e inclusión de jóvenes en condición de vulnerabilidad, 
como son usuarios y usuarias de drogas inyectadas, travestis, transgénero, transexuales, traba­
jadoras y trabajadoras sexuales, jóvenes con VIH y en situación de calle, personas privadas de 
su libertad, mujeres, indígenas, personas con discapacidad, gays, lesbianas, bisexuales y otras 
poblaciones en situación de vulnerabilidad. 

El Programa de VIH de esta Comisión Nacional también participó en el “Diálogo con las au­
toridades y aliados”. 

•	 Impartición del Taller VIH/SIDA, Avances y Retos Normativos 
en Derechos Humanos y Política Pública, en Villahermosa, Tabasco 

El 28 de julio de 2011, en el contexto del XII Congreso Nacional de SIDA y Otras Infecciones 
de Transmisión Sexual, se llevó a cabo el Taller VIH/SIDA, Avances y Retos Normativos en De­
rechos Humanos y Política Pública, en el que el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Direc­
tor del Programa de VIH de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, analizó la nueva 
Norma Oficial Mexicana NOM-010-SSA2-2010, Para la Prevención y el Control de la Infección 
por Virus de la Inmunodeficiencia Humana, así como algunos de los retos actuales en la ma­
teria, por ejemplo la homofobia, el machismo, el clasismo y el racismo, que obstaculizan la 
respuesta a la pandemia. Igualmente, se refirió al caso de las mujeres, las mujeres transgénero, 
los hombres que tiene sexo con hombres, los usuarios de drogas inyectables y los niños y niñas, 
como poblaciones que enfrentan especiales condiciones de vulnerabilidad, tanto al VIH como 
a las violaciones a sus Derechos Humanos. Asimismo, se refirió a la reforma constitucional en 
materia de Derechos Humanos de este año. 

•	 Impartición del Taller Recursos Jurídicos para la Defensa 
de los Derechos Humanos y el VIH, en Villahermosa, Tabasco 

El 29 de julio de 2011, en el contexto del XII Congreso Nacional de SIDA y Otras Infecciones de 
Transmisión Sexual, en la ciudad de Villahermosa, Tabasco, se llevó a cabo la impartición del 
Taller Recursos Jurídicos para la Defensa de los Derechos Humanos y el VIH, en el que el licen­
ciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH de esta Comisión Nacional, 
explicó la competencia de los Organismos Públicos de Promoción y Defensa de los Derechos 
Humanos y sus nuevas atribuciones a partir de la reforma constitucional en materia de Dere­
chos Humanos. En su turno, la licenciada Estefanía Vela, responsable del Área de Derechos 
Sexuales y Reproductivos del CIDE, explicó los recursos de defensa por la vía jurisdiccional y 
los alcances y experiencias recientes de litigio estratégico para la defensa de estos derechos. 

PRoGRAMA DE ATENCIÓN A VíCTIMAS DEL DELITo 

•	 Atención psicoterapéutica a servidores públicos por desgaste profesional, en Durango 

Del 30 de junio al 2 de julio de 2011, en la ciudad de Durango, Durango, personal de la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos, en colaboración con el Presidente de la Asociación 
Civil Ámame Crisis, doctor Ignacio Jarero Mena, se proporcionó atención psicoterapéutica de 
EMDR a un número importante de servidores públicos que han sufrido severo desgaste pro­
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fesional por empatía, entre otros trastornos, lo anterior derivado del impacto recibido por los 
servicios profesionales que prestan. 

Cabe aclarar que con dicha asociación se firmó un convenio de colaboración el 8 de 
marzo de 2010, como parte de los trabajos de la Red de Atención Integral para Víctimas del 
Delito. 

•	 Reunión con la Consejería Jurídica del Gobierno del estado de Chihuahua 
y con la Fiscalía General del estado de Chihuahua 

El 5 de julio de 2011, la doctora Ana Gloria Robles Osollo, Directora de Área del Programa de 
Atención a Víctimas del Delito de la CNDH, se reunió con personal de la Consejería Jurídica 
del Gobierno del estado de Chihuahua y de la Fiscalía General del estado de Chihuahua, con 
la finalidad de presentar la Red de Atención Integral a Víctimas del Delito de Secuestro. 

��Tercera Visitaduría General 

PRoGRAMA DE VISITAS A LuGARES DE DETENCIÓN EN EJERCICIo 
DE LAS FACuLTADES DEL MECANISMo NACIoNAL DE PREVENCIÓN DE LA 
ToRTuRA Y oTRoS TRAToS o PENAS CRuELES, INHuMANoS Y DEGRADANTES 

•	 Visitas de seguimiento a los siguientes Informes: 3/2009, Sobre Centros Federales 
de Readaptación Social; 1/2010, Sobre los Lugares de Detención e Internamiento 
que Dependen del Gobierno del Estado de Aguascalientes, y 2/2010, Sobre los 
Lugares de Detención que Dependen de los HH. Ayuntamientos del Estado 
de Aguascalientes 

Con objeto de concluir el seguimiento de los Informes del Mecanismo Nacional 3/2009, así co­
mo 1 y 2 de 2010, se realizaron visitas al Cefereso Número 3 Noreste, así como a 33 lugares 
de detención en el estado de Aguascalientes, mismos que se describen a continuación: 

cefeReso núMeRo 3 noReste 

A efecto de constatar los avances a las observaciones señaladas en el Informe 3/2009, se llevó 
a cabo una visita de seguimiento a dicho centro federal, ubicado en Matamoros, Tamaulipas. 

luGaRes de detención Que dependen del GobieRno del estado de aGuascalientes, 
a los Que se RealizaRon Visitas de seGuiMiento 

En cuanto a los lugares de detención que dependen de la Procuraduría General de Justicia, 
se llevaron a cabo visitas a 14 Agencias del Ministerio Público, ubicadas en los municipios de 
Aguascalientes, Asientos, Calvillo, Cosío, Palo Alto El Llano, Jesús María, Pabellón de Arteaga, 
Rincón de Romos, San Francisco de los Romo, San José de Gracia y Tepezalá, así como al Cen­
tro de Arraigo localizado en la ciudad de Aguascalientes. 

Respecto de los lugares de detención que dependen de la Secretaría de Seguridad Pública, 
se visitaron tres centros para varones adultos, incluyendo el de mínima seguridad, uno para 
mujeres, así como el Centro Estatal para el Desarrollo del Adolescente. 

De igual forma, se visitó el Albergue “Margarita Maza de Juárez”, el cual depende del Sis­
tema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia. 



          
   

 
 
 

     
  

 

 
 

 
 

 
  

  

 

 
 

 
 

Finalmente, se constataron las acciones emprendidas en el Hospital Psiquiátrico “Gustavo 
León Mojica”, bajo la jurisdicción de la Secretaría de Salud de esa entidad. 

luGaRes de detención supeRVisados Que dependen de los hh. ayuntaMientos 

del estado de aGuascalientes 

En relación con estos lugares se realizaron visitas a 11 separos de las Direcciones de Seguridad 
Pública Municipal, ubicados en los municipios de Aguascalientes, Asientos, Calvillo, Cosío, Palo 
Alto El Llano, Jesús María, Pabellón de Arteaga, Rincón de Romos, San Francisco de los Romo, 
San José de Gracia y Tepezalá. 

��Cuarta Visitaduría General 

DIRECCIÓN DE PRoMoCIÓN Y DIFuSIÓN DE DERECHoS HuMANoS
 
DE LoS PuEBLoS Y CoMuNIDADES INDíGENAS
 

•	 Actividades de divulgación 

La Cuarta Visitaduría General ha realizado diversas actividades que se inscriben en el contex­
to de la capacitación y la enseñanza, con el propósito de fortalecer el respeto a los Derechos 
Humanos de los indígenas, su cultura y sus tradiciones, a través de las tareas de divulgación 
y promoción. 

Este esfuerzo se ha extendido a las entidades federativas en cuyo territorio se asientan los 
pueblos y comunidades indígenas, y ha contado con la participación activa de las Comisiones 
y Procuradurías Estatales de Derechos Humanos, con quienes se ha trabajado de manera 
coordinada y armónica. 

Las actividades que en materia de divulgación y promoción se desarrollaron del 1 al 15 de 
julio de 2011 se resumen a continuación: 

—	 El 1 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas”, en el municipio de Aguascalientes, Aguascalientes, a la que asistieron 20 
servidores públicos. 

—	 El 1 de julio se platicó sobre los Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indí­
genas, en el municipio de Aguascalientes, Aguascalientes, contándose con la asistencia 
de 25 servidores públicos. 

—	 El 1 de julio se impartió la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas”, en el municipio de Aguascalientes, Aguascalientes, a la que asistieron 17 
servidores públicos. 

—	 El 4 de julio se llevó a cabo el Foro Los Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas, en Ciudad Obregón, Sonora, al que asistieron 650 personas indígenas. 

—	 El 8 de julio tuvo lugar el Taller Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades Indí­
genas, en el municipio de Acaxotitlán, Hidalgo, al que asistieron 32 servidores públicos. 

—	 El 8 de julio se realizó el Taller Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades Indí­
genas, en la comunidad Los Reyes, municipio Acaxotitlán, Hidalgo, al que asistieron 35 
personas de la comunidad. 

— El 11 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad San Simón de la Laguna, municipio Donato Guerra, Estado GACETA 

JUL/2011	 de México, a la que asistieron 47 personas de la comunidad. 
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—	 El 11 de julio se llevó a cabo la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad Mecatlán, municipio Tamazunchale, San Luis Potosí, a la 
que asistieron 18 personas de la comunidad. 

—	 El 12 de julio tuvo lugar el Taller Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades In­
dígenas, en el municipio de Donato Guerra, Estado de México, al que asistieron 35 
servidores públicos. 

—	 El 12 de julio se platicó sobre los Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas, en la comunidad de Tuzantla, municipio Tamazunchale, San Luis Potosí, con­
tándose con la asistencia de 22 personas de la comunidad. 

—	 El 12 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad de Pequetzén, municipio Tancanhuitz, San Luis Potosí, a la 
que asistieron 52 personas de la comunidad 

—	 El 13 de julio se llevó a cabo la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad Señor, municipio de Felipe Carrillo Puerto, Quintana Roo, 
a la que asistieron 78 personas de la comunidad. 

—	 El 13 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad Kancabchen, municipio José María Morelos, Quintana Roo, 
a la que asistieron 24 personas de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se llevó a cabo la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad de Hampolol, Campeche, a la que asistieron 90 personas 
de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se platicó sobre los Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas, en el municipio de Tenabo, Campeche, contándose con la asistencia de siete 
personas de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad de Tamala, municipio Ixtlahuacan, Colima, a la que asistie­
ron 25 personas de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se platicó sobre los Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas, en la comunidad Dziuche, municipio José María Morelos, Quintana Roo, a la 
que asistieron 22 personas de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se llevó a cabo la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad Kuchumatam, municipio Bacalar, Quintana Roo, a la que 
asistieron 29 personas de la comunidad. 

—	 El 14 de julio se ofreció la plática “Derechos Humanos de los pueblos y comunidades 
indígenas”, en la comunidad San Isidro La Laguna, municipio Bacalar, Quintana Roo, a 
la que asistieron 38 personas de la comunidad. 

—	 El 15 de julio se realizó el Taller Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades Indí­
genas, en el municipio de Champotón, Campeche, al que asistieron 45 personas de la 
comunidad. 

—	 El 15 de julio se platicó sobre los Derechos Humanos de los pueblos y comunidades in­
dígenas, en la comunidad de Suchitlán, municipio Comala, Colima, contándose con la 
asistencia de 38 personas de la comunidad. 

PRoGRAMA DE GESTIÓN DE BENEFICIoS DE LIBERTAD ANTICIPADA 
A INDíGENAS EN RECLuSIÓN 

•	 Visitas a Centros de Readaptación Social 

En el marco del Programa de Gestión de Beneficios de Libertad Anticipada a Indígenas en 

Reclusión, se visitaron diversos Centros de Readaptación Social que cuentan con población 


C N D H
indígena, realizándose las actividades que se reflejan en el siguiente cuadro:	 1990/2011 
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Entidad 
federativa 

Fecha 
Nombre del 

Cereso 
Orientaciones Peticiones 

Internos  
entrevistados 

Jalisco 1 de julio Cereso Femenil 
de Jalisco 

1 0 1 

Jalisco 1 de julio Reclusorio 
Preventivo de 
Guadalajara 

1 6 7 

Estado 
de México 

7 de julio Centro 
Preventivo y de 
Readaptación 
Social 
“Santiaguito” 

37 30 67 

Totales 39 36 75 

PRoGRAMA DE ASuNToS DE LA MuJER Y DE IGuALDAD
 
ENTRE MuJERES Y HoMBRES
 

•	 Actividades de divulgación 

Durante julio de 2011 se realizaron 33 actividades de capacitación, contándose con un total 
de 657 personas capacitadas (427 mujeres y 230 hombres): 

—	 El 1 de julio se impartieron dos conferencias con el título “Derechos Humanos de las 
mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, a las que asistieron 
16 personas (cuatro mujeres y 12 hombres, estudiantes de educación superior). 

—	 El 6 de julio se llevó a cabo la conferencia “Derechos Humanos y reforma constitucional 
2011”, en la ciudad de México, a la que asistieron 10 personas (ocho mujeres y dos 
hombres, integrantes de una organización social defensora de los Derechos Humanos). 

—	 El 7 de julio se dictaron seis conferencias con el tema “Derechos Humanos de las mujeres 
y violencia de género”, en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, a las que asistieron 118 
personas (76 mujeres y 42 hombres, alumnos de educación superior). 

—	 El 8 de julio se impartieron siete conferencias con el título “Reforma constitucional, De­
rechos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Cuernavaca, Morelos, 
contándose con la asistencia de 126 personas (104 mujeres y 22 hombres, alumnos de 
educación superior). 

—	 El 14 de julio se llevaron a cabo tres conferencias con el título “Instrumentos internacio­
nales de Derechos Humanos en favor de la igualdad y la no violencia contra la mujer, 
reforma constitucional, Derechos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la 
ciudad de México, a las que asistieron 64 personas (29 mujeres y 35 hombres, alumnos 
de educación superior). 

—	 El 20 de julio se dictó la conferencia “Reforma constitucional, Derechos Humanos de las 
mujeres y violencia de género”, en la Ciudad de Oaxaca, Oaxaca, a la que asistieron 46 
personas (35 mujeres y 11 hombres, estudiantes de educación superior). 

— El 21 de julio se impartieron dos conferencias con el título “Reforma constitucional, 
Derechos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Oaxaca, 
Oaxaca, con la asistencia de 95 personas (63 mujeres y 32 hombres, estudiantes de edu-GACETA 

JUL/2011	 cación superior). 
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—	 El 22 de julio se ofrecieron dos conferencias con el título “Reforma constitucional, Dere­
chos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Oaxaca, Oaxaca, a 
las que asistieron 46 personas (26 mujeres y 20 hombres, estudiantes de educación su­
perior). 

—	 El 28 de julio se dictaron dos conferencias con el título “El derecho a la igualdad en el 
sistema de justicia penal y Derechos Humanos de las mujeres en reclusión”, en la ciudad 
de México, a las que asistieron 44 personas (16 mujeres y 28 hombres, estudiantes de 
educación superior). 

—	 El 28 de julio se llevaron a cabo tres conferencias con el título “Reforma constitucional, 
Derechos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Cuernavaca, 
Morelos, a las que asistieron 40 personas (36 mujeres y cuatro hombres, estudiantes de 
educación superior). 

—	 El 29 de julio se impartieron cuatro conferencias con el título “Reforma constitucional, 
Derechos Humanos de las mujeres y violencia de género”, en la ciudad de Cuernavaca, 
Morelos, a las que asistieron 52 personas (30 mujeres y 22 hombres, estudiantes de 
educación superior). 

��Quinta Visitaduría General 

PRoGRAMA DE ATENCIÓN AL MIGRANTE 

•	 Presentación del Informe Especial El Derecho a Defender, Situación 
de las y los Defensores de Derechos Humanos en México 

El 6 de julio de 2011, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos hizo público el Infor­
me Especial El Derecho a Defender, Situación de las y los Defensores de Derechos Humanos 
en México, contándose con la presencia de la Alta Comisionada de la Organización de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Navi Pillay, así como de los titulares de las Co­
misiones y Procuradurías de Derechos Humanos de las entidades federativas. 

En el marco de este importante evento resulta pertinente destacar que las y los defensores 
de Derechos Humanos son aquellas personas que, de manera individual o colectiva, en los ám­
bitos nacional o internacional, de manera onerosa o gratuita, como parte del Estado o desde 
la sociedad civil, llevan a cabo cualquier labor o acción tendente a la promoción, defensa y 
reconocimiento de los Derechos Humanos en su conjunto o algunos de éstos en específico, 
ya sea que se trate de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos, ambientales o cul­
turales de las personas. 

La labor que realizan no es tarea sencilla, pues formulan señalamientos respecto de los abu­
sos cometidos contra grupos de personas o individuos en particular, lo que en muchos casos 
les hace exponer su integridad física. 

Con este Informe Especial, la CNDH llama la atención de que en nuestro país las violaciones 
a los derechos a la vida, a la integridad, a la seguridad y libertad personal, al debido proceso 
y a las garantías judiciales, a la libertad de expresión e información, así como los de reunión, 
asociación, honra, privacidad, circulación, residencia, propiedad y posesión, son cada vez más 
comunes y constantes en perjuicio de los defensores de Derechos Humanos. 

Además, la CNDH alerta que cualquier agresión en contra de esta clase de defensores de­
riva en el menoscabo del ejercicio efectivo, para el resto de la sociedad, de sus más fundamen­
tales prerrogativas. Cuando se amenaza a un defensor; cuando se le niega el acceso al debido 
proceso; cuando, incluso, se le priva de la vida, se afecta, al mismo tiempo, a muchas más per­
sonas, principalmente a aquellas que se benefician con su apoyo y asistencia, a aquellas a las 

C N D H
que los defensores acompañan y prestan su voz.	 1990/2011 

A
ct

iv
id

ad
es


 

103 



 
 

 

 
 
 

 
 
 

   

 

 

  

 

 

 

•	 Participación en la Caravana Paso a Paso hacia la Paz 

Durante la última semana de julio, la CNDH acompañó a migrantes, a familiares de los migran­
tes, a quienes han sido víctimas y a las y los defensores de Derechos Humanos, que, partiendo 
desde Centroamérica, conformaron la Caravana Paso a Paso hacia la Paz, en coordinación con 
el Movimiento Migrante Mesoamericano y la Dimensión Pastoral de la Movilidad Humana 

La CNDH acompañó a los integrantes de la Caravana de referencia en los estados de Chia­
pas, Oaxaca y Veracruz. 

En esta Comisión Nacional valoramos las iniciativas que se hacen desde la Caravana para 
coordinar esfuerzos con la población civil de las localidades en las que se presentan agravios 
en perjuicio de migrantes, para, así, desarrollar propuestas tendentes a combatir los abusos en 
contra de este grupo en situación de vulnerabilidad. 

Dos contingentes de la Caravana recorrieron territorio mexicano: un contingente partió el 
pasado 26 de julio de Ciudad Hidalgo, Chiapas, donde se unieron participantes de El Salvador, 
Guatemala y Honduras con destino a Tapachula, y de ahí a la ciudad de Ixtepec, Oaxaca. El 27 
de julio, ese contingente de la Caravana llegó a Coatzacoalcos, Veracruz, con aproximadamen­
te 300 personas. El otro contingente partió de Tenosique, Tabasco, también el 26 de julio; la 
Caravana reportó que aproximadamente 90 personas se reunieron en esa ciudad para recorrer 
la ruta migrante de Tenosique a Palenque, Chiapas. El 28 de julio, el segundo contingente llegó 
a Coatzoacoalcos, Veracruz, donde se reunió con el primero y siguieron juntos hacia Tierra Blan­
ca, luego a Orizaba, de ahí a La Patrona, en Veracruz, hasta llegar al estado de Puebla. 

PRoGRAMA CoNTRA LA TRATA DE PERSoNAS 

•	 Impartición del Taller La Trata Laboral, en Baja California 

El 1 de julio de 2011, en la ciudad de Tijuana, Baja California, personal del Programa contra la 
Trata de Personas llevó a cabo el Taller La Trata Laboral, el cual se impartió a servidores públi­
cos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Baja California, con la finalidad de 
brindar las herramientas para identificar la trata de personas con fines de explotación laboral 
y sus diversas modalidades. 

•	 Asistencia a la Segunda Reunión del Comité Regional contra 

la Trata de Personas, en Chihuahua
 

El 1 de julio del presente año se realizó la Segunda Reunión del Comité Regional contra la Trata 
de Personas con sede en la ciudad de Chihuahua, a la que asistió personal de la CNDH con ob­
jeto de unir esfuerzos tendentes a la prevención y combate de este lacerante fenómeno. 

•	 Impartición de una actividad de capacitación sobre trata 

de personas en Querétaro
 

El 5 de julio de 2011, en el municipio de Querétaro, Querétaro, personal del Programa contra 
la Trata de Personas realizó una actividad de capacitación dirigida a varios “multiplicadores” 
en el tema de trata, pertenecientes a diversas entidades de la administración pública y de la 
sociedad civil. 

Esta actividad tuvo como objetivo coadyuvar en la réplica que estas entidades realizan del GACETA 
JUL/2011 Taller sobre Aspectos Básicos de la Trata de Personas que imparte el Programa que nos ocupa. 
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•	 Reunión con la Directora del DIF Municipal Querétaro 

El 5 de julio del presente año, en la ciudad de Querétaro, personal del Programa contra la 
Trata de Personas de la CNHD se reunió con la Directora del DIF Municipal Querétaro, con la fi­
nalidad de conocer la problemática a la que están expuestos los niños en situación de calle de 
la referida ciudad. 

•	 Reunión con miembros de la organización contra el ultraje Infantil 
y de Adultos, A. C., en la ciudad de México 

El 5 de julio del presente año, en la ciudad de México, personal del Programa contra la Trata 
de Personas de esta Comisión Nacional se reunió con miembros de la Organización contra el 
Ultraje Infantil y de Adultos, A. C., con objeto de explorar líneas de acción conjuntas en la pre­
vención del delito de trata de personas. 

•	 Reunión con el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Quintana Roo 

El 14 de julio del año que transcurre, personal del Programa contra la Trata de Personas se reu­
nió con el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo, para 
explorar líneas de acción conjuntas de ambos Organismos en materia de trata de personas. 

•	 Impartición de la conferencia “La trata de personas”, 
en Chetumal, Quintana Roo 

El 15 de julio de 2011, en la ciudad de Chetumal, personal de la CNDH impartió la conferencia 
“La trata de personas”, dirigida a servidores públicos de diversas entidades gubernamentales, 
así como la a sociedad civil y al público en general, con objeto de prevenir e informar acerca 
del delito de trata de personas. 

•	 Reunión con miembros de diversas organizaciones, en Quintana Roo 

El 15 de julio del presente año, en Quintana Roo, personal del Programa contra la Trata de 
Personas de este Organismo Nacional se reunió con miembros de diversas organizaciones, 
como el Centro de Investigación, Difusión y Estudios sobre Trata de Personas y Explotación Co­
mercial, A. C.; End Child Prostitution, Child Pornography and Trafficking of Chidren for Sexual 
Purposes; la Coordinadora de la Confederación Revolucionaria Obrera y Campesina en Mate­
ria de Trata de Personas de la Riviera Maya, y la Presidenta de Jóvenes en Movimiento de dicha 
Confederación, con objeto de explorar líneas de acción conjuntas en materia de prevención 
de este delito. 

•	 Participación en una mesa de trabajo sobre trata de personas 

La Dirección General del Programa contra la Trata de Personas de la CNDH participó en la 

Mesa de trabajo “La trata de personas”, a la que convocó la organización Transparencia e In-
 C N D H  
formación las Mujeres Trabajando, A. C., dirigida a miembros de la sociedad civil, con la fina- 1990/2011 
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lidad de informar y prevenir acerca del delito de trata, así como sensibilizar respecto de las 
formas de enganche, consumo y erradicación de este fenómeno. 

��Secretaría Técnica del Consejo Consultivo de la CNDH 

DIRECCIÓN GENERAL ADJuNTA DE EDuCACIÓN Y FoRMACIÓN
 
EN DERECHoS HuMANoS
 

•	 Clausura del Diplomado en Derechos Humanos y Fuerzas Armadas 

En las Instalaciones del 34o. Batallón de Infantería en San Luis Potosí, San Luis Potosí, el 2 de 
julio de 2011, se llevó a cabo la clausura del Diplomado en Derechos Humanos y Fuerzas Arma­
das, coordinado entre la CNDH, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí y 
la Secretaría de la Defensa Nacional, a través de la 12a. Región Militar de San Luis Potosí. 

Se proporcionaron a los alumnos las herramientas especializadas en Derechos Humanos, 
conocimientos teórico-conceptuales, mecanismos prácticos y metodológicos con objeto de pro­
fesionalizar el trabajo de las personas involucradas. 

DIRECCIÓN DE VINCuLACIÓN CoN oRGANIZACIoNES No GuBERNAMENTALES 

•	 Reuniones de trabajo realizadas con 113 organizaciones No Gubernamentales, 
de 10 entidades federativas y de Estados unidos de América 

El 13 de julio de 2011, en la ciudad de Tijuana, Baja California, se llevaron a cabo nueve reunio­
nes de trabajo con la finalidad de atender a Organizaciones No Gubernamentales de Baja Ca­
lifornia, Baja California Sur, Sonora, Distrito Federal y Estados Unidos de América. 

Igualmente, en el Distrito Federal se atendieron, los días 5, 6, 7 y 20 de julio del presente 
año, a ONG de las siguientes entidades federativas: Distrito Federal, Estado de México, Gua­
najuato, Hidalgo, Puebla y Veracruz. 

Por otro lado, el 14 de julio de 2011 se brindó atención a una ONG en el Estado de México. 
Estas reuniones de trabajo tuvieron la finalidad de establecer un canal de comunicación con 

las Organizaciones No Gubernamentales y sentar las bases para llevar a cabo acciones conjuntas 
de capacitación en materia de Derechos Humanos. 

•	 Realización de actividades de capacitación dirigidas a oNG del Distrito Federal, 
Estado de México, Puebla, Tlaxcala y Veracruz 

Los días 5, 6, 7 y 13 de julio de 2011, en el Distrito Federal, se impartieron actividades de capa­
citación a Organizaciones No Gubernamentales del Distrito Federal, Estado de México, Puebla 
y Tlaxcala. 

Por otro lado, en el Estado de México se impartieron cursos de capacitación los días 4, 5, 
6, 7, 13 y 23 de julio, a Organizaciones No Gubernamentales del Distrito Federal y del Estado 
de México. 

Por último, el 29 de julio, en el estado de Veracruz se brindó capacitación a ONG de ese 
estado. 

Todas estas actividades de capacitación tienen el objetivo de brindar a los asistentes cono-GACETA 
JUL/2011 cimientos básicos de los Derechos Humanos y fomentar la cultura de respeto a los mismos. 
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��Centro Nacional de Derechos Humanos
 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabilidad primordial 
la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la realización de estudios e 
investigación académica sobre el tema. El CENADEH también procura el intercambio institu­
cional, la formación de investigadores, la reflexión académica interdisciplinaria, la programación 
de actividades académicas, la organización de programas de formación académica, la coordi­
nación de las publicaciones de la CNDH, así como el fortalecimiento del Centro de Documen­
tación y Biblioteca. 

1. Investigaciones y proyectos académicos 

Durante julio de 2011 los investigadores continuaron trabajando en sus respectivas investiga­
ciones, entre ellas “El derecho a la alimentación”, “El derecho internacional de los Derechos 
Humanos” y “Los Derechos Humanos y los municipios de usos y costumbres: resultados de 
una encuesta y los juicios orales”. 

2. Claustro Académico 

En este mes se llevó a cabo el Claustro Académico titulado “Los Derechos Humanos y la Cons­
titución mexicana; un breve repaso histórico”. 

3. Programas de formación académica del CENADEH 

a) Doctorado en Derechos Humanos que imparte la CNDH en coordinación 
con la Universidad Nacional de Educación a Distancia 

Durante julio, un alumno fue informado, por parte de su tutora de España, de que su trabajo 
de tesis doctoral había sido registrado como finalizado, por lo que su examen se programará 
para el próximo mes de octubre. 

b) Especialidad en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH 
con la colaboración de la Universidad de Castilla­La Mancha de España 

Durante julio no hubo actividades. 

c) Máster en Derechos Humanos, Estado de Derecho y Democracia en Iberoamérica, 
que se imparte con la Universidad de Alcalá de Henares 

Éste es un Máster que se realiza completamente en línea y tiene una duración de dos años. 

4. Programa de Tutorías 

El Programa brinda apoyo a los alumnos que se encuentran elaborando su proyecto de tesis 
doctoral en la UNED o tesina de investigación en la Universidad de Castilla-La Mancha. Actual­
mente, tres investigadores son tutores en dicho programa. Durante julio de 2011 se realizaron 
siete tutorías. A
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5. Programa de Becarios 2011 

En julio, los becarios remitieron sus informes con los avances de sus tesis de maestría y/o li­
cenciatura; asimismo, tres becarios realizaron una presentación de sus trabajos de investigación 
en una reunión especial con los investigadores de este Centro Nacional. 

6. Eventos académicos del CENADEH 

Durante julio del presente año, el CENADEH realizó los siguientes eventos académicos: 

Evento Fecha 
Número de asistentes 

inscritos 

Conferencia: “Recepción nacional de 
los tratados de Derechos Humanos”. 
Ponente: licenciada Mireya Castañeda 
(CENADEH) 

14 de julio 43 

7. Actividades de formación académica y divulgación de la cultura 
de los Derechos Humanos de los investigadores del Centro Nacional 

Adicionalmente a las actividades antes mencionadas que organizó el Centro Nacional o se 
llevaron a cabo en sus instalaciones, en el periodo sobre el que se informa el personal acadé­
mico participó como conferencista en diversas actividades y/o docente en programas acadé­
micos coordinados por el Centro, otras áreas de la CNDH o externos. 

En la siguiente tabla se detallan el tipo y el número de actividades en las que el personal 
académico participó en este periodo: 

Actividades de divulgación realizadas por el personal académico 

Nota: El apoyo que brinda el personal del CENADEH a los diplomados y otros eventos que realiza la Secre­
taría Técnica de esta Comisión Nacional son reportados por dicha Unidad Responsable. 
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Recomendación 45/2011 
Sobre el caso de la privación de la vida de V1 

y de trato cruel, en agravio de V2, 
en Ciudad Victoria, Tamaulipas 

SÍNtESIS: El 22 de septiembre de 2010, aproximadamente a las 18:00 horas, V1 se comunicó vía tele­
fónica con V2, indicándole que pasaría a recogerlo en un vehículo cerca de su domicilio, ubicado en 
Ciudad Victoria, Tamaulipas; como a los cinco o 10 minutos, V2, que se encontraba caminando, obser­
vó que el vehículo en el que iban a bordo V1 y otro sujeto era perseguido por elementos de la Policía 
Federal, perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, lo que derivó en una colisión con 
una camioneta particular. 

V2 se resguardó y observó que la persona que acompañaba a V1 se fue con rumbo al ejido Guada­
lupe Victoria y su familiar ingresó a una casa; en tanto que el mencionado vehículo de la Policía Federal 
se estacionó descendiendo de éste diversos elementos, quienes accionaron sus armas de fuego rom­
piendo los vidrios del inmueble en el que se había resguardado V1, sin embargo, uno de los mencio­
nados elementos de la Policía Federal le disparó por la espalda privándolo de la vida. 

V2 se acercó a los elementos de la Policía Federal cuestionándolos sobre los motivos por los cuales 
habían disparado en contra de V1, a lo que, en respuesta, uno de los mencionados servidores públicos 
lo golpeó en la cabeza con unas esposas y lo tiró al suelo; V2 fue trasladado a las oficinas de la Policía 
Federal en Ciudad Victoria, Tamaulipas, en las que le indicaron que debía declarar que V1 y su acom­
pañante traían armas en el vehículo en el que se transportaban, y que ellos les habían disparado pri­
mero, y que en caso de no hacerlo lo acusarían de haber cometido diversas conductas ilícitas. Además, 
señaló que los mencionados servidores públicos le amordazaron la boca y lo esposaron a un poste. 

Q1, familiar de las víctimas, se trasladó a las oficinas de la Delegación de la Procuraduría General de 
la República (PGR) en el estado de Tamaulipas, en la que le indicaron que V2 no había sido puesto a dis­
posición; por ello, el 23 de septiembre de 2010, Q1 presentó una queja ante la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Tamaulipas, la cual fue turnada en razón de competencia a este Organismo 
Nacional el día 27 del mes y año citados; finalmente, el 28 de septiembre de 2010, personal de este 
Organismo Nacional se comunicó vía telefónica con Q1, quien señaló que V2 se encontraba interno 
en el Centro de Readaptación Social de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

Del análisis lógico­jurídico realizado al conjunto de evidencias que integraron el expediente CNDH/1/ 
2010/5265/Q, este Organismo Nacional contó con elementos que le permitieron acreditar violaciones 
a los Derechos Humanos a la vida, a la integridad y seguridad personal, al trato digno y a la legalidad y 
seguridad jurídica cometidos en agravio de V1 y V2, atribuibles a AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, servido­
res públicos de la Policía Federal, en atención a las siguientes consideraciones: 

Con relación a los agravios cometidos a V1, de acuerdo con lo señalado por Q1, aproximadamente 
a las 18:00 horas del 22 de septiembre de 2010, V2 salió de su domicilio, y 20 minutos después obser­
vó que un automóvil en el que viajaban V1 y otra persona era perseguido por elementos de la Policía 
Federal; que escuchó disparos de arma de fuego, por lo que le solicitó a su hermano que saliera a ver 
qué había sucedido, percatándose de que el automóvil había colisionado y que los mencionados ser­
vidores públicos habían privado de la vida a V1. 

El 2 de mayo de 2011, un Visitador Adjunto y un perito médico­forense de esta Comisión Nacional se 
presentaron en las oficinas del Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Agencia 
Segunda Investigadora en Ciudad Victoria, Tamaulipas, en las que se puso a la vista la averiguación pre­
via número 2, y observaron que en el acta de inspección ministerial y levantamiento del cadáver de 
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posterior lado derecho; orificio de borde irregular en hemitórax a la altura del esternón; orificio en 
pierna izquierda cara anterior, y orificio en cara lateral de la pierna izquierda. 

Asimismo, el personal de este Organismo Nacional hizo constar en el acta circunstanciada del 2 de 
mayo de 2011 que de acuerdo con la autopsia practicada el 22 de septiembre de 2010, por un perito 
médico­forense de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tamaulipas, al cadáver de V1, se 
observó que presentó una herida por proyectil de arma de fuego con orificio de entrada en región dor­
sal derecha de un centímetro de diámetro a la entrada del octavo arco costal posterior; trayectoria de 
atrás hacia adelante, de abajo hacia arriba y de derecha a izquierda, orificio de salida a nivel de región 
media esternal de tres centímetros de diámetro; una herida por proyectil de arma de fuego con orifi­
cio de entrada de un centímetro de diámetro en cara externa del tercio proximal del muslo izquierdo, 
con trayectoria de atrás hacia delante, de izquierda a derecha y de arriba hacia abajo, con orificio de sali­
da de dos centímetros de diámetro a nivel de cara anterior del tercio medio del muslo izquierdo con 
características posmuerte. 

De igual manera, al examen de cavidades en tórax practicado en la misma autopsia se encontró una 
fractura esternal con lesión de músculo pectoral mayor, perforación de miocardio y pericardio, así co­
mo de pleuras parietal y visceral, perforación de pulmón derecho en cara posterior de lóbulo inferior; 
hemotórax de 100 centímetros cúbicos aproximadamente; especificando que la muerte de V1 fue con­
secuencia de una herida por proyectil de arma de fuego penetrante en tórax. 

Ahora bien, este Organismo Nacional observó que lo señalado por el comandante del 9/o. Agru­
pamiento de la Unidad de Seguridad Pública de la Policía Federal, en su parte informativo del 22 de 
septiembre de 2010, en el sentido de que AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5 dispararon en contra de V1 con 
objeto de repeler su agresión, ante las evidencias obtenidas no ocurrió de esa forma, toda vez que del 
dictamen del 22 de septiembre de 2010, suscrito por un perito químico adscrito a la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Tamaulipas, se desprendió que la prueba de rodizonato de sodio realiza­
da a V1 resultó negativa, lo que permitió evidenciar que la víctima no accionó ningún arma de fuego. 

En ese orden de ideas, adquirió relevancia el contenido del dictamen de mecánica de lesiones del 16 
de diciembre de 2010, emitido por un perito médico­oficial adscrito a la PGR, que permitió establecer 
que el victimario se encontraba por atrás a la derecha y en un plano inferior respecto de la víctima. 

Tomando en consideración las evidencias, el perito médico­forense de este Organismo Nacional de­
terminó que V1 fue privado de la vida a consecuencia de una herida por proyectil de arma de fuego, con 
orificio de entrada en región dorsal derecha en octavo arco costal posterior, que fracturó el esternón, 
lesionó el músculo pectoral mayor, perforó el miocardio, el pericardio, las pleuras y el pulmón derecho, 
misma que por su magnitud y trascendencia fue considerada como una lesión innecesaria para su 
sometimiento. 

De esta manera, las circunstancias de tiempo, modo y lugar manifestadas por la autoridad respon­
sable no coincidieron; además, de las evidencias señaladas en el cuerpo de esta Recomendación, no se 
observó que V1 haya bajado del automóvil con arma de fuego alguna en la mano, mucho menos que 
haya disparado a los elementos de la Policía Federal, como ellos mismo lo señalaron; por ello, el per­
sonal de la Policía Federal que disparó en contra de V1 y le causó una lesión letal vulneró en su agra­
vio el derecho a la vida, a la legalidad y a la seguridad jurídica. 

Ahora bien, respecto de las violaciones a los Derechos Humanos cometidas en agravio de V2, el 3 
de mayo de 2011 éste manifestó a personal de la Comisión Nacional que al momento de su detención 
un elemento de la Policía Federal lo golpeó en la cabeza con unas esposas, situación que se corrobo­
ró con el contenido del certificado de lesiones e integridad física del 23 de septiembre de 2010, sus­
crito por un perito médico adscrito a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tamaulipas, en el 
que se señaló que al momento de su exploración V2 presentó una herida contusa irregular de un cen­
tímetro de diámetro, localizada en la región temporal izquierda, con una evolución de cinco horas y que 
no provoca incapacidad ni secuelas, clasificándola como aquella que no puso en peligro la vida y tardó 
en sanar menos de 15 días. 

En ese sentido, el perito médico­forense de este Organismo Nacional concluyó en la mecánica de 
lesiones de V2, emitida el 8 de junio de 2011, que la herida contusa que V2 presentó en la región tem­
poral izquierda, por sus características, fue producto de una contusión directa con un objeto de consis­
tencia dura, de bordes romos no cortantes, como podrían ser las que se generar por un golpe con un 
objeto, como lo son las esposas, y que es de las consideradas como innecesaria para la sujeción y 
sometimiento; por ello, V2 fue objeto de tratos crueles atribuibles a uno de los elementos de la Policía 
Federal que lo agredió, por lo que se vulneraron los derechos a la seguridad jurídica, a la integridad y 
a la seguridad personal, así como a un trato digno. 

Por otra parte, V2 precisó a personal de esta Comisión Nacional que el 22 de septiembre de 2010 fue 
trasladado a las oficinas de la Policía Federal, donde permaneció hasta el 23 de septiembre de 2010, GACETA 
fecha en la que fue puesto a disposición ante la autoridad ministerial. JUL/2011 
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Al respecto, en el parte informativo del 22 de septiembre de 2010, suscrito por el comandante del 
9/o. Agrupamiento de la Unidad de Seguridad Pública de la Policía Federal, se precisó que el operati­
vo en el que fue detenido V2 se llevó a cabo alrededor de la 18:20 horas de ese mismo día; asimismo, 
en el informe enviado a este Organismo Nacional por el Agente del Ministerio Público de la Federación, 
Titular de la Agencia Segunda Investigadora con sede en Ciudad Victoria, Tamaulipas, se observó que 
V2 fue puesto a su disposición a las 21:59 horas del 23 de septiembre de 2010, es decir, que entre la 
hora de la detención de V2 y su puesta a disposición ante la autoridad ministerial transcurrieron más 
de 24 horas, lo que se tradujo en retención injustificada y una trasgresión al derecho a la legalidad y 
a la seguridad jurídica. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos recomendó al Secretario 
de Seguridad Pública Federal que se reparen los daños ocasionados a los familiares de V1, o a quien 
compruebe mejor derecho, y se les brinde la atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma 
inmediata, adecuada y efectiva; que se repararen los daños a V2 y se le otorgue la atención psicoló­
gica que requiera; que se colabore con esta Comisión Nacional en el trámite de la queja que promue­
va ante el Órgano Interno de Control en la Policía Federal de la Secretaría de Seguridad Pública Federal; 
que se colabore en la presentación y seguimiento de la denuncia de hechos que esta Comisión Nacional 
formule ante la Procuraduría General la República; que se diseñen e impartan cursos de capacitación 
para los elementos de la Policía Federal, relacionados con la implementación de operativos derivados 
de las tareas de seguridad pública de su competencia, que garanticen el respeto a los Derechos Hu­
manos; que gire sus instrucciones a quien corresponda, con la finalidad de que los servidores públicos 
de la Policía Federal pongan inmediatamente a disposición del Agente del Ministerio Público a las per­
sonas que detengan con motivo del ejercicio de sus atribuciones y se abstengan de infligirles tratos crue­
les, a efectos de evitar la repetición de hechos como los que dieron origen al presente pronunciamien­
to, y que se proporcionen a los elementos de la Policía Federal equipos de videograbación y audio que 
permitan acreditar, en la medida de lo posible, que su conducta, durante los procedimientos de de­
tención y operativos que lleven a cabo, se apegó a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los Derechos Humanos. 

México, D. F., a 29 de julio de 2011 

Sobre el caso de la privación de la vida de V1 y de trato cruel,  
en agravio de V2, en Ciudad Victoria, Tamaulipas 

Ing. Genaro García Luna 
Secretario de Seguridad Pública Federal 
Presente 

Distinguido señor secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1, pá­
rrafos primero, segundo y tercero, y 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos; 1, 3, primer párrafo, 6, fracciones I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracciones II y IV, 42, 44, 46 y 51 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 
136 de su reglamento interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2010/ 
5265/Q, relacionado con el caso de V1 y V2. 

Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en los hechos y asegurar que su 
nombre y datos personales no se divulguen, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 4, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 147 de su 
reglamento interno. Dicha información se pondrá en conocimiento de la autoridad recomendada, a través 
de un listado adjunto en que se describe el significado de las claves utilizadas, previo el compromiso de que 
ésta dicte las medidas de protección de los datos correspondientes, y visto los siguientes: 
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I. HECHoS 

El 22 de septiembre de 2010, aproximadamente a las 18:00 horas, V1 se comunicó vía tele­
fónica con su hermano V2, indicándole que pasaría a recogerlo en un vehículo cerca de su 
domicilio, ubicado en Ciudad Victoria, estado de Tamaulipas. 

Posteriormente, como a los cinco o diez minutos, V2, que se encontraba caminando hacia el 
lugar acordado, observó que un vehículo en el que iban a bordo V1 y otro sujeto, era perse­
guido a su vez por un automóvil en el que iban elementos de la Policía Federal, pertenecien­
te a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, lo que derivó en una colisión con una camio­
neta particular. 

Según el dicho de V2, éste se resguardó a unos cincuenta metros del lugar, y observó que 
la persona que acompañaba a V1, por una parte, se fue con rumbo al ejido Guadalupe Victo­
ria y su familiar, por otra parte, ingresó a una casa, perdiéndolo momentáneamente de vista; 
en tanto que el mencionado vehículo de la Policía Federal, se estacionó descendiendo de éste 
diversos elementos, los cuales accionaron sus armas de fuego rompiendo los vidrios del in­
mueble en el que se había resguardado V1, mientras que la víctima intentaba brincar hacia el 
techo de la casa contigua; sin embargo, uno de los mencionados elementos de la Policía Fe­
deral le disparó por la espalda privándolo de la vida. 

Por lo anterior, V2 se acercó a los multicitados elementos de la Policía Federal cuestionándo­
los sobre los motivos por los cuales habían disparado en contra de V1, señalándoles que éste 
sólo había tratado de ponerse a salvo; a lo que, uno de los mencionados servidores públicos 
en respuesta, lo golpeó en la cabeza con unas esposas, de manera violenta lo tiró al suelo y pos­
teriormente lo obligó a abordar una camioneta, colocándolo boca abajo con las manos hacia 
atrás, aproximadamente una hora. 

V2 fue trasladado entonces, a las oficinas de la Policía Federal en Ciudad Victoria, Tamau­
lipas, en las que le indicaron que debía declarar que V1 y su acompañante, traían armas en 
el vehículo en el que se transportaban, y que ellos les habían disparado primero; y, que para el 
caso de no hacerlo lo acusarían de haber cometido diversas conductas ilícitas. Además señaló, 
que los mencionados servidores públicos le amordazaron la boca y lo esposaron a un poste. 

Posteriormente Q1, familiar de las víctimas, se trasladó a las oficinas de la Delegación de la 
Procuraduría General de la República (PGR) en el estado de Tamaulipas, en la que le indicaron 
que su esposo V2 no había sido puesto a disposición de esa fiscalía; el 23 de septiembre de 
2010, la quejosa acudió a las instalaciones del Servicio Médico Forense de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del estado de Tamaulipas, lugar en el que reconoció el cadáver de V1; no obs­
tante, hasta esa fecha, desconocía el paradero de V2. 

Una vez que Q1 salió del Servicio Médico Forense de la Procuraduría General de Justicia del 
estado de Tamaulipas, observó que en ese lugar se encontraban elementos de la Policía Fe­
deral, perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, a bordo de la unidad en la 
que se habían llevado detenido a V2, por lo que se acercó a solicitarles información; pero, los 
mencionados servidores públicos se la negaron y le indicaron que debía retirarse del lugar. 

Por lo expuesto, el 23 de septiembre de 2010, Q1 por conducto de la “Asociación Interna­
cional de los Derechos Humanos para la Defensa, Difusión, Promoción y Observancia A.C.”, 
presentó queja ante la Comisión de Derechos Humanos del estado de Tamaulipas, la cual fue 
turnada en razón de competencia a este organismo nacional el 27 del mismo mes y año; y, 
esta Comisión Nacional, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, acordó el 
inicio del expediente CNDH/1/2010/5265/Q, solicitando al director general de Derechos Huma­
nos de la Subsecretaría de Prevención y Participación Ciudadana de la Secretaría de Seguridad 
Pública Federal, así como al subprocurador de Derechos Humanos, Atención a Víctimas del 
Delito y Servicios de la Comunidad de la Procuraduría General de la República, los informes co-

GACETA 
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El 28 de septiembre de 2010, personal de este organismo nacional se comunicó vía tele­
fónica con Q1, quien señaló que ya tenía conocimiento del paradero de V2, precisando que 
se encontraba interno en el Centro de Readaptación Social de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

II. EVIDENCIAS 

A. Escrito de queja presentada por Q1, el 23 septiembre de 2010, ante la Comisión de De­
rechos Humanos del estado de Tamaulipas. 

B. Acta circunstanciada de 28 de septiembre de 2010, elaborada por personal de este orga­
nismo nacional, en la que hizo constar la comunicación vía telefónica sostenida con Q1, en 
la que precisó que V2 se encontraba en el Centro de Readaptación Social de Ciudad Victoria, 
Tamaulipas. 

C. Oficio 009448/10DGPCDHAQI, de 24 de noviembre de 2010, suscrito por la directora de 
Atención a Quejas e Inspección en Derechos Humanos de la Subprocuraduría de Derechos 
Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la PGR, en el que remitió por una 
parte, copia simple del oficio 2030/2010, de 20 de octubre de 2010, y se fija la fecha y hora 
para consultar la averiguación previa No. 2, iniciada con motivo del fallecimiento de V1; y por 
otra parte, se señala la imposibilidad de consultar la averiguación previa No. 3, iniciada en 
contra de V2. 

D. Oficio No. SSP/SPPC/DGDH/5607/2010, de 10 de diciembre de 2010, emitido por el di­
rector general adjunto de Promoción de los Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad 
Pública Federal, al que anexó copia de diversa documentación de la que destacó: 

1. Oficio No. PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/261/2010, que contiene el Parte Informativo de 22 
de septiembre de 2010, suscrito por el comandante del 9/o Agrupamiento de la Unidad de 
Seguridad Pública de la Policía Federal con sede en Ciudad Victoria, Tamaulipas, en el que pre­
cisó las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se llevó a cabo el operativo en el 
que fue privado de la vida V1 y se detuvo a V2. 

2. Oficio No. PF/DFF/EJ/DH/13688/2010, de 17 de noviembre de 2010, mediante el cual el 
enlace jurídico de la División de Fuerzas Federales de la Policía Federal, rindió un informe en 
relación con los hechos señalados por Q1. 

E. Acta circunstanciada de 2 de mayo de 2011, elaborada por personal de este organismo 
nacional, en la que se hizo constar la consulta de la averiguación previa No. 2, que se inició con 
motivo de la investigación y persecución de las conductas delictivas cometidas en agravio de 
V1 y V2; y en la que se detallaron, las diligencias realizadas por el agente del Ministerio Público 
de la Federación, titular de la Agencia Segunda Investigadora con sede en Ciudad Victoria, 
Tamaulipas, de las que destacó: 

1. Acuerdo de inicio de la averiguación previa No. 2, suscrito por el agente del Ministerio Pú­
blico de la Federación, titular de la Agencia Segunda Investigadora con sede en Ciudad Vic­
toria, Tamaulipas. 

2. Inspección ministerial y levantamiento del cadáver de V1 de 22 de septiembre de 2010, 
suscrita por el agente octavo del Ministerio Público Investigador del fuero común en ciudad Vic- C N D H  
toria, Tamaulipas. 1990/2011 
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3. Acuerdo de inicio de la averiguación previa No. 1, suscrito por el agente octavo del Minis­
terio Público Investigador del fuero común en ciudad Victoria, Tamaulipas, con motivo del 
homicidio de V1. 

4. Protocolo de autopsia de V1, de 22 de septiembre de 2010, suscrito por peritos de la Pro­
curaduría General de Justicia del estado de Tamaulipas. 

5. Oficio PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/260/2010, de 22 de septiembre de 2010, a través del 
cual AR1, comandante de la Primera Coordinación de Reacción y Alerta inmediata del Nove­
no Agrupamiento de la Unidad de Seguridad Pública, informó al agente octavo del Ministerio 
Público Investigador del fuero común en ciudad Victoria, Tamaulipas, que como consecuencia 
de una persecución que inició por una agresión en contra de elementos de la Policía Federal, 
V1 perdió la vida y se logró el aseguramiento de V2. 

6. Parte informativo No. PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/258/2010, de 22 de septiembre de 2010, 
suscrito por AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5; en el que informaron su versión de los hechos ocu­
rridos en la colonia Solidaridad en esa fecha. 

7. Diligencia de ratificación del parte informativo No. PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/258/2010, 
de 23 de septiembre de 2010, realizada por AR1, Comandante de la Primera Coordinación 
de Reacción y Alerta Inmediata del 9/o Agrupamiento de la U.S.P., ante el agente Octavo del 
Ministerio Público Investigador del Fuero Común en Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

8. Dictamen de 22 de septiembre de 2010, suscrito por un perito en materia de Química de 
la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas, en el que concluyó que en la 
prueba de rodizonato aplicada a V1, no se identificó presencia de de plomo y bario. 

9. Autopsia de V1, de 22 de septiembre de 2010, suscrita por un perito médico forense de 
la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas. 

10. Certificado de lesiones e integridad física de V2, realizado el 23 de septiembre de 2010, 
por un perito médico adscrito a la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas. 

11. Dictamen de integridad física de V2, emitido el 23 de septiembre de 2010, por un perito 
médico adscrito a la PGR en Tamaulipas. 

12. Declaración ministerial de V2, rendida el 24 de septiembre de 2010, ante el titular de la 
Agencia Segunda Investigadora del Ministerio Público de la Federación en ciudad Victoria, 
Tamaulipas. 

13. Pliego de consignación de 24 de septiembre de 2010, en el que el titular de la Agencia 
Segunda Investigadora del Ministerio Público de la Federación en Ciudad Victoria, Tamaulipas, 
ejerció acción penal en contra de V2, por su presunta responsabilidad en la comisión del 
delito de portación de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área. 

14. Dictamen de 24 de septiembre de 2010, suscrito por un perito en Química, adscrito a la 
delegación de la PGR en Tamaulipas, en el que precisó que, de la realización de la prueba de 
Walker, se concluyó que el disparo que privó de la vida a V1, se realizó a una distancia mayor 
de 60 centímetros. 

15. Comparecencia de V2, de 25 de septiembre de 2010, ante el titular de la Agencia Segun-
GACETA 
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16. Testimonio de T1, rendido ante el titular de la Agencia Segunda Investigadora del Minis­
terio Público de la Federación en ciudad Victoria, Tamaulipas, el 11 de octubre de 2010. 

17. Dictamen de mecánica de lesiones, de 16 de diciembre de 2010, elaborado por un peri­
to médico oficial de la PGR, en el que se estableció la posición víctima-victimario. 

F. Acta circunstanciada elaborada el 3 de mayo de 2011, por personal de esta Comisión 
Nacional, con motivo de la entrevista realizada a V2 en el Centro de Readaptación Social de 
Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

G. Acta circunstanciada de 4 de mayo de 2011, en la que un visitador adjunto de este organis­
mo nacional, hizo constar la entrevista personal con Q1, en la que ratificó su queja, precisando 
que el día 22 de septiembre de 2010, aproximadamente a las 18:00 horas, V2 salió de su domi­
cilio caminado y que su pretensión consistía en que se sancionara a los elementos de la Poli­
cía Federal que privaron de la vida a V1, y en que se determinara la inocencia de V2. 

H. Mecánica de las lesiones que presentó V2, elaborada el 8 de junio de 2011, por un perito 
médico forense de esta Comisión Nacional, que conoció del asunto. 

I. Mecánica de las lesiones que presentó el cuerpo de V1, elaborada el 8 de junio de 2011, 
por un perito médico forense de esta Comisión Nacional, que conoció del asunto. 

III. SITuACIÓN JuRíDICA 

Aproximadamente a las 18:00 horas del 22 de septiembre de 2010, AR1, AR2, AR3, AR4, 
y AR5, elementos de la División de Fuerzas Federales de la Policía Federal, perteneciente a la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal, al parecer, con motivo de una denuncia anónima, 
realizaron un operativo en Ciudad Victoria en el estado de Tamaulipas, en el que V1 fue pri­
vado de la vida y V2, objeto de tratos crueles. 

Por otra parte, el mismo 22 de septiembre de 2010, el agente Octavo del Ministerio Pú­
blico Investigador del fuero común en Ciudad Victoria, Tamaulipas, tuvo conocimiento de los 
hechos en los que fue privado de la vida V1, por lo que inició la Averiguación Previa No. 1, 
misma que el 23 de ese mismo mes y año, fue remitida en razón de competencia a la Dele­
gación de la Procuraduría General de la República en esa entidad federativa, donde se inició 
la averiguación previa No. 2, radicada ante la Agencia Segunda Investigadora del Ministerio 
Público de la Federación en esa localidad, en contra de quien resultara responsable en el de­
lito de homicidio en agravio de V1, así como, lesiones, abuso de autoridad y lo que resultara 
en perjuicio de V2, la cual actualmente se encuentra en integración. 

A las 21:59 horas del 23 de ese mismo mes y año, V2 fue puesto a disposición del agente 
del Ministerio Público de la Federación en Tamaulipas, quien inició la Averiguación Previa No. 
3, misma que fue consignada ante el Juzgado Primero de Distrito en el estado de Tamaulipas, 
lugar en el que V2 actualmente se encuentra sujeto a proceso por su probable responsabilidad 
en el delito de portación de arma de fuego de uso exclusivo de las Fuerzas Armadas. 

Cabe destacar que de las constancias enviadas el 10 de diciembre de 2010, a esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, por el director general adjunto de Promoción de los 
Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, no se advirtió que se haya 
iniciado procedimiento administrativo sobre los hechos cometidos en contra de V1 y V2, por 
parte del Órgano Interno de Control en la Policía Federal. 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

117 
C N D H  
1990/2011 



 

 

 

 

 

IV. oBSERVACIoNES 

Antes de entrar al estudio de las violaciones a derechos humanos cometidas en agravio de 
V1 y V2, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos precisa que no se opone a la pre­
vención, investigación y persecución de delitos por parte de las autoridades, sino a que con 
motivo de su persecución se vulneren derechos humanos, por lo que hace patente la nece­
sidad de que el Estado, a través de sus instituciones públicas, cumpla con su deber jurídico 
de prevenir la comisión de conductas delictivas e investigar con los medios a su alcance los 
ilícitos que se cometan en el ámbito de su competencia, a fin de identificar a los responsables 
y lograr que se les impongan las sanciones legales correspondientes. 

Este organismo nacional tampoco se pronunció sobre la situación jurídica de V2 ante la 
autoridad jurisdiccional, donde se le instruye el proceso penal por su probable responsabilidad 
en el delito de portación de arma de fuego de uso exclusivo de las Fuerzas Armadas, ello de 
conformidad con los artículos 102, apartado B, párrafo tercero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 7, fracción II, y 8, última parte, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, ya que se encuentra fuera del ámbito de su competencia. 

Ahora bien, del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias que integraron 
el expediente CNDH/1/2010/5265/Q, en términos de lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, este organismo nacional contó con elemen­
tos que le permitieron acreditar violaciones a los derechos humanos a la vida, integridad y 
seguridad personal, trato digno, legalidad y a la seguridad jurídica, cometidos en agravio de 
V1 y V2, respectivamente, atribuibles a AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, servidores públicos de la 
Policía Federal, perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, en atención a las 
siguientes consideraciones: 

Con relación a los agravios cometidos a V1, de acuerdo con lo señalado por Q1 en la que­
ja que presentó el 23 de septiembre de 2010, ante la Comisión de Derechos Humanos del 
estado de Tamaulipas, así como en su ratificación de 4 de mayo de 2011, aproximadamente 
a las 18:00 horas del 22 de ese mismo mes y año, V2 salió de su domicilio; y veinte minutos 
después, observó que un automóvil en el que viajaban V1 y otra persona era perseguido por 
elementos de la Policía Federal; que escuchó disparos de arma de fuego, por lo que le solici­
tó a su hermano saliera a ver qué había sucedido, percatándose de que el automóvil había 
colisionado y que los mencionados servidores públicos habían privado de la vida a una per­
sona (V1); sin embargo, los policías no les permitieron acercarse. 

Además, Q1 agregó que AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, elementos de la Policía Federal, en­
traron a una casa rompiendo la puerta y una ventana, y de manera violenta forzaron a V2 a 
ingresar a dicho inmueble, agrediéndolo físicamente y obligándolo a abordar una de sus uni­
dades; por ello, se trasladó a las oficinas de la Delegación de la PGR, en el estado de Tamau­
lipas, donde le indicaron que su familiar no había sido puesto a disposición de esa fiscalía; 
precisando que el 23 de septiembre de 2010, acudió a las instalaciones del Servicio Médico 
Forense de la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas, lugar en el que re­
conoció el cadáver de V1. 

Aunado a lo anterior, Q1 manifestó que una vez que salió de las instalaciones del Servicio 
Médico Forense de la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas, advirtió la 
presencia de elementos de la Policía Federal a bordo de la misma unidad que se había lleva­
do detenido a V2, luego se acercó preguntándoles sobre su paradero; sin embargo los men­
cionados servidores públicos no le dieron ninguna información, limitándose a indicarle que se 
retirara del lugar; posteriormente, el 28 de septiembre de 2010, la quejosa informó a perso­
nal de este organismo nacional, que V2 se encontraba en el Centro de Readaptación Social 
de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, solicitó a la PGR, la con-GACETA 
JUL/2011 sulta de las averiguaciones previas relacionadas con el caso; al respecto, mediante Oficio 009448/ 
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10DGPCDHAQI, de 24 de noviembre de 2010, suscrito por la directora de Atención a Quejas 
e Inspección en Derechos Humanos de la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a 
Víctimas y Servicios a la Comunidad de la PGR, autorizó la consulta de la averiguación previa 
No. 2, iniciada con motivo de las conductas delictivas cometidas en perjuicio de V1 y V2. 

En este contexto, el 2 de mayo de 2011, un visitador adjunto y un perito médico-forense de 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se constituyeron en las oficinas del agente 
del Ministerio Público de la Federación, titular de la Agencia Segunda Investigadora en Ciudad 
Victoria, Tamaulipas, en las que se puso a la vista la mencionada averiguación previa No. 2, 
y observaron que en el acta de inspección ministerial y levantamiento del cadáver de V1, ela­
borada el 22 de septiembre de 2010, por el agente octavo del Ministerio Público Investigador 
del fuero común en Ciudad Victoria, Tamaulipas, se precisó que dicha autoridad se constitu­
yó en el patio de la casa propiedad de T1, donde se encontró el cuerpo de V1, en posición de­
cúbito ventral con la cabeza al norte y los pies al sur, con las siguientes lesiones: orificio en 
hemitórax posterior lado derecho; orificio de borde irregular en hemitórax a la altura del ester­
nón; orificio en pierna izquierda cara anterior y orificio en cara lateral de la pierna izquierda. 

Asimismo, el personal de este organismo nacional hizo constar en el acta circunstanciada 
de 2 de mayo de 2011 mencionada, que de acuerdo a la autopsia practicada el 22 de sep­
tiembre de 2010, por un perito médico forense de la Procuraduría General de Justicia del es­
tado de Tamaulipas, al cadáver de V1, se observó que presentó una herida por proyectil de 
arma de fuego con orificio de entrada en región dorsal derecha de un centímetro de diáme­
tro a la entrada del octavo arco costal posterior; trayectoria de atrás hacia adelante, de abajo 
hacia arriba y de derecha a izquierda, orificio de salida a nivel de región media esternal de tres 
centímetros de diámetro y bordes evertidos; una excoriación de un centímetro de diámetro 
en cara externa de tercio proximal de pierna izquierda; una herida por proyectil de arma de 
fuego con orificio de entrada de un centímetro de diámetro en cara externa del tercio proxi­
mal del muslo izquierdo, con trayectoria de atrás hacia delante, de izquierda a derecha y de 
arriba hacia abajo, con orificio de salida de dos centímetros de diámetro a nivel de cara an­
terior del tercio medio del muslo izquierdo con características postmuerte. 

De igual forma, al examen de cavidades en tórax practicado en la misma autopsia, se en­
contró una fractura esternal con lesión de músculo pectoral mayor, perforación de miocardio 
y pericardio así como de pleuras parietal y visceral, perforación de pulmón derecho en cara 
posterior de lóbulo inferior; hemotórax de 100 centímetros cúbicos aproximadamente; es­
pecificando que la muerte de V1 fue consecuencia de una herida por proyectil de arma de 
fuego penetrante en tórax. 

Ahora bien, este organismo nacional observó que, lo señalado por el multicitado coman­
dante del 9/o Agrupamiento de la U. S. P., de la Policía Federal en su parte informativo de 22 
de septiembre de 2010, en el sentido de que AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, dispararon en con­
tra de V1 con el objeto de repeler su agresión, ante las evidencias obtenidas, no ocurrió de 
esa forma, toda vez que del dictamen de 22 de septiembre de 2010, suscrito por un perito 
químico adscrito a la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas, se despren­
dió que la prueba de rodizonato de Sodio realizada a V1, en ambas manos, resultó negativa, 
ya que no se identificó la presencia de plomo y bario, lo que permitió evidenciar a este orga­
nismo nacional que en realidad la víctima no accionó ningún arma de fuego. 

Aunado a lo anterior, de la declaración ministerial de V2, así como del testimonio de T1, 
rendidos el 24 de septiembre y 11 de octubre de 2010, respectivamente, ante el titular de la 
Agencia Segunda Investigadora del Ministerio Público de la Federación en Ciudad Victoria, 
Tamaulipas, se observó que V1, ingresó a una casa deshabitada y brincó por una barda a la 
casa contigua y continuó corriendo, cuando un elemento de la Policía Federal, le disparó por 
la espalda privándolo de la vida; situación que V2 corroboró a personal de este organismo 
nacional el 3 de mayo de 2011. 

En ese orden de ideas, adquirió relevancia el contenido del dictamen de mecánica de le-
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el que se determinó que la lesión que privó de la vida a V1, correspondió a una herida pro­
ducida por proyectil de arma de fuego, con orificio de entrada en la cara posterior del hemi­
tórax derecho y orificio de salida en región media esternal, lo que permitió establecer que el 
victimario se encontraba por atrás a la derecha y en un plano inferior respecto de la víctima. 

Tomando en consideración las evidencias de las que se allegó esta Comisión Nacional con 
motivo de la integración de presente asunto, el perito médico forense de este organismo na­
cional, determinó que V1 fue privado de la vida, a consecuencia de una herida por proyectil 
de arma de fuego, con orificio de entrada en región dorsal derecha en octavo arco costal pos­
terior, que fracturó esternón, lesionó músculo pectoral mayor, perforó miocardio, pericardio, 
pleuras y pulmón derecho, misma que por su magnitud y trascendencia fue considerada como 
una lesión innecesaria para su sometimiento. 

Asimismo, el mencionado perito médico forense de este organismo nacional que conoció 
del asunto, determinó que la trayectoria que siguió el agente vulnerante fue de atrás hacia de­
lante, de abajo hacia arriba y de derecha a izquierda, situación que le permitió establecer que 
V1 se encontraba de espalda y en un plano superior a su victimario. 

A mayor abundamiento, el perito médico forense de esta Comisión Nacional, consideró que 
la herida que V1 presentó con orificio de entrada en la cara externa, tercio proximal de muslo 
izquierdo con trayectoria de atrás hacia delante de izquierda a derecha y de arriba hacia aba­
jo con orificio de salida en cara anterior de muslo izquierdo, con características postmuerte, por 
su localización y dimensiones fue compatible con las producidas por un disparo de proyectil 
de arma de fuego lesionante de tejidos blandos, misma que por su magnitud y trascendencia 
se consideró innecesaria para su sometimiento por parte de los elementos aprehensores, toda 
vez que el agraviado ya había fallecido. 

No obstante lo anterior, a este organismo nacional además preocupó la inconsistencia pre­
sentada entre las narraciones contenidas en el parte informativo No. PF/DFF/CRAI/DUSP/ 
9AUSP/258/2010, de 22 de septiembre de 2010, suscrito por AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5; 
la diligencia de ratificación de 23 de septiembre de 2010, realizada por AR1, Comandante 
de la Primera Coordinación de Reacción y Alerta Inmediata del 9/o Agrupamiento de la U.S.P., 
ante el agente Octavo del Ministerio Público Investigador del Fuero Común en Ciudad Victo­
ria, Tamaulipas; y, el parte informativo No. PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/261/2010, de 22 de 
septiembre de 2010, suscrito por el comandante del 9/o Agrupamiento de la Unidad de Se­
guridad Pública de la Policía Federal con sede en Ciudad Victoria, Tamaulipas, con el objetivo 
de justificar su actuación. 

Efectivamente, por un lado, en el parte informativo No. PF/DFF/CRAI/DUSP/9AUSP/258/ 
2010, de 22 de septiembre de 2010, suscrito por AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5; al informar su 
versión de los hechos ocurridos en la colonia Solidaridad en esa fecha, señalaron que aproxi­
madamente a las 18:00 horas, se encontraban realizando un recorrido de inspección, per­
suasión y disuasión, actividades propias de la Policía Federal; destacando el punto de que V1, 
al descender del mencionado vehículo, los agredió con disparos de arma de fuego por lo que 
tuvieron que repeler dicho ataque mientras que V1, corrió hacia una cerca la cual logró saltar 
e introducirse a un domicilio para posteriormente avanzar unos cuantos pasos, y caer sin vida 
en el patio de dicho inmueble. 

Por su parte, la diligencia de ratificación del mencionado parte informativo realizada por 
AR1, Comandante de la Primera Coordinación de Reacción y Alerta Inmediata del 9/o Agru­
pamiento de la U.S.P., ante el agente Octavo del Ministerio Público Investigador del Fuero 
Común en Ciudad Victoria, Tamaulipas; preciso que aproximadamente a las 18:30 horas, re­
cibió una llamada anónima en la que manifestaron que entre la avenida México de la colonia 
Solidaridad, reportaron un vehículo sospechoso a exceso de velocidad, por lo que acudieron 
al citado lugar para verificar tal denuncia, destacando el hecho de que V1, al descender del men­
cionado vehículo, los agredió con disparos de arma de fuego por lo que tuvieron que repeler 
dicho ataque resultando muerto V1, desconociendo quien de los elementos realizó el dispa-
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Y, en el parte informativo suscrito por el comandante del 9/o Agrupamiento de la Unidad 
de Seguridad Pública de la Policía Federal con sede en Ciudad Victoria, Tamaulipas, dicho ser­
vidor público señaló que a las 18:20 horas del día de los hechos, instruyó a AR1 y otros ele­
mentos de esa dependencia, a fin de efectuar un recorrido de inspección, persuasión y di­
suasión, actividades propias de la Policía Federal en esa ciudad, en consideración a una llamada 
anónima en la que se mencionaba que individuos armados a bordo de un vehículo de color 
rojo, se encontraban efectuando disparos con arma de fuego en la avenida Alberto Carrera 
Torres, cruce con calle Gaspar de la Garza. 

Por lo que, al arribar al citado lugar, observaron un vehículo de color rojo apreciando que en 
su interior viajaban tres sujetos, los cuales, según dicho parte informativo, mostraron una ac­
titud nerviosa al percatarse de la presencia policiaca, se les indicó que detuvieran su marcha, 
procedieran a incorporase al extremo derecho de la avenida y descendieran del vehículo, ante 
lo cual, conforme a lo informado, hicieron caso omiso a la indicación, e imprimieron una ma­
yor velocidad con dirección a la colonia Solidaridad. 

Finalmente, se señaló que los elementos de la Policía Federal se abocaron a interceptarlos, 
cuando repetidamente se percataron que dicho vehículo con sus ocupantes se impactaron 
de frente contra una camioneta de color verde; posteriormente el copiloto del vehículo, salió 
con una arma de fuego corta de color negro en la mano derecha y al mismo tiempo, efectua­
ba disparos en contra del personal de la mencionada Policía Federal, por lo que repelieron la 
agresión en contra de su atacante, el cual logro continuar corriendo, observando que al sal­
tar una cerca, se introdujo a un domicilio y después de avanzar unos cuantos pasos cayó sin 
vida en el patio de esa casa. 

En este orden de ideas, las circunstancias de tiempo, modo y lugar manifestadas por la au­
toridad responsable en sus diferentes diligencias no coincidieron; y si además, se vinculan con 
las evidencias señaladas en el cuerpo de esta Recomendación, sobre todo, las relativas al 
Dictamen de 22 de septiembre de 2010, suscrito por un perito en materia de Química de la 
Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas; la Autopsia de V1, de 22 de sep­
tiembre de 2010, suscrita por un perito médico forense de la Procuraduría General de Justicia 
del estado de Tamaulipas; el Dictamen de 24 de septiembre de 2010, suscrito por un perito 
en Química, adscrito a la delegación de la PGR en Tamaulipas, en el que precisó que, de la 
realización de la prueba de Walker, se concluyó que el disparo que privó de la vida a V1, se 
realizó a una distancia mayor de 60 centímetros; y, el testimonio de T1, rendido ante el titu­
lar de la Agencia Segunda investigadora del Ministerio Público de la Federación en ciudad Vic­
toria, Tamaulipas, el 11 de octubre de 2010, se observó que no existieron evidencias de que 
V1, haya bajado del automóvil con arma de fuego alguna en la mano, mucho menos que haya 
disparado a los elementos de la Policía Federal como ellos mismo lo señalaron. 

Por lo expuesto en los párrafos anteriores, el personal de la Policía Federal que disparó en 
contra de V1 y le causó una lesión letal, vulneró en su agravio el derecho a la vida, a la lega­
lidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 1, párrafos primero y segundo, 14, párra­
fo segundo, 16, párrafo primero, 19, último párrafo, y 22, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Igualmente, el personal de la Policía Federal, no observó las disposiciones relacionadas con 
el derecho a la vida, previstas en los instrumentos jurídicos internacionales, celebrados por el 
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que constituyen norma vigente 
en nuestro país y que deben ser tomados en cuenta para la interpretación a las normas rela­
tivas a los derechos humanos, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 1, párrafos primero y segundo, y 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

A mayor abundamiento, se hace referencia al Derecho Internacional de los Derechos Hu­
manos, contenido en los artículos 6.1, 7, 9.1, y 17, del Pacto Internacional de Derechos Civi-
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y 3, 9, y 12, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; I, y XXV de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; establecen en términos generales, el 
respeto a la vida de las personas y que nadie podrá ser privado de la misma. 

Respecto al uso de la fuerza, los servidores públicos mencionados omitieron observar los 
artículos 1, 2, 3 y 6, del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir 
la Ley, y los numerales 4, 5, 9, y 10 de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y 
de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, que en términos 
generales señalan, que los servidores públicos utilizarán en la medida de lo posible, medios no 
violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza, y que éstas se podrán utilizar solamente cuan­
do sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas. 

Particularmente destaca el numeral 9, de los referidos Principios Básicos, ya que precisa 
que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, no emplearán armas de fuego con­
tra las personas salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente 
de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito particular­
mente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con objeto de detener a una per­
sona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, 
y sólo en caso de que resulten insuficientes las medidas menos extremas para lograr dichos 
objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea 
estrictamente inevitable para proteger una vida. 

Además, el numeral 10, de los citados Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de 
Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, dispone que cuan­
do un servidor público se encuentre obligado a utilizar armas de fuego, deberá dar una clara 
advertencia de su intención de emplearlas, con tiempo suficiente para que se tome en cuen­
ta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro, se creara un riesgo 
de muerte o daños graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil 
dadas las circunstancias del caso. En el contexto anterior, ninguna de las mencionadas hipó­
tesis se actualizaron en el presente caso. 

Sobre el particular, sirvió de apoyo, la tesis aislada P. LII/2010, del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
novena época, tomo XXXIII, enero de 2011, página 66, con el rubro: SEGURIDAD PÚBLICA. 
REQUISITOS PARA QUE EL EJERCICIO DE LA FUERZA POR PARTE DE LOS CUERPOS POLICIA­
COS, COMO ACTO DE AUTORIDAD RESTRICTIVO DE DERECHOS, CUMPLA CON EL CRITERIO 
DE RAZONABILIDAD; criterio que ha sido utilizado por esta Comisión Nacional, en las recomen­
daciones 10/2011, 34/2011 y 38/2011, emitidas el 25 de marzo, 7 y 27 de junio del presente 
año, respectivamente, y en las que se prevé que: 1) el uso de la fuerza debe realizarse con base 
en el ordenamiento jurídico y debe perseguirse un fin lícito, para el cual se tiene fundamento 
para actuar; 2) la actuación desplegada sea necesaria para la consecución del fin; y, 3) la in­
tervención sea proporcional a las circunstancias de facto. Todo lo anterior enmarcado por el 
cumplimiento a los principios establecidos en el artículo 21 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, rectores de la actividad policial y el respeto a los derechos hu­
manos. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional consideró que no existió causa alguna que jus­
tificara la conducta de AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, elementos de la Policía Federal, pertene­
ciente a la Secretaría de Seguridad Pública Federal, involucrados en los hechos, toda vez que 
el uso de las armas de fuego empleadas en contra de V1, no se realizó en defensa propia o 
de otras personas, o porque la vida de los servidores públicos se encontrara en peligro inmi­
nente. 

Tampoco se advirtió que el personal de la Policía Federal, hubiera tomado medidas menos 
extremas, lo que constituyó un abuso de poder contra la víctima y se tradujo en una clara 
violación a sus derechos humanos, convalidándose con ello, la relación causa efecto entre el 
agravio sufrido por V1 y la responsabilidad institucional del servidor público presuntamente 
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Ahora bien, respecto a las violaciones a derechos humanos, cometidas en agravio de V2, 
es importante destacar que el 3 de mayo de 2011, éste manifestó a personal de la Comisión 
Nacional, que al momento de su detención un elemento de la Policía Federal lo golpeó en la 
cabeza con unas esposas; situación que se corroboró con el contenido del certificado de le­
siones e integridad física de 23 de septiembre de 2010, suscrito por un perito médico adscri­
to a la Procuraduría General de Justicia del estado de Tamaulipas, en el que se señaló que al 
momento de su exploración V2 presentó: una herida contusa irregular de un centímetro de 
diámetro, localizada en la región temporal izquierda; una equimosis de un centímetro de diá­
metro, localizada a nivel de la séptima vértebra cervical; marcas de sujeción en ambas mu­
ñecas; lesiones con una evolución de cinco horas, que no provocan incapacidad ni secuelas, 
clasificándolas como aquellas que no pusieron en peligro la vida y tardaron en sanar menos 
de quince días. 

En ese sentido, el perito médico forense de este organismo nacional, concluyó en la mecá­
nica de lesiones de V2, emitida el 8 de junio de 2011, que la herida contusa que V2 presentó 
en la región temporal izquierda, por sus características fue producto de una contusión directa 
con un objeto de consistencia dura, de bordes romos no cortantes, como podrían ser las que 
se generar por un golpe con un objeto, como lo son las esposas y que es de las consideradas 
como innecesaria para la sujeción y sometimiento; situación que en opinión del mencionado 
médico, fue compatible y coincidió con el dicho de la víctima en el sentido de que precisa­
mente un elemento de la Policía Federal, lo golpeó con unas esposas en la cabeza. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional contó con elementos suficientes para acreditar que 
V2, fue objeto de tratos crueles atribuibles a uno de los elementos de la Policía Federal que lo 
agredió, por lo que se vulneraron los derechos a la seguridad jurídica, integridad y seguridad 
personal, así como a un trato digno, dejando de observar el contenido de los artículos 1, pá­
rrafos primero, segundo y quinto, 16, párrafos primero, tercero, cuarto y quinto, 19, último 
párrafo, 20, apartado A, fracción II y 22, párrafo primero de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 5, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Igualmente, esta Comisión Nacional advirtió que el mencionado elemento de la Policía Fe­
deral que agravió a V2, no cumplió con lo dispuesto en lo previsto en los artículos 7 y 9.1, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 5.1, y 5.2, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; 16.1 y 16.2, de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles Inhumanos o Degradantes; 3, 5, y 12, de la Declaración Universal de los Dere­
chos Humanos; I y XXV, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
3, 4 y 8 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 6, párrafo tercero y 7, párrafo segundo, de 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 6, del Conjunto de Prin­
cipios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o 
Prisión; y, 1, 2, 3, y 6, del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cum­
plir la Ley; que en términos generales, en su partes conducentes, prevén que nadie debe ser 
sometido a tratos crueles, y que toda persona tiene derecho a la seguridad y a la integridad 
personal. 

Por otra parte, V2 precisó a personal de esta Comisión Nacional en la mencionada entre­
vista que se le realizó el 3 de mayo de 2011, en la instalaciones del Centro de Readaptación 
Social de Ciudad Victoria, Tamaulipas, que posterior a su detención, esto es, el 22 de septiem­
bre de 2010, fue trasladado a las oficinas de la Policía Federal en esa localidad, donde per­
maneció hasta el 23 de septiembre de 2010, fecha en la que fue puesto a disposición ante 
la autoridad ministerial. 

Al respecto, en el parte informativo de 22 de septiembre de 2010, suscrito por el coman­
dante del 9/o Agrupamiento de la Unidad de Seguridad Pública de la Policía Federal, se pre­
cisó que el operativo en el que fue detenido V2, se llevó a cabo alrededor de la 18:20 horas, 
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de ese mismo día; asimismo, en el informe enviado a este organismo nacional por el agente 



 

del Ministerio Público de la Federación, titular de la Agencia Segunda Investigadora con sede 
en Ciudad Victoria, Tamaulipas, se observó que V2 fue puesto a su disposición a las 21:59 
horas del 23 de septiembre de 2010. 

Por lo expuesto, este organismo nacional, contó con elementos de convicción suficientes 
para establecer que entre la hora de la detención de V2 y su puesta a disposición ante la 
autoridad ministerial, transcurrieron más de 24 horas, lo que se tradujo en retención injusti­
ficada y una trasgresión al derecho a la legalidad y seguridad jurídica, consagrados en el ar­
tículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el que 
dispone que cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté come­
tiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a 
disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del ministerio 
público. 

En ese orden de ideas, AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, elementos adscritos a la Policía Federal, 
perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública, no observaron el contenido de los artícu­
los 9, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; XXV, de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre; 9.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos; 7.1, 7.2, 7.3 y 7.5, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 3, 9 y 12, 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos; I y XXV, de la Declaración Americana de 
los Derechos del Hombre; 11, 15, 18 y 19, del Conjunto de Principios para la Protección de To­
das las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión; 1 y 8, del Código de 
Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, mismos que en términos 
generales prohíben las detenciones y retenciones arbitrarias, así como que las personas de­
tenidas sean sometidas a cualquier forma de incomunicación. 

Por otro lado, causó especial preocupación para esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, el hecho de que el comandante del 9/o Agrupamiento de la Unidad de Seguridad 
Pública de la Policía Federal, haya precisado en su parte informativo de 22 de septiembre de 
2010, que el operativo en el que perdió la vida V1 y se detuvo a V2, se llevó a cabo en aten­
ción a una denuncia anónima y en razón de que las víctimas mostraron “una actitud nervio­
sa al percatarse de la presencia policiaca”; vulnerándose con ello el derecho a la presunción 
de inocencia. 

Al respecto, es conveniente señalar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en el caso Tibi vs. Ecuador, sentencia de 7 de septiembre de 2004, estableció que el derecho 
a la presunción de inocencia, no bloquea la persecución penal, pero la racionaliza y encauza. 
Es decir, que es un derecho básico y esencial para el normal desarrollo del proceso penal, y 
constituye un criterio normativo del derecho penal sustantivo y adjetivo, descartando toda 
normativa que implique una presunción de culpabilidad o que establezca la carga al imputa­
do de probar su inocencia. 

En este mismo contexto, la mencionada Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, determinó que, el derecho a la presunción de inocencia es 
un elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acu­
sado en toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria determine su 
culpabilidad quede firme e implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido 
el delito que se le atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quien acusa. 

La presunción de inocencia, en opinión de Poder Judicial de la Federación, impone la obli­
gación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho fundamental que la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcan­
ce trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección 
de otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el 
buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irre­
gulares. 

En consecuencia, el mencionado derecho a la presunción de inocencia opera también en 
GACETA 
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“no autor o no partícipe” en un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de infracciones 
mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen 
las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a tales hechos, en cualquier 
materia. 

Para este organismo nacional, quedó evidenciado que las autoridades responsables reali­
zaron imputaciones indebidas de hechos sin contar con los medios de prueba suficientes para 
acreditar la culpabilidad de las víctimas, contraviniendo con ello, lo establecido en los artícu­
los 1, párrafos primero, segundo y tercero; 14, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 14.2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
8.2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 11.1, de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos; y, XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, los cuales en su parte conducente establecen que toda persona tiene derecho a que 
se presuma su inocencia en tanto no se acredite legalmente su culpabilidad. 

Igualmente, este organismo nacional, observó que los servidores públicos involucrados en 
los hechos, dejaron de observar el contenido de los artículos 21, párrafo noveno, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7 y 8, fracciones I, VI y XXIV, de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 2, fracción I, 3, 5, 
8, fracción III, 15 y 19, fracciones I, V, VI, VIII y IX de la Ley de la Policía Federal, y 185, último 
párrafo, del Reglamento de la Ley de la Policía Federal, toda vez que omitieron sujetar su 
actuación a los principios de legalidad, eficiencia y profesionalismo que su cargo requiere. 

En razón de lo expuesto y con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción III; 71, párrafo segundo, y 72, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se consideró 
que existieron elementos de convicción suficientes para que la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos, en ejercicio de su atribuciones, presente formal queja ante el Órgano Inter­
no de Control en la Policía Federal de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, además de 
formularse la denuncia de hechos respectiva ante el agente del Ministerio Público de la Fe­
deración contra AR1, AR2, AR3, AR4 y AR5, elementos de la Policía Federal que intervinieron 
en el presente caso. 

No es obstáculo para lo anterior, que exista una averiguación previa con motivo de los he­
chos descritos, ya que este organismo nacional, en ejercicio de sus facultades, presentará la 
denuncia de hechos para los efectos previstos en el artículo 73, párrafo segundo, de la Ley de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, entre otros. 

Cabe señalar que si bien es cierto, una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano 
para lograr la reparación del daño, derivado de la responsabilidad profesional de los servido­
res públicos consiste en plantear la reclamación correspondiente ante el órgano jurisdiccional 
competente, también lo es que el sistema no jurisdiccional de Defensa y Protección de los 
Derechos Humanos, en términos de lo establecido en los artículos 1, párrafo tercero, y 113, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2 y 9 de la 
Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 44, segundo párrafo, de la Ley de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 32, fracción VII, del Código Penal Federal, 
en relación con los numerales 4, 5, 8, 11 y 12 de la Declaración de los Principios Fundamen­
tales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, prevé la posibilidad de que 
al acreditarse violaciones a los derechos humanos, la recomendación que se formule a la de­
pendencia pública, incluya las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los 
afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjui­
cios que se hubieran ocasionado; para lo cual el Estado, deberá investigar, sancionar y repa­
rar las violaciones a los derechos humanos en los términos que establezca la ley. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permite formular res-
125 

C N D H
1990/2011 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

petuosamente a usted, señor secretario de Seguridad Pública Federal, las siguientes: 



 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

V. RECoMENDACIoNES 

PRIMERA. Instruya a quien corresponda a efecto de que se tomen las medidas necesarias para 
reparar los daños ocasionados a los familiares de V1, o a quien compruebe mejor derecho, 
y se les brinde la atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma inmediata, adecua­
da y efectiva, como consecuencia de la responsabilidad institucional en que incurrieron los ser­
vidores públicos de la Policía Federal, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con 
las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Instruya a quien corresponda a efecto de que se tomen las medidas necesarias para 
reparar los daños a V2 conforme a derecho proceda, y se le otorgue atención psicológica que 
requiera, enviando a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cum­
plimiento. 

TERCERA. Se colabore ampliamente con esta Comisión Nacional en el trámite de la queja 
que promueva ante el Órgano Interno de Control en la Policía Federal de la Secretaría de Segu­
ridad Pública Federal, contra los servidores públicos que intervinieron en los hechos que se 
consignan en este caso, y se remitan a este organismo nacional las evidencias que le sean 
solicitadas, así como las constancias que acrediten su cumplimiento. 

CUARTA. Se colabore ampliamente en la presentación y seguimiento de la denuncia de hechos 
que esta Comisión Nacional formule ante la Procuraduría General la República, por tratarse 
de servidores públicos federales los involucrados, y se remita a este organismo nacional, las 
constancias que le sean solicitadas. 

QUINTA. Se diseñen e impartan cursos de capacitación para los elementos de la Policía Fe­
deral, relacionados con la implementación de operativos derivados de las tareas de Seguridad 
Pública de su competencia, que garanticen el respeto a los derechos humanos, y se envíen a 
este organismo nacional las constancias con las que se permita evaluar el impacto efectivo de 
los mismos. 

SEXTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda con la finalidad de que los servidores pú­
blicos de la Policía Federal, pongan inmediatamente a disposición del agente del Ministerio 
Público, a las personas que detengan con motivo del ejercicio de sus atribuciones y se abs­
tengan de infligirles tratos crueles, a efecto de evitar la repetición de hechos como los que dieron 
origen al presente pronunciamiento y se envíen a este organismo nacional, las pruebas con 
las que acredite su cumplimiento. 

SÉPTIMA. Instruya a quien corresponda, para que se proporcionen a los elementos de la Poli­
cía Federal, equipos de videograbación y audio que permitan acreditar, en la medida de lo po­
sible, que su conducta, durante los procedimientos de detención y operativos que lleven a 
cabo, se apegó a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez 
y respeto a los derechos humanos, en términos de lo dispuesto en el artículo 21, párrafo no­
veno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; enviando a este organismo 
nacional, las pruebas con las que se acredite su cumplimiento. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular cometida por servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente GACETA 
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tercero constitucional, la investigación que proceda por parte de las dependencias adminis­
trativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos le solicito a usted que la respuesta sobre la aceptación de esta reco­
mendación, en su caso, sea informada dentro del término de quince días hábiles siguientes 
a su notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la recomendación se envíen a esta Comisión Nacio­
nal, dentro de un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido 
el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la presente reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que­
dará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circunstancia. 

El Presidente
 
Dr. Raúl Plascencia Villanueva
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